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Entre 1991 y 2018 en Colombia, la tasa de mujeres en prisión por 100.000 habitantes 
mujeres aumentó más de tres veces, pasando de 9.9 en 1991 a 31.5 en junio de 2018. 
El número de mujeres privadas de la libertad en centros penitenciarios del Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) era de 1.500 en 1991 y alcanzó la cifra 
de 7.944 en junio de 2018. Este incremento fue del 429%, mientras que el número de 
hombres internos aumentó en un 300% en el mismo período, es decir, el aumento 
en el número de mujeres privadas de la libertad ha sido más acelerado. En junio 
de 2018, 43% de las mujeres privadas de la libertad en Colombia se encontraban en 
detención preventiva. Con el fin de entender las diferencias derivadas del género y 
los impactos diferenciados de la prisión en las mujeres, es importante tener más co-
nocimiento sobre las historias, perfiles y necesidades de la población penitenciaria 
de mujeres en Colombia.

Proyecto de investigación 

Preguntas 

•	 ¿Cuál es el perfil de las mujeres privadas de la libertad?

•	 ¿Cuáles son las experiencias y las necesidades especiales de las mujeres durante 
la detención? 

resumen
ejecutivo
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•	 ¿Cuáles son las expectativas que tienen las mujeres infractoras frente al mercado 
laboral para cuando regresen a la comunidad?

•	 ¿Se deberían ampliar y potencializar en nuestra legislación alternativas a la pri-
sión para mujeres infractoras?

Objetivos

•	 Recolectar datos sobre las personas privadas de la libertad en Colombia, inclu-
yendo: el perfil, los motivos por los que ingresan al sistema de justicia penal, sus 
experiencias en prisión, sus necesidades, y  los efectos que tiene su encarcela-
miento en sus familias e hijos. 

•	 Identificar las necesidades diferenciales de las mujeres privadas de la libertad 
y los efectos diferenciados por género de la aplicación de las normas y políticas 
penales y penitenciarias.

Enfoque metodológico 
La investigación incorporó metodologías mixtas, es decir, métodos tanto cualita-
tivos como cuantitativos.
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¿Quiénes son las mujeres privadas de la libertad en 
Colombia?

Perfil demográfico y socioeconómico 

La mayoría de las mujeres privadas de la libertad en Colombia cumplen con el 
siguiente perfil: se encuentran en edad productiva y reproductiva, se identifican 
como heterosexuales, son solteras y pertenecen a estratos socioeconómicos bajos. 
Antes de su detención, los ingresos mensuales del hogar de un alto porcentaje de 
estas mujeres eran inferiores a dos salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(s.m.m.l.v.). La mayoría de estas mujeres eran cabeza de familia (75%), es decir, 
tenía la responsabilidad económica exclusiva del hogar. Debido a su bajo nivel de 
escolaridad, estas mujeres se encuentran en condición de acceder a trabajos pre-
carios. Con base en estos datos, es posible afirmar que la mayoría de las mujeres 
encuestadas tienen un estatus socioeconómico bajo.
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Contexto familiar en la infancia 

El contexto familiar del hogar de la infancia de un alto porcentaje de las mujeres pri-
vadas de la libertad se caracteriza por la presencia de situaciones problemáticas. En 
este sentido, varias mujeres reportaron haber presenciado situaciones de violencia 
intrafamiliar en su infancia y un porcentaje significativo abandonó el hogar antes 
de los quince años. Se evidenció que la violencia intrafamiliar es una de las razones 
principales para abandonar el hogar a una edad tempana. Adicionalmente, más de 
la mitad de las participantes indicó que algún miembro de su familia había estado 
en prisión, principalmente por delitos relacionados con estupefacientes y hurto.

  

Mujeres como víctimas de violencia
Un porcentaje considerable de las mujeres privadas de la libertad reportó haber 
sido víctima de las siguientes formas de violencia alguna vez en su vida.
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¿Cuál es el perfil delictivo de las mujeres privadas
de la libertad?
La mayoría de las mujeres privadas de la libertad en Colombia se caracterizan por 
no haber pertenecido a grupos delincuenciales durante la adolescencia ni antes de 
cometer el primer delito, y también por no haber sido condenadas por la justicia 
penal de menores. Ésta suele ser su primera vez en prisión. La mayoría de estas 
mujeres reportaron haber cometido el delito por razones relacionadas con su vul-
nerabilidad económica. Un bajo porcentaje portaba armas en el momento de la co-
misión del delito.

 

Pena de prisión 

Las mujeres son condenadas a penas 
de prisión relativamente cortas. Sin 
embargo, las penas de prisión –inclu-
so las cortas– tienen efectos negativos 
graves en las vidas de las mujeres, sus 
hijos y dependientes. Por lo tanto se 
argumenta que, ante casos a los que 
corresponderían penas cortas, sería 
conveniente optar por alternativas 
distintas a la prisión tales como las ór-
denes comunitarias.
 

Tipo de delito 

Muchas de las mujeres infractoras no han cometido delitos violentos y no represen-
tan un riesgo grave para la seguridad ciudadana. Una gran proporción de mujeres 
se encontraba privada de la libertad por delitos relacionados con estupefacientes.
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Estos datos sugieren que existe una política criminal encaminada a capturar y pro-
cesar a los actores menores en la cadena del narcotráfico. Cabe resaltar que la pri-
vación de la libertad de estas mujeres que cumplen roles fácilmente sustituibles no 
afecta significativamente las redes de narcotráfico. 
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Algunos impactos en las vidas de las mujeres
y en sus familias

Vida en prisión 

Los datos sugieren que existen precarias condiciones habitacionales y que el acceso 
a algunos bienes y servicios básicos es limitado en los centros penitenciarios; lo 
anterior se exacerba debido a las altas tasas de hacinamiento en el país. Aun cuan-
do las toallas higiénicas son indispensables para las mujeres, varias participantes 
indicaron que no cuentan con la cantidad suficiente.

Menos de la mitad de las mujeres afirmaron que sí les han practicado exámenes 
relacionados con necesidades específicas de género y derechos sexuales y repro-
ductivos, tales como la citología o la detección de VIH. Por otro lado, un alto por-
centaje de internas encuestadas dijo haber tenido acceso a servicios de atención 
médica preventiva.

Programas o actividades laborales y educativas  

Un alto porcentaje de mujeres encuestadas dijo 
haber participado en un programa educativo 
principalmente con el fin de lograr la valida-
ción del bachillerato. Más de la mitad de las 
mujeres participaron en actividades o progra-
mas laborales; los programas o actividades la-
borales más frecuentes corresponden al área 
artesanal. Los roles de género se ven reflejados 
en los programas y habilidades adquiridas por 
las mujeres en prisión, por cuanto se trata de 
actividades tradicionalmente femeninas que 
tienen poca relevancia en el mercado laboral. Así, las condiciones laborales y educa-
tivas de las internas no mejoran sustancialmente durante la privación de la libertad.
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Tanto la desigualdad y exclusión de las mujeres en el contexto del mercado laboral 
nacional como los bajos niveles educativos de las internas son obstáculos para su 
inserción o reinserción laboral una vez quedan en libertad. Cabe mencionar que los 
antecedentes penales agravan su situación y que la falta de oportunidades al retor-
nar a la comunidad contribuye a perpetuar su vulnerabilidad económica. 

Maternidad y prisión 

Los niños que viven en las prisiones representan retos importantes para el sistema 
penitenciario en materia de infraestructura y salud. Uno de los problemas prin-
cipales es la separación de las madres de sus hijos al cumplir los tres (3) años, de 
acuerdo con las normas vigentes, sin contar con el apoyo psicológico adecuado 
para manejar esta situación. 

Redes de apoyo y contacto

La relación de las mujeres privadas de la libertad con sus familias se deteriora en 
muchos casos. Uno de los factores que puede afectar el vínculo son las visitas poco 
frecuentes por parte de sus hijos u otros miembros de la familia, por razones como 
la falta de dinero y la distancia entre el centro penitenciario y el hogar de sus fami-
liares. Después de haber ingresado a prisión, sus relaciones afectivas suelen termi-
nar; la mayoría de las internas no reciben visitas íntimas porque no tienen pareja. 
Es de resaltar que el vínculo con sus familias es una cuestión determinante en su 
proceso de reinserción.

Impacto intergeneracional

La prisionalización de las mujeres en Colombia puede generar efectos en los hijos 
menores de 18 años, puesto que la mayoría de ellos vivían con sus madres con anterio-
ridad a la detención; ellas también eran las principales cuidadoras y la principal fuen-
te de ingresos económicos para su manutención. Por el contrario, solo un porcentaje 
muy reducido de hombres encuestados cumplía el rol de cuidador principal de sus 
hijos. En consecuencia, es muy probable que la desestructuración familiar y los efectos 
adversos en los hijos que provoca el encarcelamiento de la madre sean más intensos. 
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Después de la detención, los hijos de madres encarceladas quedaron bajo el cui-
dado de la familia extensa, usualmente al cuidado de la abuela. Por el contrario, 
los hijos de la mayoría de los hombres encuestados permanecieron al cuidado de 
la madre. 

En muchos casos los hijos de las mujeres privadas de la libertad fueron separados 
de sus madres al ser repartidos entre los familiares. La dinámica es muy diferente 
cuando el detenido es el padre, en tanto que sus hijos suelen permanecer bajo el 
cuidado de la madre. 
 

El encarcelamiento de la madre puede tener efectos negativos en los hijos debido 
a que ellos experimentan el trauma de la separación, el estigma y/o las presiones 
sociales y económicas. Con base en su percepción, las mujeres encuestadas relata-
ron algunos hechos relacionados con sus hijos que tuvieron lugar después de su 
detención:
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RECOMENDACIONES DE POLÍTICAS PÚBLICAS

Racionalizando el uso de la prisión: alternativas a la prisión para 
las mujeres infractoras con enfoques de género y de justicia 
restaurativa

El perfil de las mujeres privadas de la libertad y los potenciales efectos de su encar-
celamiento en sus vidas, en las de sus hijos y en la sociedad en general sugieren que 
es necesario preguntarse si la prisión debe ser la respuesta dominante.

Es necesario ampliar y potencializar las alternativas a la prisión para aquellas mu-
jeres infractoras que no representen un alto riesgo para la seguridad ciudadana 
y que tengan responsabilidades de cuidado a su cargo. Así, se reservaría el en-
carcelamiento para aquellas mujeres que cometan delitos que generen un mayor 
impacto para la sociedad y que representen un verdadero riesgo para la seguridad 
ciudadana. Esta propuesta se fundamenta en tres razones: en primer lugar, es nece-
sario racionalizar la política criminal colombiana, la cual ha tenido tendencia hacia 
el populismo punitivo y es altamente proclive a optar por el encarcelamiento. En 
segundo lugar, es importante replantear otras alternativas vigentes tales como la 
prisión domiciliaria, teniendo en cuenta las limitaciones actuales en cuanto a su 
diseño e implementación. Otras alternativas tales como la aplicación de procesos 
de justicia restaurativa dentro del proceso penal o la incorporación de sanciones 
penales principales distintas a la prisión deben ser exploradas. En tercer lugar, las 
alternativas a la prisión son más costo-efectivas que el encarcelamiento para delitos 
que no representan un riesgo alto para la seguridad ciudadana, debido a que pue-
den contribuir a garantizar el principio de proporcionalidad de la pena, reducir las 
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tasas de hacinamiento, disminuir los costos —en términos humanos, económicos 
y sociales—, y lograr una mayor efectividad para el cumplimiento de los objetivos 
de reinserción social, seguridad ciudadana y reducción del delito. Las alternativas 
a la prisión no se traducen en impunidad o en una ausencia de respuesta frente al 
delito: en realidad son respuestas que incluyen programas, medidas o sanciones 
diferentes a la privación de la libertad. 

El diseño e implementación de las alternativas a la prisión para las mujeres in-
fractoras debe incorporar i) una perspectiva de género y ii) un enfoque de justicia 
restaurativa. La perspectiva de género propone diseñar alternativas a la prisión 
específicas para las mujeres teniendo en cuenta su situación de desigualdad y ex-
clusión en nuestra sociedad, sus circunstancias vitales, necesidades especiales, 
responsabilidades de cuidado y los factores habituales que pueden llevarlas a en-
trar en contacto con el sistema penal. Políticas que busquen enfrentar las causas 
estructurales del delito y los factores que  llevan a las mujeres a su comisión pue-
den ser más efectivas para prevenirlo y reducirlo, lo cual contribuiría a mejorar la 
seguridad ciudadana. Adicionalmente, las políticas específicas de género pueden 
contribuir a garantizar de manera efectiva los derechos de las mujeres infractoras 
y las mujeres privadas de la libertad. Cabe mencionar que estas alternativas a la 
prisión con enfoque de género también son aplicables a hombres infractores que se 
encuentren en las mismas condiciones, es decir, que no representen un alto riesgo 
para la seguridad ciudadana y que tengan responsabilidades exclusivas de cuida-
do a su cargo.

Por su parte, el enfoque de justicia restaurativa propone un proceso deliberativo 
respecto de las consecuencias del delito; en otras palabras, se pregunta cómo aten-
derlas y cómo prevenir su repetición. En este proceso deben participar todos los 
actores involucrados: la víctima, el infractor y la comunidad. El diseño e implemen-
tación de las alternativas a la prisión con un enfoque de justicia restaurativa pueden 
conducir a mejores resultados en términos de respuesta a las víctimas, prevención, 
resocialización o reintegración del infractor a la comunidad.

Mejorando las perspectivas para el retorno a la comunidad

Aspecto laboral

Las alternativas de política pública propuestas en relación con los aspectos labo-
rales parten del supuesto de que el trabajo digno y remunerado constituye una 
herramienta que puede contribuir a evitar la reincidencia. Por lo tanto, dichas pro-
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puestas buscan fortalecer la formación educativa de las mujeres privadas de la li-
bertad, toda vez que, según la información recolectada, su bajo nivel de escolaridad 
es una de las causas de la falta de acceso a oportunidades laborales. De igual ma-
nera, buscan promover la diversificación de los programas laborales con respecto a 
aquellos trabajos ya existentes que han sido catalogados como exclusivamente fe-
meninos y caracterizados por su informalidad y baja remuneración. Las propuestas 
también promueven la continuidad de los programas laborales ofrecidos una vez 
las mujeres retornan a la comunidad, así como un emprendimiento ajustado a las 
condiciones particulares de las reclusas y las necesidades concretas del mercado. 

Partiendo de la condición de mujeres cabeza de familia que asumen el cuidado de 
varios dependientes, incluso durante su estancia en prisión, las propuestas preten-
den mejorar sus ingresos durante su tiempo de reclusión así como permitirles coti-
zar al sistema de riesgos laborales, lo cual impactaría favorablemente en su futura 
pensión prevista para una edad avanzada. Finalmente, estas propuestas buscan 
eliminar las barreras de entrada al mercado laboral a las que se enfrentan las pos-
penadas debido a sus antecedentes penales.

Relación con los hijos

Teniendo en cuenta los efectos de la prisionalización en la relación de las reclusas 
con sus hijos, al igual que los impactos en los hijos y en quienes quedan a cargo de 
ellos, las propuestas buscan: i) reducir los efectos negativos derivados de la sepa-
ración; ii) generar trabajo para quienes quedan a cargo de los hijos; iii) incrementar 
los ingresos de las mujeres en la prisión, en vista de que la mayoría de ellas siguen 
siendo las únicas proveedoras para sus dependientes; y iv) crear y desarrollar me-
didas y estrategias que propicien un reagrupamiento de las madres con sus hijos en 
contextos alternativos a la prisión.

Recomendaciones principales

Teniendo en cuenta los hallazgos centrales de esta investigación, a continuación se 
presentan las principales recomendaciones:

Al Congreso de la República:

•	 Realizar reformas legislativas para desviar casos específicos de delitos no vio-
lentos, sin agravantes y que involucran infractoras de primera vez a sistemas de 
asistencia social o salud pública.
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•	 Desarrollar la figura de órdenes comunitarias en la legislación con el fin de que 
las condenadas puedan prestar servicios a la comunidad y así evitar ir a prisión.

•	 Revisar el artículo 68A del Código Penal para que el listado de delitos exentos 
de beneficios judiciales se configure teniendo en cuenta que este tipo de limita-
ciones deberían ser excepcionales.

•	 Revisar el monto de las penas en los delitos de drogas con el fin de ajustarlo a la 
proporcionalidad de la conducta cometida.

•	 Garantizar que las mujeres que han incurrido por primera vez en un delito me-
nor de drogas, no violento, accedan a programas de prevención del delito en 
lugar de ser conducidas a prisión.

•	 Promover desarrollos legislativos que prevean beneficios tributarios para las 
empresas que vinculen población pospenada.

•	 Contemplar la eliminación de antecedentes penales según la duración de la sen-
tencia, el delito cometido y la situación de vulnerabilidad de la infractora.

•	 Generar desarrollos legislativos encaminados a garantizar que las mujeres que 
han cometido delitos no violentos y que a su vez son cuidadoras y proveedoras 
accedan a prisión domiciliaria con permiso para trabajar o a alternativas de li-
bertad supervisada.

A los jueces penales:

•	 En lo que a sus fallos y actuaciones se refiere, deben tener en cuenta un enfoque 
de género que contemple el historial de victimización, la ausencia de agravantes 
en la comisión del delito, y las responsabilidades de cuidado.

•	 Facilitar los permisos de trabajo con el beneficio de prisión domiciliaria.

A la Fiscalía General de la Nación:

•	 Incorporar un enfoque de justicia restaurativa en las actuaciones relacionadas 
con alternativas a la prisión.

•	 Incorporar un enfoque de género en las actuaciones relacionadas con alternati-
vas a la prisión. 
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•	 Diseñar estrategias que busquen desestimular el uso de la detención preventiva.

•	 Fomentar la aplicación de alternativas a la prisión para mujeres que tengan res-
ponsabilidades de cuidado a su cargo.

Al Gobierno Nacional: 

•	 Viabilizar la ejecución de las alternativas a la prisión existentes con recursos y 
capacidad de implementación.

•	 Fortalecer los convenios con centros educativos para ofrecer programas educa-
tivos a las mujeres privadas de la libertad.

•	 Suscribir convenios con cajas de compensación familiar para que éstas sirvan 
como intermediadores laborales entre las mujeres privadas de la libertad y el 
sector privado.

•	 Crear alianzas con asociaciones empresariales con el fin de sensibilizar el sector 
y obtener su apoyo a la población penitenciaria y pospenada.

•	 Garantizar un acompañamiento psicológico a las madres que han sido separa-
das de sus hijos menores que vivieron con ellas en la cárcel hasta cumplir los tres 
años.

•	 Facilitar visitas de madres reclusas a sus hijos menores en sus hogares.

•	 Generar espacios de interacción entre las madres y los hijos menores a cargo del 
ICBF.

•	 Promover desarrollos legislativos para que los hijos de las internas vivan juntos 
y que, solo excepcionalmente, vivan en hogares diferentes.
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La presentación del informe de investi-
gación denominado “Mujeres y prisión 
en Colombia: Desafíos para la política 
criminal desde un enfoque de género”, 
elaborado por las Facultades de Cien-
cias Jurídicas y Psicología de la Ponti-
ficia Universidad Javeriana, constituye 
una oportunidad especial para difundir 
la compleja realidad de las mujeres pri-
vadas de libertad. 

Para la Delegación en Colombia del 
Comité Internacional de la Cruz Roja 
(CICR), el informe elaborado por el gru-
po de investigadores coordinados por 
Astrid Liliana Sánchez Mejía, constitu-
ye un importante aporte para visibilizar, 
entre otros, un hecho innegable: la lucha 
contra las drogas en Colombia ha mar-
cado una tendencia hacia el aumento 
del encarcelamiento de mujeres que, por 
sus características sociales, económicas 

y criminológicas, merecerían un trata-
miento distinto al de la privación de la 
libertad. A pesar de constituir un hecho 
cada vez más visible y protagónico en 
las cárceles colombianas, existe relati-
vamente poca información que permita 
identificar las circunstancias que llevan 
a estas personas a la cárcel, así como los 
efectos concretos que tiene la reclusión 
sobre sus vidas y las de sus hijos. 

Este informe contribuye al esfuerzo 
que hace la academia colombiana para 
superar esa brecha y la información 
que expone sobre las particularidades 
de la reclusión femenina desafía a los 
entes responsables a dar una respuesta 
adecuada a esta compleja realidad.

A partir de su amplia experiencia den-
tro del sistema penitenciario, el CICR ha 
constatado que la prisión, cuando es ex-

prólogo
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perimentada por mujeres, 
configura situaciones es-
pecíficas que evidencian 
especial vulnerabilidad. 

Las mujeres privadas de libertad pa-
decen unas condiciones de reclusión 
y tienen limitadas sus perspectivas de 
reinserción, más de lo que ocurre con 
internos varones, lo que ya plantea un 
escenario de atención. 

La Corte Constitucional de Colombia 
así lo ha reconocido al señalar que “es 
necesario enfatizar que uno de los campos 
en los que las mujeres privadas de la liber-
tad en centros carcelarios están en mayor 
nivel de vulnerabilidad es, precisamente, 
el que concierne a la insatisfacción de ne-
cesidades básicas radicales que, por su con-
dición de mujeres, ellas y solo ellas están 
expuestas a sufrir”1. 

Del mismo modo, normas internacio-
nales como las Reglas Nelson Mande-
la y, más específicamente, las Reglas 
de las Naciones Unidas para el trata-
miento de las reclusas y medidas no 
privativas de la libertad para las muje-
res delincuentes (más conocidas como 
Reglas de Bangkok), reconocen y tratan 
acerca de las medidas que tienen que 
implementar los Estados para atender 
las necesidades particulares de las mu-
jeres privadas de la libertad.

1	 “Corte Constitucional, sentencia T-267 de 
2018”, MP Carlos Bernal Pulido, parágrafo 33.

Es evidente que esta si-
tuación amerita una res-
puesta concreta desde 
diversos ámbitos de la 

política criminal y penitenciaria. Por 
el lado de las autoridades penitencia-
rias, resulta necesaria una intención 
decidida que permita mejorar las con-
diciones de los espacios destinados a 
la reclusión de mujeres (problemática 
que, vale decirlo, se comparte con los 
lugares de reclusión para hombres). 

A pesar de las limitaciones que existen 
para responder a la crisis, el CICR con-
sidera que existen factores que pueden 
mejorar la gestión de los espacios pe-
nitenciarios si se identifican acertada-
mente los problemas, se manejan de 
forma adecuada los recursos existentes 
y si se propicia la participación articu-
lada de todo el personal penitenciario 
(custodia y vigilancia, atención y trata-
miento, salud, etc.). Por su parte, esta 
respuesta requiere la solidaridad de la 
sociedad en general, así como el de las 
organizaciones que se dedican a la de-
fensa y promoción de los derechos de 
las mujeres.

Sin embargo, es en el ámbito de la políti-
ca criminal donde se presentan los ma-
yores desafíos. La Corte Constitucional 
recientemente ha establecido algunos 
criterios para construir una política 
criminal cuyo centro sean los derechos 
de las personas privadas de la libertad. 
Entre ellos, se destacan la búsqueda de 
alternativas al encarcelamiento y ajus-

La lucha contra las drogas
ha encarcelado a mujeres que debieron

recibir tratamientos penales
menos represivos.
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tar las penas a criterios de 
proporcionalidad cuando 
la evidencia empírica de-
muestre un uso excesivo 
de la prisión. 

Es por esto que el presente informe 
debe leerse como la fundamentación 
empírica para una reforma en la políti-
ca criminal en favor de las mujeres que 
hoy sufren los excesos derivados de un 
sobreuso de la cárcel. Así, la constante 
falta de consenso de los actores de la 
política criminal en la definición de las 
medidas a implementar debería ceder 
en este punto a las recomendaciones 
precisas que, con ocasión a la privación 
de la libertad de las mujeres, se derivan 
de este juicioso informe.

En plena coincidencia con 
esta visión, el CICR se 
compromete a acompañar 
en este proceso a las auto-

ridades pertinentes de modo que en un 
futuro –esperamos cercano– podamos 
constatar en Colombia la existencia de 
cárceles más humanas y rehabilitadoras, 
donde las personas que vivan la expe-
riencia de pasar por prisión cuenten con 
oportunidades para lograr una efectiva 
reinserción y en donde, en todo caso, el 
uso de la cárcel esté sujeto a una necesi-
dad estrictamente proporcional. 

Christoph Harnisch
Jefe de Delegación en Colombia

COMITÉ INTERNACIONAL DE LA 
CRUZ ROJA

Este informe sirve
como evidencia para impulsar las

reformas de política criminal en favor de 
las mujeres en prisión.
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INTRODUCCIÓN

La población penitenciaria de mujeres 
en Colombia aumentó notoriamente 
desde comienzos de la década de los 
años noventa. Entre 1991 y 2018, la tasa 
de mujeres en prisión por 100.000 ha-
bitantes mujeres en Colombia aumentó 
219%, de 9.9 en 1991 a 31.5 en junio de 
2018 (Figura 1)1. El número de muje-
res privadas de la libertad en los cen-
tros penitenciarios del INPEC pasó de 
1.500 en 1991 a 7.944 en junio de 2018, 
esto representa un aumento del 429%, 
mientras que el número de hombres 
internos incrementó en un 300% en el 

mismo período2. Es decir, la población 
penitenciaria de mujeres creció 129 
puntos porcentuales más que la de los 
hombres en el mismo período3. Aunque 
por supuesto la población penitenciaria 
está conformada mayoritariamente por 
los hombres; las mujeres representaban 
el 6.7% de las personas recluidas en es-
tablecimientos penitenciarios en el país 
en junio de 20184.

1	 Tasas de encarcelamiento calculadas con base 
en los datos del promedio de la población 
penitenciaria por año del INPEC y las pro-
yecciones de la población colombiana por año 
con base en el Censo 2005 del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE).

2	 Fuente: INPEC, Series históricas, Junio de 
2018.

3	 El aumento drástico en el número de mujeres 
privadas de la libertad se ha presentado en 
muchos países del mundo (Seventh United 
Nations Conference on the Prevention of 
Crime and the Treatment of Offenders, 1985; 
United Nations Office on Drugs and Crime 
(UNODC), Handbook of basic principles 
and promising practices on Alternatives to 
Imprisonment, 2007, p. 69). 

4	 Fuente: INPEC, Series históricas, Junio de 
2018.
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El aumento del número de mujeres 
privadas de la libertad se registra en el 
marco de un crecimiento de la pobla-
ción penitenciaria en general, lo que ha 
contribuido a empeorar las condiciones 
de hacinamiento en los centros peni-
tenciarios. En Junio de 2018, la tasa de 
hacinamiento era de 48.5%; había una 
sobrepoblación de 38.456 personas pri-
vadas de la libertad6. En algunos centros 
penitenciarios, la tasa de hacinamiento 
era mayor a 300% para esa fecha7. En El 

Buen Pastor en Bogotá, el centro peni-
tenciario más grande para mujeres, la 
tasa de hacinamiento era de 57.9%8.

Tanto a nivel transnacional como a 
nivel local, se ha reconocido que el 
encarcelamiento es una experiencia 
profundamente marcada por el géne-
ro. En un contexto social de subordina-
ción y discriminación de las mujeres, 
la prisión refleja y exacerba las condi-
ciones de subordinación y las formas 
de discriminación. Afecta de manera 
particular la vida y los derechos de las 
mujeres, debido a sus experiencias de 
vida, las violencias, desigualdades y 
exclusiones que enfrentan, sus roles de 

8	 Fuente: INPEC, Series históricas, Junio de 
2018.

Figura 1. Mujeres privadas de la libertad: número y tasa por 100.000 habitantes mujeres (1991-2018)
Fuente: INPEC, Estadísticas, junio de 2018

DANE, proyecciones de población5

5	 DANE, Proyecciones de población con base en 
el Censo 2005. Disponible en: https://www.
dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/demografia-y-poblacion/proyecciones-
de-poblacion

6	 Fuente: INPEC, Series históricas, Junio de 
2018.

7	 Por ejemplo, el E.P.M.S.C.-E.R.E de Valledupar 
(339%), el E.P.M.S.C. de Santa Marta (356%) y 
el E.P.M.S.C. de Andes (362%).
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cuidadoras y proveedoras, y en gene-
ral sus necesidades específicas9. La pri-
sionalización de las mujeres a cargo de 
hogares monoparentales, y que por ello 
tienen responsabilidades exclusivas o 
principales de cuidado, puede afectar 
también a sus hijas, hijos y otros depen-
dientes. En algunos casos, las personas 
bajo su cuidado quedan expuestas a si-
tuaciones de pobreza, abandono y des-
protección10. 

En este contexto, es clave entender las 
diferencias derivadas del género y los 
impactos diferenciados de la prisión en 
las mujeres. Sin embargo, existen po-
cas investigaciones y datos disponibles 
sobre este tema en el país11. Se necesi-
tan datos sobre las historias, experien-
cias y necesidades de las mujeres para 

9	 UNODC, Handbook of basic principles and 
promising practices on Alternatives to Impri-
sonment, 2007, p. 69 y ss.; Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos (CIDH), Guía 
práctica sobre medidas dirigidas a reducir la 
prisión preventiva, preparada por la Relatoría 
sobre los Derechos de las Personas Privadas 
de Libertad, 2017, p. 44; Corte Constitucional, 
sentencia T-267 de 2018, M.P. Carlos Bernal 
Pulido, par. 31.

10	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p.46.

11	 Ver, por ejemplo, (Aristizábal, Ríos García, 
& del Pozo Serrano, 2016; Ariza Higuera & 
Ángel Botero, 2015; L. J. Ariza & Iturralde, 
2015; Briceño-Donn, 2006; Caicedo, 2017; 
Céspedes, Rojas, Rojas, & Ramírez, 2012; 
Cruz, Martínez Osorio, Chaparro González, 
Uprimny Yepes, & Chaparro Hernández, 
2016; del Pozo Serrano & Martínez Idárraga, 
2015; López-Barbosa, Castro-Jiménez, Gam-
boa-Delgado, & Vera-Cala, 2009; Uprimny & 
Guzmán, 2010)

diseñar estrategias de prevención de 
delitos cometidos por mujeres, y mejo-
rar la respuesta del sistema penal y del 
sistema penitenciario frente a las mujeres 
infractoras. 

Con el fin de aumentar el conocimien-
to sobre las mujeres privadas de la li-
bertad, en el proyecto de investigación 
“Mujeres y Prisión en Colombia” se ex-
ploraron las siguientes preguntas: ¿cuál 
es el perfil de las mujeres reclusas?, ¿cuáles 
son las experiencias y las necesidades espe-
cíficas de las mujeres durante la detención?, 
¿cuáles son las expectativas que tienen las 
mujeres infractoras frente al mercado labo-
ral para cuando regresen a la comunidad?, 
¿se deberían ampliar y potencializar en 
nuestra legislación alternativas a la prisión 
para mujeres infractoras?

El proyecto de investigación buscaba 
recolectar información sobre las perso-
nas privadas de la libertad en Colombia 
e identificar las necesidades diferencia-
les de las mujeres reclusas y los efectos 
diferenciados por género de la aplica-
ción de las normas y políticas penales 
y penitenciarias. Los resultados de esta 
investigación contribuyen a visibilizar 
el perfil, los roles, las diferencias y las 
necesidades específicas de las mujeres 
internas. Estos datos muestran la ne-
cesidad de ampliar o potencializar las 
políticas específicas de género que res-
pondan a las diferencias y necesidades 
de las mujeres infractoras y privadas 
de la libertad para garantizarles un tra-
to equitativo. 
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Teniendo en cuenta los impactos dife-
renciados en la vida de las mujeres y 
sus familias, múltiples actores han he-
cho énfasis en la necesidad de incor-
porar una perspectiva de género en la 
política penitenciaria y carcelaria y en 
la política criminal, con el fin de garan-
tizar de manera efectiva los derechos 
de las mujeres infractoras y las mujeres 
privadas de la libertad12. La perspecti-
va de género debe tener en considera-
ción la discriminación y estereotipos 
que han afectado a las mujeres13.

Una objeción que se podría plantear 
frente a políticas y decisiones sensibles 
al género es la necesidad de un trata-
miento igual para hombres y mujeres; 

12	 Ver por ejemplo, Reglas de las Naciones 
Unidas para el tratamiento de las reclusas 
y medidas no privativas de la libertad para 
las mujeres delincuentes (Reglas de Ban-
gkok), Adoptadas por la Asamblea General 
en su resolución 65/229, de 16 de marzo de 
2011; United Nations Special Rapporteur 
on Violence against Women, its causes and 
consequences, Rashida Manjoo, Pathways 
to, conditions and consequences of incarce-
ration of women, 2013; UNODC, Handbook 
of basic principles and promising practices on 
Alternatives to Imprisonment, 2007; CIDH, 
Guía práctica sobre medidas dirigidas a re-
ducir la prisión preventiva, preparada por la 
Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017; Corte Constitu-
cional, sentencia T-267 de 2018, M.P. Carlos 
Bernal Pulido, par. 40; Corte Constitucional, 
sentencia T-388 de 2013, M.P. María Victoria 
Calle Correa; Comisión Asesora de Política 
Criminal, Informe Final: Diagnóstico y pro-
puesta de lineamientos de política criminal 
para el Estado colombiano, 2012.

13	 Guía práctica sobre medidas dirigidas a re-
ducir la prisión preventiva, preparada por la 
Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 44.

según esta aproximación, tanto hom-
bres como mujeres deberían ser tratados 
con las mismas reglas. Esta perspectiva 
de igualamiento implica una negación 
de las diferencias y se basa en la idea 
de estándares supuestamente neutrales 
que, en realidad, reflejan la experien-
cia particular y las necesidades de los 
hombres14. La realidad social es que las 
mujeres infractoras y privadas de la li-
bertad pueden tener necesidades dife-
rentes, pueden haber sido victimizadas 
y pueden tener una situación diferen-
te a la de los hombres. Debido a estas 
diferencias y necesidades específicas, 
el tratamiento igual puede no ser justo 
(Covington & Bloom, 2003). 

Para lograr respuestas apropiadas para 
las mujeres en la justicia penal y el sis-
tema penitenciario, es clave reconocer 
y entender las diferencias y vulnera-
bilidades particulares de las mujeres 
(Covington & Bloom, 2003). Los datos 
de esta investigación sobre el perfil, 
las necesidades y las experiencias de 
las mujeres son útiles para que los for-
muladores de políticas públicas y los 
funcionarios de la justicia penal y el 
sistema penitenciario puedan revisar 
la legislación, las políticas y las deci-
siones administrativas y judiciales con 
miras a garantizar un trato equitativo 
para las mujeres. 

14	 Para la discusión sobre la necesidad de reco-
nocer y afirmar las diferencias en la política, 
ver (Young, 2011).
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Enfoque metodológico 
La metodología del proyecto de inves-
tigación “Mujeres y prisión en Colombia” 
incluyó un enfoque sensible al género 
(Bartlett, 1990). A través de dicho en-
foque buscábamos indagar las conse-
cuencias diferenciadas de la aplicación 
de las normas y políticas penales y pe-
nitenciarias. Con el fin de analizar los 
efectos específicos de dichas reglas y 
políticas en las mujeres privadas de la 
libertad, hicimos énfasis en mostrar la 
experiencia de estas mujeres15.

En la investigación también se incorpo-
raron metodologías mixtas, tanto mé-
todos cuantitativos como cualitativos. 
Se aplicó una encuesta a través de en-
trevistas personales a 587 hombres y 
536 mujeres condenados privados de 
la libertad. Adicionalmente, se reali-
zaron 25 entrevistas semiestructura-
das a actores clave involucrados en el 
sistema penal y en el sistema peniten-
ciario -abogados, jueces, autoridades 
penitenciarias, internas, pospenadas- y 
a expertos en estos temas. También se 
llevó a cabo un grupo focal con cinco 
Jueces de Ejecución de Penas y Medi-
das de Seguridad (JEPMS) en Bogotá. 
Los actores para las entrevistas y el 
grupo focal fueron elegidos a través de 

15	 Patricia Cain señala que la literatura feminista 
busca analizar el efecto del derecho en las 
mujeres mediante un punto de vista feminista 
que se enfoca en entender las experiencias de 
vida de las mujeres (Cain, 1991).

muestreo estratégico o intencional16 y 
el método bola de nieve17. 

Los datos cualitativos recolectados a 
través de las entrevistas y el grupo focal 
ayudaron a entender y a analizar algu-
nos datos cuantitativos. A lo largo del 
texto se incorporan algunas citas de las 
entrevistas y el grupo focal para ilus-
trar los hallazgos de la encuesta. Para 
complementar el análisis de los datos 
recolectados en el trabajo de campo, se 
examinó información estadística oficial 
que se encuentra en bases de datos del 
INPEC, en la mayor parte de los casos 
se utilizaron los datos de junio de 2018 
que eran los más recientes al momento 
de escritura de este Informe, el Depar-
tamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE), y la Fiscalía Gene-
ral de la Nación. Es de resaltar que en 
el Anexo, se explica en detalle la me-
todología de recolección y análisis de 
datos.

Con base en los datos recolectados, este 
Informe hace tres contribuciones prin-
cipales a la literatura sobre mujeres y 

16	 Muestreo estratégico: se escogieron actores 
que por su experiencia en temas de sistema 
penitenciario, justicia penal y mujeres o por 
su afiliación institucional eran fuente de in-
formación importante (Patton, 2015; Trochim 
& Donnelly, 2008).

17	 Muestreo bola de nieve: primero se iden-
tificaba a alguien que cumplía los criterios 
para el muestreo estratégico, y después se le 
solicitaba que recomendara a otras personas 
que deberían ser entrevistadas (Trochim & 
Donnelly, 2008).
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prisión18. En primer lugar, presenta los 
resultados de una investigación basada 
en metodologías mixtas que permiten 
un análisis más integral. En segundo lu-
gar, presenta nuevos datos cuantitativos 
sobre las mujeres privadas de la libertad 
obtenidos a través de la encuesta apli-
cada en siete centros penitenciarios en 
Colombia, que ofrece una perspectiva re-
gional amplia. En tercer lugar, se incluye 
la comparación de los resultados de las 
encuestas de hombres y mujeres en re-
lación con algunas variables relevantes 
para visibilizar el impacto diferenciado 
que tiene la prisión por razón del género.

Este proyecto fue formulado con la 
participación de delegados del Co-
mité Internacional de la Cruz Roja 

18	 Hay un cuerpo de literatura muy importante 
que ha estudiado las causas por las cuales las 
mujeres ingresan al sistema de justicia penal, 
las experiencias de las mujeres en prisión, 
las necesidades diferenciales que tienen las 
mujeres reclusas, y los efectos que tiene el 
encarcelamiento en las familias y los hijos 
de mujeres reclusas en otros países (Bloom 
& Steinhart, 1993; Carlen & Worrall, 2012; 
Dallaire, 2007; Hedderman & Jolliffe, 2015; 
Johnson, 2004; Murray & Farrington, 2008; 
Shearer, 2003; Simpson, Yahner, & Dugan, 
2008; Singer, Bussey, Song, & Lunghofer, 1995; 
Wright, Salisbury, & Van Voorhis, 2007). Tam-
bién hay algunos estudios sobre los perfiles 
criminales y las experiencias de las mujeres en 
las cárceles colombianas; la mayoría de estos 
estudios tienen algunas limitaciones, ya que 
muchos se enfocaban en un solo centro peni-
tenciario y solo recolectaron datos cualitativos 
(Aristizábal et al., 2016; Ariza Higuera & Án-
gel Botero, 2015; L. J. Ariza & Iturralde, 2015; 
Briceño-Donn, 2006; Caicedo, 2017; Céspedes 
et al., 2012; Cruz et al., 2016; del Pozo Serrano 
& Martínez Idárraga, 2015; López-Barbosa et 
al., 2009; Uprimny & Guzmán, 2010).

(CICR), profesores de las Facultades 
de Ciencias Jurídicas y Psicología de 
la Pontificia Universidad Javeriana, e 
investigadores del Centro de Investiga-
ción y Docencia Económicas de México 
(CIDE). La ejecución de este proyecto 
fue financiada por el CICR y la Pontifi-
cia Universidad Javeriana, en el marco 
de un convenio celebrado por estas dos 
entidades. Es de resaltar que el CICR 
apoyó la recolección de los datos, espe-
cialmente gestionó la coordinación con 
las autoridades carcelarias y realizó 
acompañamiento al equipo académico 
que aplicó la encuesta en los estableci-
mientos penitenciarios.

Este texto se divide en dos partes: en 
la primera, se explora el perfil y las 
experiencias de las mujeres privadas 
de la libertad en Colombia y los im-
pactos principales del encarcelamien-
to en las mujeres y sus familias. En la 
segunda parte, se presentan algunas 
alternativas de política pública que se 
podrían discutir con miras a mejorar la 
respuesta del sistema penal y peniten-
ciario frente a las mujeres infractoras. 
Las recomendaciones abordan tres ele-
mentos i la racionalización del uso del 
encarcelamiento; ii las condiciones de 
vida en la prisión y el impacto diferen-
ciado en las mujeres; y iii las perspecti-
vas de vida para las mujeres al regresar 
a la libertad.
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Capítulo 1
MUJERES PRIVADAS 
DE LA LIBERTAD EN 

COLOMBIA

1.	 Perfil de las mujeres 		
	 privadas de la libertad

1.1.	 Perfil demográfico y 	 	
	 socioeconómico

En esta sección se analiza el perfil demo-
gráfico y socioeconómico de las mujeres 
privadas de la libertad con base en los 
siguientes indicadores: i edad, ii perte-
nencia a un grupo étnico, iii orientación 
sexual, iv situación de discapacidad, v 
estado conyugal, vi nivel de escolaridad, 
vii tenencia y financiación de la vivienda 
que habitaba antes de la detención, viii 
estrato socioeconómico de la vivienda, 
ix ingresos mensuales de su hogar antes 
de la detención, y x ocupación principal 
y situación laboral antes de la detención. 

En la encuesta del proyecto Mujeres y 
Prisión en Colombia (EPMPC), para el 

análisis de la edad de las participan-
tes se utilizaron los once grupos eta-
rios definidos por el INPEC: un grupo 
comprende siete años (18-24), nueve 
grupos son quinquenales y un grupo 
incluye a las mayores de 70 años. En los 
resultados de la encuesta, los tres gru-
pos etarios con mayor número de inter-
nas fueron de 25 a 29 años (20.5%), de 
30 a 34 años (19.4%) y de 35 a 39 años 
(16.8%). La edad media de las mujeres 
encuestadas es 41 años. El 65% del to-
tal de estas mujeres se encuentra en un 
rango etario de 18 a 39 años, es decir, 
la gran mayoría de estas mujeres se en-
cuentra en su etapa productiva y repro-
ductiva (Figura 2). 

El perfil etario de las mujeres encuesta-
das en la EPMPC es similar al de los da-
tos estadísticos del INPEC de junio de 
2018, los tres grupos con el porcentaje 
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más alto son los mismos (Figura 2). Sin 
embargo, la distribución de la muestra 
de la encuesta está un poco desviada 
hacia las edades más altas. En la Fi-
gura 2 se evidencia una diferencia en 
los datos del grupo de 18 a 24 años, el 
porcentaje de mujeres en este grupo es 
7 puntos porcentuales más alto en los 
datos del INPEC. 

En cuanto al grupo étnico, en la EPMPC 
seguimos la modalidad de autorrecono-
cimiento y los criterios de identificación 
étnica propuestos en el Censo de Pobla-
ción en Colombia de 200519. De las 536 
mujeres encuestadas, 65 se reconocen 
como pertenecientes a un grupo étni-
co. El 7.1% de las mujeres se identifica 
como negra, mulata o afrocolombiana, 
el 4.7% como indígena, el 0.2% como 
Rom o gitana, y el 0.2% como Raizal del 

19	 DANE, Grupos étnicos. Disponible en: https://
www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/demografia-y-poblacion/grupos-etnicos

archipiélago de San Andrés y Providen-
cia. El 85.4% de las participantes no se 
reconoce como perteneciente a ninguno 
de los grupos étnicos (Figura 3). Es de 
mencionar que estos datos son similares 
a la distribución de la población colom-
biana por pertenencia étnica del Censo 
de 2005: Rom (0.01%), indígena (3.4%), 
afrocolombiano (10.6%)20. Los resulta-
dos de la encuesta son cercanos a los 
datos del INPEC sobre las mujeres inter-
nas según pertenencia a grupos étnicos: 
afrocolombiano (2%) e indígena (0.65%).

De acuerdo con los datos del INPEC, 
a junio de 2018, 132 mujeres extranje-
ras se encontraban internas—incluyen-
do las tres modalidades de ubicación: 
intramuros, domiciliaria y vigilancia 
electrónica. En la encuesta del Proyecto 

20	 DANE, La visibilización estadística de los 
grupos étnicos colombianos. Disponible en: 
https://www.dane.gov.co/files/censo2005/
etnia/sys/visibilidad_estadistica_etnicos.pdf

Figura 2. Edad de las mujeres: datos de la encuesta Mujeres y Prisión en Colombia
(años al momento de la encuesta) y Datos del INPEC, 2018

Fuente: Encuesta Proyecto Mujeres y Prisión en Colombia, n = 536.
INPEC, Estadísticas, junio de 2018.
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Mujeres y Prisión en Colombia, seis (6) 
mujeres reportaron que son extranje-
ras. Sus países de origen son Venezuela 
(3), México (1), República Dominicana 
(1) y Holanda (1).

El 81.5% de las mujeres entrevistadas 
se declararon heterosexuales, el 10.1% 
bisexuales y el 6.9% homosexuales 
(Figura 4).

El 10.5% de las participantes—55 mu-
jeres—señaló que se encuentra en si-
tuación de discapacidad21. Cerca de la 

21	 N = 535.

mitad de estas 55 mujeres tiene disca-
pacidad física, cuatro de cada diez de 
ellas tienen discapacidad visual y casi 
una de cada diez de ellas tiene discapa-
cidad auditiva (Figura 5). 

Una de las variables más relevantes 
asociadas al contexto socioeconómi-
co es el nivel educativo. Un muy alto 
porcentaje de las participantes reportó 
que sabe leer y escribir (96.3%)22. No 
obstante, la mayoría de estas mujeres 
tiene un nivel de escolaridad bajo: el 
56.6% alcanzó niveles educativos infe-

22	 N = 535.

Figura 3. Distribución de las internas encuestadas según pertenencia a grupos étnicos
Fuente: Encuesta Proyecto Mujeres y Prisión en Colombia, n = 536.

Figura 4. Orientación sexual de las mujeres encuestadas
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 536.
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riores a la secundaria; el 23.4% realizó 
la secundaria completa; el 6.5% realizó 
estudios universitarios; el 10.7% reali-
zó estudios técnicos y tecnológicos y el 
2.8% no cursó estudios (Figura 6). 

Estos resultados de la EPMPC son cer-
canos a los datos del INPEC de los ni-
veles de escolaridad de las internas en 
junio de 2018, aunque estos últimos evi-
dencian niveles de escolaridad un poco 
más bajos. De acuerdo con las cifras del 
INPEC, la distribución de la población 
de las mujeres privadas de la libertad 

al momento del ingreso al centro peni-
tenciario según su nivel académico es la 
siguiente: iletradas (3.9%), nivel de es-
tudios inferior a la secundaria (69.7%), 
secundaria completa (20.5%), universi-
tarios (2.4%), y estudios técnicos y tec-
nológicos (3.6%). El INPEC aclara que 
muchos internos logran superar el nivel 
de escolaridad de ingreso con su partici-
pación en los programas educativos en 
los centros penitenciarios23, esto podría 

23	 INPEC, Informe estadístico, Población reclusa 
a cargo del INPEC, Junio de 2018, p. 37.

Figura 5. Tipo de discapacidad
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 55 mujeres condenadas que reportaron estar en situación de discapacidad. 

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%

Figura 6. Nivel educativo alcanzado
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 536.
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explicar en parte las diferencias entre la 
distribución de la muestra de las muje-
res encuestadas y los datos del INPEC.

Los bajos niveles de escolaridad de las 
mujeres privadas de la libertad son un 
indicador importante de su estatus so-
cioeconómico. De acuerdo con la Ame-
rican Psychological Association,

“la educación es el aspecto más importante 
del estatus socioeconómico, ya que los ni-
veles más altos de educación están asocia-
dos con mejores resultados económicos (ej.: 
la probabilidad de conseguir un empleo, 
mayores ingresos económicos, menos pro-
blemas financieros), y con más recursos so-
ciales y psicológicos (ej.: mayor sentido de 
control, mayor apoyo social)” (2007, p. 9). 

Dicha relación entre los niveles de esco-
laridad y los resultados económicos se 
ve reflejada en la Encuesta Nacional de 

Demografía y Salud (ENDS) de 2015. 
Sus datos muestran que existe una rela-
ción positiva entre el nivel educativo y el 
quintil de riqueza: “los porcentajes de muje-
res que alcanzan los niveles menos avanzados 
de educación son decrecientes con el quintil 
de riqueza, mientras que el porcentaje de mu-
jeres que alcanzan el nivel de educación supe-
rior, es creciente con el quintil de riqueza”24. 

Los motivos principales de deserción 
escolar reportados por las mujeres pri-
vadas de la libertad encuestadas están 
asociados a la pobreza y las condicio-
nes precarias. Un alto porcentaje de las 
participantes señaló que las causas del 
abandono de la educación formal fueron 
la necesidad de trabajar (24.6%) y la falta 
de apoyo económico (19.1%) (Figura 7). 

24	 Profamilia, Encuesta Nacional de Demografía 
y Salud (ENDS), 2015, p. 162.

Figura 7. Motivos de deserción escolar
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 536. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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Otra de las causas principales del aban-
dono de la escuela reportadas en la 
EPMPC fue el embarazo (17.1%) (Figura 
7). Cabe mencionar que en la ENDS de 
2015, el 6.9% de las mujeres colombia-
nas encuestadas señaló que abandonó 
la escuela por este mismo motivo. Ante 
estos resultados, es importante realizar 
estudios para explorar la relación cau-
sal entre el abandono de la educación 
formal y el embarazo en Colombia. 

De acuerdo con el Fondo de Población 
de las Naciones Unidas (UNFPA), el 
embarazo prematuro puede cambiar 
la vida de las mujeres radicalmente, ya 
que puede generar la interrupción o el 
abandono de la educación formal, lo 
que puede afectar sus oportunidades 
en el futuro. En muchos casos, el emba-
razo genera la necesidad de conseguir 
un trabajo — generalmente mal remu-
nerado y en condiciones de precarie-
dad. El UNFPA ha señalado:

“Cuando una niña queda embarazada o 
tiene un hijo, su salud, educación, poten-

cial de obtener ingresos y todo su futuro 
pueden estar en peligro, y puede quedar 
atrapada en una vida sumida en la pobre-
za, la exclusión y la impotencia. El efecto 
que sufre la madre joven se suele transmi-
tir a su hijo, que empieza su vida con una 
desventaja, con lo que se perpetúa un ciclo 
intergeneracional de marginalización, ex-
clusión y pobreza. Y los costos del embara-
zo y parto a edad temprana sobrepasan la 
esfera inmediata de la niña, y el precio lo 
paga su familia, la comunidad, la economía 
y el desarrollo y crecimiento de su nación” 
(2013, p. 18). 

La tenencia y financiación de la vivienda 
es una variable asociada con el bienestar 
de los hogares y la calidad de vida25. El 
59.8% de las mujeres entrevistadas señaló 
que antes de su detención tenía la condi-
ción de arrendataria, el 31.8% residía en 
una vivienda propia totalmente pagada, 
mientras que el 2.9% estaba en proceso 
de pago de la vivienda (Figura 8). 

25	 Esta variable hace parte de la Encuesta Na-
cional de Calidad de Vida del DANE. Ver: 
https://www.dane.gov.co/index.php/esta-
disticas-por-tema/pobreza-y-condiciones-de-
vida/calidad-de-vida-ecv 

Figura 8. Financiación y tenencia de la vivienda
Fuente: Encuesta Proyecto Mujeres y Prisión en Colombia, n = 525.
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La Figura 9 muestra el estrato socioeco-
nómico del inmueble que habitaban las 
mujeres encuestadas antes de la última 
detención, el 66.9% residía en inmue-
bles pertenecientes a estratos 1 y 2. 

En cuanto a la situación de conyuga-
lidad de las mujeres encuestadas, más 
de la mitad son solteras (56.6%), un ter-
cio se encuentra en unión libre (31.1%), 
6.6% están separadas o divorciadas y 
5.8% están casadas (Figura 10).

“Soy madre soltera y tengo tres hijos, no me dan trabajo
y no los voy a hacer aguantar hambre”. 

(Interna Buen Pastor)

La mayoría de las mujeres entrevistadas 
en la EPMPC eran cabeza de familia an-
tes de la detención (74.9%), ellas tenían 
a cargo la responsabilidad económica 
de su hogar de manera exclusiva. La 
jefatura femenina del hogar ha tenido 
una tendencia al aumento en las últimas 
décadas, como parte de un contexto de 
grandes transformaciones demográficas 
en Colombia. De acuerdo con la ENDS 
de 2015, la frecuencia de hogares con 
jefatura femenina en la ENDS pasó de 
30.3% en 2000 a 36.4% en 2015.

 “Yo soy el eje de la familia”.
(Interna Buen Pastor)

Figura 9. Estrato socioeconómico del inmueble que habitaba antes de su última detención
Fuente: Encuesta Proyecto Mujeres y Prisión en Colombia, n = 531.

Figura 10. Estado conyugal de las mujeres  
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 534.
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Importa resaltar que la proporción de 
mujeres cabeza de familia en la EPMPC 
es muy alta, incluso en este contexto del 
país. En muchos casos las mujeres inter-
nas son las únicas responsables de sus 
hijos y dependientes, y a veces, mantie-
nen sus responsabilidades como pro-
veedoras económicas desde la prisión. 
De acuerdo con una funcionaria de un 
centro penitenciario, “(...) un alto porcen-
taje de las muchachas son madre cabeza de 
familia, muchas de ellas mantienen a sus 
hijos desde aquí con lo poquito que ganan”. 

Los ingresos mensuales del hogar de 
las mujeres entrevistadas en la EPMPC 
antes de su detención eran: menos de 
un salario mínimo legal mensual vigen-
te (s.m.l.m.v.) en el 43.5% de los casos, y 
entre uno y menos de dos s.m.lm.v., en 
el 27.1% de los casos (Figura 11). 

Siete de cada diez mujeres entrevistadas 
en la EPMPC tenía un trabajo antes de la 
detención (73.1%). La Figura 12 muestra 
las ocupaciones que solían tener estas 
mujeres. La posición ocupacional más 
frecuente era empleada (31.1%). 

Figura 11. Ingresos mensuales del hogar antes de la última detención
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 506.

Figura 12. Ocupación principal antes de ingresar al centro penitenciario
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 533. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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Un porcentaje significativo desempe-
ñaba ocupaciones tradicionalmente 
feminizadas tales como: ama de casa 
(14.8%) y trabajo doméstico (7.7%). Es 
de recordar que el principal obstáculo 
para la independencia económica de las 
mujeres que se dedican a este tipo de 
trabajos feminizados es que tienden a 
recibir ingresos económicos inferiores.26

Un alto porcentaje de estas mujeres 
se concentraba en ocupaciones que se 
pueden caracterizar como labores por 
cuenta propia. El 19.3% era indepen-
diente, el 10.9% era comerciante y el 
9.6% era vendedora ambulante. Estos 
hallazgos son consistentes con los da-
tos del DANE del mercado laboral en 
el primer trimestre de 2018, conforme a 
los que la posición ocupacional de ma-
yor participación para las mujeres en 
Colombia fue trabajadora por cuenta 
propia (40.1%).27 Esta categoría ocupa-
cional se asocia con situaciones de in-
formalidad, que se caracterizan por la 
precariedad, la nula o mínima califica-
ción, la baja remuneración y una baja 
cobertura en el sistema de seguridad 
social  integral (Rico de Alonso, 2006, 
p. 181). Una de las posibles consecuen-
cias para las trabajadoras informales 

26	 Para una mayor discusión sobre el problema 
de la devaluación de los trabajos predomi-
nantemente femeninos, ver por ejemplo, 
(Blumrosen, 1978; Chamallas, 2000).

27	 DANE, Mercado laboral según sexo, 2018. 
Disponible en: https://www.dane.gov.co/
index.php/estadisticas-por-tema/mercado-
laboral/segun-sexo (consultada el 29 de mayo 
de 2018).  

es la  falta de acceso a una pensión de 
vejez, lo que puede generar situacio-
nes de precariedad en el futuro.

El 13.9% de las mujeres se dedicaba a 
actividades delictivas. Algunos auto-
res han señalado que las dificultades 
para encontrar un empleo estable -de-
bido principalmente a los bajos niveles 
educativos-, y la necesidad de cumplir 
con su rol de proveedoras económicas 
como cabeza de familia pueden contri-
buir a que se involucren en actividades 
delictivas en Colombia y en otros países 
de la región (Caicedo, 2017; Cruz et al., 
2016; Giacomello, 2013; Ramos, 2003).

El 26.9% de las mujeres encuestadas no 
tenía un trabajo antes de la detención. Las 
razones principales por las que estas 139 
mujeres no tenían trabajo eran: la partici-
pación en una actividad ilegal (26.6%), la 
dificultad para encontrar trabajo (15.8%) 
y la falta de estudios (10.1%) (Figura 13). 

La mayoría de las mujeres privadas de 
la libertad se caracteriza por tener “po-
cas oportunidades para ingresar al mundo 
laboral en buenas condiciones; en tanto que 
no tienen educación, los trabajos a los que 
pueden aspirar son precarios y las dificulta-
des para conseguir empleo son crecientes” 
(Cruz et al., 2016, p. 23). 

Para el análisis sobre la falta de opor-
tunidades de estas mujeres es clave 
tener en cuenta que la informalidad, 
el subempleo y el desempleo afectan 
particularmente a las mujeres, debido a 
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las dinámicas de exclusión y discrimi-
nación por razones de género en el con-
texto laboral (Alviar García & Jaramillo 
Sierra, 2012, pp. 113-138; Bernat Díaz, 
2007; Fernández, 2006; Hoyos, Ñopo, 
& Peña, 2010). Los datos sobre merca-
do laboral del DANE correspondientes 
al primer semestre de 2018 evidencian 
que existen diferencias importantes 
entre hombres y mujeres. La tasa de 
desempleo de las mujeres fue 1.7 veces 
más alta que la de los hombres—para 
los hombres fue 8.2% y para las mujeres 
14%. La tasa global de participación de 
los hombres fue 21 puntos porcentuales 
más alta—para los hombres fue 74.1% y 
para las mujeres 52.7%. La tasa de ocu-
pación de los hombres fue 23 puntos 
porcentuales más alta—para los hom-
bres fue 68% y para las mujeres 45.3%.28 

28	 DANE, Mercado laboral según sexo, 2018. Dis-
ponible en: https://www.dane.gov.co/index.
php/estadisticas-por-tema/mercado-laboral/
segun-sexo (consultada el 29 de mayo de 2018). 

Conclusiones preliminares

El perfil demográfico y socioeconómico 
de la mayoría de las mujeres privadas 
de la libertad se caracteriza por: estar 
en edad de trabajar, identificarse como 
heterosexual, ser soltera, pertenecer 
a estratos socioeconómicos bajos y te-
ner un nivel educativo que no supera 
la secundaria. Antes de la detención, 
los ingresos mensuales del hogar de un 
alto porcentaje eran inferiores a dos (2) 
salarios mínimos mensuales legales vi-
gentes (s.m.m.l.v.). La mayoría de estas 
mujeres eran cabeza de familia, es de-
cir, tenía la responsabilidad económica 
exclusiva del hogar.

Estas mujeres por su bajo nivel de es-
colaridad, se ven expuestas a trabajos 
precarios. La historia laboral de las 
mujeres encuestadas está relacionada 
en su mayoría con trabajos por cuenta 
propia, que generalmente están aso-

Figura 13. Razón principal por la que no tenía trabajo
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 139. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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ciados a bajas coberturas en seguridad 
social. Esta baja cobertura las expone a 
una precarización en la vejez, toda vez 
que no habrán construido un capital 
que les permita optar por una pensión 
o ingreso económico. 

Con base en estos datos, se puede afir-
mar que la mayoría de las mujeres 
encuestadas tiene un estatus socioeco-
nómico bajo.29 Cabe resaltar que la 
pobreza afecta en mayor grado a las 
mujeres en Colombia. De acuerdo con 
el índice de feminidad de hogares po-
bres de 2014, por cada 100 hombres vi-
viendo en hogares pobres en Colombia 
había 118.4 mujeres, es decir, había un 
17% más de mujeres en esa situación. 
Así, las mujeres son más proclives a es-
tar en situación de pobreza, lo que se 
agudiza en hogares con mayor presen-
cia de niños.30 Este índice refleja la falta 
de seguridad y autonomía económica 
de las mujeres en el país.

29	 Es importante enfatizar que este estudio refleja 
la presencia de un estatus socioeconómico 
bajo, lo cual no quiere decir que la delincuen-
cia se relacione en términos absolutos con la 
pobreza. En realidad, la muestra de esta inves-
tigación se circunscribe a las personas que son 
privadas de la libertad en este país, quienes en 
su mayoría tienen un estatus socioeconómico 
bajo, es decir, es un sistema que criminaliza la 
pobreza (L. Ariza & Iturralde, 2011; Caicedo, 
2017; Iturralde, 2011).

30	  CEPAL, Observatorio de Igualdad de Género 
de América Latina y el Caribe. Información 
del índice de feminidad en hogares pobres 
en América Latina disponible en: http://
interwp.cepal.org/sisgen/ConsultaIntegrada.
asp?idIndicador=1694&idioma=e (consultada 
el 29 de mayo de 2018). 

En síntesis, la situación de la mayoría 
de las mujeres privadas de la libertad 
se caracteriza por la combinación de 
tres fenómenos: informalidad laboral, 
jefatura femenina del hogar y preca-
riedad económica. Lo anterior conlleva 
una alta vulnerabilidad social. 

1.2.	 Contexto familiar en la 	
	 infancia

Esta sección busca explorar la dinámica 
familiar de las mujeres privadas de la 
libertad durante su infancia a través de 
los siguientes indicadores: i personas 
con las que convivió en la infancia, ii 
edad hasta la que vivió con el padre y 
la madre, iii abandono del hogar antes 
de los quince años, iv historias de vio-
lencia en la familia, v consumo de alco-
hol o drogas en el hogar de la infancia, 
y vi prisionalización de un familiar.

Las personas con quienes convivieron 
las mujeres privadas de la libertad en la 
infancia fueron principalmente: la ma-
dre (81.7%), los hermanos (58.2%), el 
padre (57.6%) y los abuelos (23.7%) (Fi-
gura 14). Más de la mitad de las mujeres 
entrevistadas reportó que sus padres 
vivían juntos cuando era niña (58.1%). 

En la EPMPC se indagó a las 449 mu-
jeres que vivieron con su madre hasta 
qué edad vivieron con ella, la mayoría 
señaló el rango de edad de 10 a 18 años 
(55%), seguido por los rangos de 19 a 
27 años (25.2%), de 28 a 36 años (8.9%) 
y de 9 a 10 años (6.5%) (Figura 15). Tam-



50

Liliana Sánchez Mejía, Leonardo Rodríguez Cely, Gustavo Fondevila, Juliana Morad Acero

bién se preguntó a las 344 mujeres que 
vivieron con su padre hasta qué edad 
vivieron con él, alrededor de la mitad 
de estas mujeres indicó el rango etario 

Figura 14. Personas con quienes vivió en la infancia
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 536. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.

Figura 15. Edad hasta la que vivió con la madre
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 449 mujeres condenadas que vivieron con su madre.

Figura 16. Edad hasta la que vivió con el padre
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 344 mujeres condenadas que vivieron con su padre.

de 10 a 18 años (51.2%), seguido de los 
rangos de 19 a 27 años (19.5%) y de 1 a 
9 años (15.4%) (Figura 16). La diferencia 
principal entre estos datos se registró 
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en el rango de edad de 9 a 10 años; la 
proporción de mujeres que dejaron de 
vivir con su padre en ese rango de edad 
es 8.9 puntos porcentuales más alta.

Una proporción importante de las mu-
jeres privadas de la libertad reportó 
haber abandonado su hogar temporal 
o definitivamente antes de los 15 años 
(46.1%). De acuerdo con las 235 entre-
vistadas en la EPMPC que abandonaron 
el hogar, las edades más comunes para 
hacerlo fueron 14 años (27.7%), 13 años 
(24.7%) y 12 años (14.5%) (Figura 17). Es 
importante mencionar que el abandono 
del hogar a edades tempranas ha sido 
considerado como un factor de riesgo 
asociado a la participación en activida-
des delictivas (Cullen & Wilcox, 2015; 
Morgan, Maguire, & Reiner, 2012).

La Figura 18 presenta los motivos prin-
cipales por los que las 235 mujeres 
abandonaron el hogar a una temprana 
edad. La identificación de estos moti-
vos podría permitir la formulación de 
políticas públicas que ataquen estos 
factores, con el fin de prevenir el aban-

dono del hogar antes de los 15 años y 
los efectos criminógenos que potencial-
mente puede tener.

La EPMPC incorporó preguntas rela-
cionadas con las historias personales de 
violencia en la infancia, incluyendo la 
violencia física como forma de castigo a 
la encuestada y las historias de violen-
cia de los padres. Una de las preguntas 
de la encuesta era si los padres o cuida-
dores la golpeaban para corregirla en la 
infancia; el 60% de las encuestadas res-
pondió afirmativamente. De acuerdo 
con las mujeres que fueron golpeadas, 
los elementos más usados eran: correa 
(61.9%), palo (27.9%), mano abierta 
(25.7%) y cable (23.8%) (Figura 19).

La EPMPC también preguntó sobre 
las historias personales de violencia en 
los padres. El 37% de las 438 mujeres 
que vivieron con su madre en la infan-
cia reportó que su madre era golpeada 
por su padre o pareja. En cuanto a la 
frecuencia de este tipo de violencia, los 
porcentajes más altos fueron todos los 
días (14%), al menos una vez por mes 

Figura 17. Edad en la que abandonó el hogar antes de los 15 años
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia,

n= 235 mujeres condenadas que dejaron el hogar antes de los 15 años.
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(9%) y al menos una vez por semana 
(8%) (Figura 20). En contraste, solo el 
7% de las 312 participantes que vivie-
ron con su padre en la infancia mani-
festó que su padre era golpeado por su 
madre o pareja (Figura 21). 

El Instituto de Medicina Legal ha se-
ñalado que la reproducción intergenera-
cional de la violencia impacta las historias 
personales de mujeres víctimas; quienes 
manifestaron haber presenciado vio-
lencia (en su mayoría del padre hacia la 

Figura 18. Motivo por el que abandonó el hogar antes de los 15 años
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 235 mujeres condenadas que abandonaron el hogar antes de los 15 años. 

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.

Figura 19. Objeto empleado para el castigo físico
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 247 mujeres condenadas que fueron golpeadas en la infancia.

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%
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madre), es posible que mantengan estos 
patrones en el futuro31. Adicionalmen-
te, se ha señalado que la violencia en 
el entorno familiar en cualquier direc-
ción entre sus miembros es un factor de 
riesgo frente a la delincuencia (Cullen 
& Wilcox, 2015; García Vita, 2016, p. 5; 
Morgan et al., 2012). Sería importante 
realizar investigaciones que permitan 

31	 Instituto Nacional de Medicina Legal y Cien-
cias Forenses, Forensis 2017, Datos para la vida.

explorar la relación causal entre las his-
torias familiares de violencia y la pro-
pensión a cometer delitos en Colombia. 

Ante la pregunta ¿Algún miembro de su 
familia con quien vivía en la infancia era 
consumidor frecuente de alcohol?, el 38% 
del total de mujeres entrevistadas en la 
EPMPC respondió afirmativamente (Fi-
gura 22). A este subgrupo de internas, 
se les preguntó sobre quiénes eran los 
consumidores frecuentes de alcohol en 

Figura 20. La madre de la interna era golpeada por el padre de la interna o la pareja
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 430 mujeres condenadas

que vivieron con la madre en la infancia.

Figura 21. El padre de la interna era golpeado por la madre de la interna o la pareja
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=303 mujeres condenadas que vivieron con el padre en la infancia.
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su familia, el 52.2% de ellas indicó que 
era su padre, el 17.4% que era su madre 
y el 14.9% que era su tío o tía (Figura 23). 

Los datos de la EPMPC sugieren que el 
19% de las mujeres entrevistadas vivió 
en su infancia con un familiar que era 
consumidor frecuente de drogas (Figu-

Figura 22. ¿Algún familiar con quien vivió
la interna en su infancia era consumidor frecuente de alcohol?

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=536.

Figura 23. Miembro de la familia con quien vivía la interna en su infancia,
que era consumidor frecuente de alcohol

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia,
n = 201. Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%

ra 24). A este subgrupo de mujeres le 
preguntamos quién era ese miembro 
de la familia, el 38.5% señaló que el 
consumidor era su hermano, el 23.1% 
su padre y el 22.1% su tío (Figura 25). 

El 51% del total de las internas entrevis-
tadas en la EPMPC reportó que algún 
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miembro de su familia había estado en 
prisión (Figura 26). A este subgrupo de 
encuestadas le preguntamos quiénes 
eran los familiares que habían estado 
privados de la libertad, el 42% señaló 
que había sido su hermano, el 28.1% su 
tío, el 19% su primo, el 15% su madre y 
el 14.2% su padre (Figura 27). 

Al subgrupo de entrevistadas que re-
portaron haber tenido un familiar en 
prisión también se le preguntó sobre 
cuál era el delito por el que esa persona 
había sido privada de la libertad. Los 
tres delitos con mayores frecuencias 
fueron: fabricación porte y tráfico de 
estupefacientes (35.4%), hurto (32,1%) y 
homicidio (16,4%) (Figura 28). Es de re-
cordar que algunos autores han señala-
do que la prisionalización de miembros 
de la familia puede ser un factor de ries-
go asociado a la delincuencia (Cullen & 
Wilcox, 2015; Morgan et al., 2012).

“Son grupos estrechos de comunidades criminales que 
están por lazos de sangre y delinquen también por eso, 

porque ‘mi familia ya lleva años en eso’”. 
(Juez de Ejecución de Penas)

Figura 24. ¿Algún familiar con quien vivió la interna en su infancia era consumidor frecuente de drogas?
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 536

Figura 25. Miembro de la familia con quien vivía la interna en su infancia quien era
consumidor frecuente de drogas

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=104. Pregunta de múltiple respuesta,
por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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Figura 26. ¿Algún miembro de su familia ha estado en prisión?
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 536

Figura 27. Miembro de la familia que ha estado en prisión
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 274. Pregunta de múltiple respuesta.

Figura 28. Delito por el que un familiar ha estado en prisión
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 274. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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Conclusiones preliminares

El contexto familiar del hogar de la 
infancia de un alto porcentaje de las 
mujeres privadas de la libertad se ca-
racteriza por aspectos problemáticos. 
Un porcentaje significativo indicó que 
abandonó el hogar antes de los quince 
años. La mayoría de mujeres reportó 
haber presenciado situaciones de vio-
lencia intrafamiliar. De hecho, esta es 
una de las razones principales por las 
que abandonaron el hogar antes de los 
15 años. Adicionalmente, más de la 
mitad de las participantes indicó que 
algún miembro de su familia había 
estado en prisión, principalmente por 
delitos relacionados con estupefacien-
tes y hurto. 

Los datos sobre el contexto familiar 
evidenciaron algunos factores de ries-
go asociados a la delincuencia que 
se han discutido ampliamente en la 
literatura. Por ejemplo, abandono o 
negligencia por parte de los padres, 
abandono del hogar, miembros de la 
familia en prisión, violencia en la fa-
milia, entre otros (Cullen & Wilcox, 
2015; Morgan et al., 2012). 

1.3.	 Mujeres como víctimas 	
	 de violencia

La violencia contra las mujeres es un 
fenómeno global que reproduce la 
desigualdad de género y la subordi-
nación de las mujeres. En Colombia, 
la incidencia de la violencia contra 

las mujeres es alta32. En este contexto, 
algunas mujeres infractoras pueden 
estar en un círculo vicioso de victimi-
zación y actividad delictiva (Loveless, 
2010).

Con el fin de indagar sobre la historia 
de victimización de las mujeres priva-
das de la libertad, se incluyeron en la 
encuesta preguntas relacionadas con 
violencia basada en el género. Las res-
puestas de las encuestadas pueden 
tener un porcentaje de subregistro, 
debido a que en muchos casos las mu-
jeres piensan que el abuso es parte de 
la vida, que lo merecían, o les da ver-
güenza presentarse como víctimas de 
violencia33. Para evitar este posible su-
bregistro, se realizaron varias pregun-
tas con diferentes enfoques, unas eran 
más generales y otras indagaban por 
conductas específicas. En esta sección 
se presentan los resultados de dichas 
preguntas. 

El 47.6% de las mujeres encuestadas re-
portó haber sido víctima de violencia 
física34 alguna vez en su vida, el 42.5% víc-

32	 Instituto Nacional de Medicina Legal,  Foren-
sis de Mujeres Masatugó, 2004-2008.

33	 Ver, Profamilia, ENDS 2000, 2005, 2010 y 
2015.

34	 Esta investigación se basa en el concepto de 
violencia física usado por la ENDS de 2015, 
el cual proviene del art. 3 de la Ley 1257. La 
violencia física implica un daño o sufrimiento 
físico derivado del riesgo o disminución de la 
integridad corporal de una persona (Profami-
lia, ENDS, 2015, p. 397).
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tima de violencia psicológica35 y el 22.4% 
víctima de violencia sexual36 (Figura 29). 

35	 Esta investigación se basa en el concepto 
de violencia psicológica usado por la ENDS 
de 2015, con base en el art. 3 de la Ley 1257: 
“acción u omisión destinada a degradar o con-
trolar las acciones, comportamientos, creencias 
y decisiones de otras personas, por medio de 
intimidación, manipulación, amenaza, directa o 
indirecta, humillación, aislamiento o cualquier 
otra conducta que implique un perjuicio en la 
salud psicológica, la autodeterminación o el de-
sarrollo personal” (Profamilia, ENDS, 2015, p. 
403).

36	 Esta investigación se basa en el concepto 
de violencia sexual usado por la ENDS de 

Algunas de las mujeres entrevistadas 
en la EPMPC han sido víctimas de vio-
lencia de pareja de diversos tipos (Fi-
gura 30). En el mismo sentido, la ENDS 

2015, el cual proviene del art. 3 de la Ley 
1257: “obligar a una persona a mantener contacto 
sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras 
interacciones sexuales mediante el uso de fuerza, 
intimidación, coerción, chantaje, soborno, mani-
pulación, amenaza o cualquier otro mecanismo 
que anule o limite la voluntad personal.

	 Igualmente, se considerará daño o sufrimiento 
sexual el hecho de que la persona agresora obligue 
a la agredida a realizar alguno de estos actos con 
terceras personas” (Profamilia, ENDS, 2015, p. 
402).

Figura 29. Mujeres víctimas de violencias de género, alguna vez en su vida
(violencia física, violencia psicológica y violencia sexual) 

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 536.

Figura 30. Formas de violencia de pareja experimentadas por las mujeres encuestadas en la EPMPC
y por las mujeres encuestadas en la ENDS 2015

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 536.
Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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de 2015 señaló que la violencia de pa-
reja física y sexual se ejerce contra las 
mujeres en mayores proporciones que 
contra los hombres (el 31.9% de las 
mujeres y el 22.4% de los hombres se-
ñalaron que han sido víctimas de vio-
lencia física; el 7.6% de las mujeres y 
el 1.1% de los hombres indicaron que 
su pareja los obligó a tener relaciones o 
actos sexuales). Al contrario, los hom-
bres (74.4%) reportaron una propor-
ción mayor de violencia psicológica 
que las mujeres (64.1%). La ENDS de 
2015 también indicó que la violencia 
de pareja de los hombres hacia las mu-
jeres tiene manifestaciones específicas; 
por ejemplo el uso de la fuerza para in-
fligir dolor y someter, es más alto por 
parte de los hombres37.

La ENDS de 2015 concluyó que el 
31.9% de las mujeres reportaron haber 
sufrido violencia física por parte de 
sus parejas o ex parejas. En la EPMPC 
las internas reportaron niveles de vio-
lencia física mucho más altos que los 
presentados en la ENDS de 201538. 
Por ejemplo, el 54.9% de las internas 
reportó que su pareja las había gol-
peado con la mano, a diferencia de las 
encuestadas en la ENDS que reporta-
ron en un 21.4% este tipo de violencia. 

Un porcentaje considerable de internas 
en la EPMPC también reportó abuso 
emocional y violencia psicológica en 

37	 Profamilia, ENDS, 2015, p. 397 a 404.
38	 Profamilia, ENDS, 2015, p. 401.

niveles más altos, si se compara con la 
ENDS de 201539. Por ejemplo, el uso de 
términos desobligantes tiene un por-
centaje mayor en la EPMPC (43.3%), en 
la ENDS de 2015 esta forma de violen-
cia fue reportada en un 21.3%. Adicio-
nalmente, el 22.2% de las internas en 
la EPMPC manifestó que su pareja las 
obligó a tener relaciones sexuales; en la 
ENDS de 2015 7.6% de las mujeres re-
portó este tipo de violencia de pareja40.

Estos datos muestran que porcentajes 
más altos de las mujeres privadas de 
la libertad, encuestadas en la EPMPC,  
reportaron haber experimentado vio-
lencia de pareja, en comparación con 
la muestra de la población general de 
mujeres en Colombia de la ENDS 2015. 
Una posible explicación para los por-
centajes más altos en la EPMPC es que 
su muestra tiene un sesgo en términos 
de estatus socioeconómico, ya que la 
mayoría de las mujeres privadas de la 
libertad tiene un estatus socioeconó-
mico bajo y en esos niveles se reportan 
más casos de violencia. De acuerdo con 
la ENDS de 2015, la violencia física se 
concentra en las mujeres cuyo nivel 
educativo alcanzado es secundaria o in-
ferior y que se encuentran en el quintil 
de riqueza bajo; la frecuencia de la vio-
lencia sexual es inversamente propor-
cional al nivel educativo y se concentra 
en quintiles de riqueza bajo y medio; 
y la violencia psicológica también tie-

39	 Profamilia, ENDS, 2015, p. 403, 404.
40	 Profamilia, ENDS, 2015, p. 402.
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ne porcentajes mayores en el quintil de 
riqueza bajo41. Otra posible explicación 
para la diferencia de porcentajes de 
mujeres que reportaron violencia en las 
dos encuestas serían sus posibles dife-
rencias metodológicas. 

Los datos sobre violencia de la EPMPC 
confirman los hallazgos de otros estu-
dios en cuanto a que la mayoría de las 
mujeres que se encuentran privadas de 
la libertad han sido víctimas de violen-
cia antes de ingresar a la cárcel (Caice-
do, 2017; Cruz et al., 2016). 

La EPMPC indagó si las 360 mujeres 
entrevistadas que reportaron ser víc-
timas de violencia de pareja rompie-
ron el silencio e intentaron visibilizar 
dicha violencia. Solo 102 de estas mu-
jeres solicitaron ayuda a personas cer-
canas. De quienes solicitaron ayuda, 
acudieron en un mayor porcentaje a 
su madre (49%); en segundo lugar, a 
otro familiar (33.7%); y en tercer lugar, 
a un(a) amigo(a) (13.5%) (Figura 31)42.  

Asimismo, solo 85 de las mujeres que 
reportaron haber sido víctimas de vio-
lencia de pareja acudieron a una ins-
titución del Estado a pedir ayuda. De 

41	 Profamilia, ENDS, 2015, p. 402.
42	 La ENDS de 2015 explora si las mujeres que 

reportaron que han sido víctimas de violencia 
física (por parte de la pareja o una persona 
desconocida) solicitaron o no ayuda. El 43.6% 
solicitó ayuda a personas cercanas, tales 
como los padres, parientes, vecinos o amigos 
(Profamilia, ENDS, 2015, p. 436).

estas 85 mujeres, el mayor porcentaje se 
acercó a la Policía Nacional (39.5%), a 
las Comisarías de Familia (27.9%) y a 
la Fiscalía General de la Nación (26.7%) 
(Figura 32)43. Cabe mencionar que la 

43	 La ENDS de 2015 estudia si las mujeres que 
reportaron que han sido víctimas de violencia 
(por parte de la pareja o una persona desco-
nocida) buscaron ayuda en una institución. El 
23.9% acudió a una institución a pedir ayuda. 
Por ejemplo, acudieron a una Comisaría de 
Familia, a la Fiscalía y a una Inspección de 
Policía (Profamilia, ENDS, 2015, p. 436). 

Figura 31. Persona cercana a quien le solicitó ayuda 
frente a la violencia de pareja

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia,
n=102 mujeres condenadas que reportaron haber sido víctimas
de violencia de pareja y haber solicitado ayuda a una persona 
cercana. Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje 

puede superar el 100%.

Figura 32. Institución a la que solicitó ayuda frente 
a la violencia de pareja 

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia,
n=85 mujeres condenadas que reportaron haber sido víctimas de 
violencia de pareja y haber acudido a instituciones. Pregunta de 
múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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ENDS de 2015 señala que el porcentaje 
de mujeres que nunca ha pedido ayuda 
con ocasión de la violencia ha aumen-
tado teniendo en cuenta sus datos de 
los años 2005, 2010 y 201544.

Adicionalmente, la EPMPC indagó a 
las 360 mujeres víctimas de violencia 
de pareja si denunciaron la violen-
cia y ante qué autoridad. Solo 100 de 
estas mujeres víctimas denunciaron 
la situación de violencia. De las 100 
mujeres que denunciaron, 36 mani-
festaron que lo hicieron ante la Fisca-
lía, 34 ante la Comisaría de Familia, 
32 ante la Policía, 7 ante otra enti-
dad y tres (3) ante un juzgado (Figu-
ra 33). En la ENDS de 2015, también 
se evidenció una baja tasa para la 
denuncia de la violencia contra las 
mujeres: solo el 20% de aquellas que 
manifestaron haber experimentado 
violencia en efecto la denunciaron45. 

44	 Profamilia, ENDS, 2015, p. 436.
45	 Profamilia, ENDS, 2015, p. 438.

La EPMPC también exploró cuál fue la 
actuación de las autoridades ante la de-
nuncia. De las 100 mujeres víctimas que 
denunciaron, 39 señalaron que las au-
toridades no hicieron nada. De acuerdo 
con quienes denunciaron, las actuacio-
nes de las autoridades más frecuentes 
fueron: prohibir al agresor acercarse a 
la víctima (28.3 casos), citar a concilia-
ción (22.2 casos) y sancionar al agresor 
(9.1 casos) (Figura 34). Como efecto de 
la denuncia, las mujeres entrevistadas 
en la EPMPC indicaron que la violencia 
cesó (63,3%), siguió igual (25,5%) o au-
mentó (11,2%) (Figura 35)46.

Un estudio sobre las prisiones colom-
bianas describe a las mujeres privadas 
de la libertad como: 

46	 De acuerdo con la ENDS de 2015, “en el 21.1 
por ciento de los casos de las mujeres víctimas 
que denunciaron se sancionó al agresor, en el 
29.5 por ciento de los casos la víctima fue citada 
a conciliación, en el 28.2 por ciento de los casos 
el agresor no recibió sanción o no se presentó, 
en el 22.1 por ciento al agresor le prohibieron 
acercase a ella y en el 5.7 por ciento le prohi-
bieron volver a entrar a la casa. (Profamilia, 
ENDS, 2015, 438).

Figura 33. Autoridad ante la cual denunció la violencia de pareja
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 100 mujeres condenadas que reportaron haber sido víctimas de violencia

de pareja y haber denunciado. Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%
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“personas que han crecido en medios vio-
lentos, en los que han sido víctimas de agre-
siones físicas, sexuales y emocionales, por 
lo que su desconfianza ante la sociedad y 
las instituciones, su propia relación con las 
autoridades judiciales y penitenciarias y el 
impacto de las condiciones de privación de 
libertad, están atravesadas por ese pasado 
personal e inciden en todo el período de su 
vida dentro de la cárcel” (Briceño-Donn, 
2006, p. 19).

Conclusiones preliminares

Un porcentaje considerable de las mu-
jeres privadas de la libertad han sido 

víctimas de violencia. Es de mencionar 
que los datos de la EPMPC compara-
dos con la ENDS de 2015 muestran que 
porcentajes más altos de internas re-
portaron que han experimentado vio-
lencia de pareja, en comparación con la 
muestra de la población de mujeres en 
Colombia de la ENDS 2015. La mayoría 
de las internas que han sido víctimas 
no solicitó ayuda a personas cercanas 
o instituciones y tampoco denunció la 
violencia de la que era víctima. 

Figura 34. Actuación de las autoridades frente a la denuncia.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=99. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.

Figura 35. ¿Qué pasó con la violencia de pareja después de la denuncia?
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=98.
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1.4.	 Perfil delictivo

En esta sección se exploran los antece-
dentes y la historia delictiva de las in-
ternas. Asimismo, se analiza el delito 
por el que se encontraban detenidas y 
sus circunstancias. Esta información 
ayuda a entender su trayectoria indi-
vidual y el tipo de infractoras que el 
sistema logra judicializar y sancionar 
penalmente. 

Historia criminal

Uno de los elementos estudiados en 
relación con la historia criminal fue la 
edad en que cometieron el primer de-
lito. El rango etario que tiene mayor 
frecuencia es entre los 19 y 30 años 
(35.9%), seguido de aquel entre 7 y 18 
años (24.5%) (Figura 36). A pesar de la 
proporción de mujeres que se involu-
craron en actividades delictivas antes 
de la mayoría de edad, solo un 10.3% 
del total de encuestadas fue procesada 
por justicia penal de menores47. 

47	 N = 532

La EPMPC también incorporó preguntas 
sobre factores criminógenos relaciona-
dos con el entorno tales como la presen-
cia de bandas delictivas o pandillas en el 
barrio donde vivieron en la infancia las 
mujeres privadas de la libertad. El 61.7% 
de las participantes reportaron la pre-
sencia de estos grupos en sus barrios48. 
Cabe resaltar que un porcentaje relativa-
mente bajo de las mujeres entrevistadas 
participó en tales grupos antes de cum-
plir los 18 años de edad (14.8%)49, y antes 
de cometer su primer delito (20%)50.

Como indicadores de reincidencia in-
cluimos: la existencia de condenas ante-
riores y el número de veces en prisión. 
La mayoría de las mujeres entrevista-
das declaró no haber sido condenada 
por otro delito en el pasado (82.1%)51. 
Así mismo, un alto porcentaje indicó 
que ésta es su primera vez en prisión 
(80.1%) (Figura 37). 

48	 N = 532
49	 N = 533
50	 N = 533
51	 N = 514

Figura 36. Edad en que cometió el primer delito.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=535.
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Figura 37. Primera vez que ha estado en prisión
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia,

n = 534.

La Tabla 1 muestra que 103 mujeres ha-
bían estado antes en prisión una vez, 35 
mujeres dos veces, y así, sucesivamente 
va disminuyendo el número de muje-
res al aumentar el número de veces en 
prisión. Los delitos que evidencian ma-
yor proporción de reincidencia son la 
fabricación, porte y tráfico de estupefa-
cientes, y el hurto (Tabla 1). 

Delito por el que se encuentra
detenida actualmente

La Figura 38 compara los porcentajes de 
internos e internas, -en detención pre-
ventiva y condenados-, por los cinco (5) 
delitos con la proporción más alta con 
base en los datos del INPEC. En cuan-
to a la prevalencia de los delitos por los 
que las mujeres se encuentran en pri-
sión, el tráfico, fabricación o porte de es-
tupefacientes se encuentra en el primer 
lugar con una participación de 45.2%. 
Este porcentaje es muy superior en com-
paración con los dos delitos que ocupan 
los siguientes lugares: el concierto para 
delinquir (28.7%) y el hurto (17.4%).

Tabla 1. ¿Cuántas veces ingresó a prisión en el pasado y por qué delito? 

Número de veces 
que ha ingresado 

a prisión

Número de 
respuestas

Delitos más frecuentes

Estupefacientes Hurto

1 Una 103 43,69% 42,72%

2 Dos 35 31,43% 42,86%

3 Tres 14 50,00% 42,86%

4 Cuatro 6 33,33% 50,00%

5 Cinco 4 25,00% 50,00%

6 Seis 3 33,33% 33,33%

7 Siete 2 50,00% 50,00%

8 Ocho 1 0,00% 100,00%

9 Nueve 1 0,00% 100,00%

10 Diez 0 0,00% 0,00%

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=103 mujeres condenadas que
habían estado en prisión antes de la detención actual.

“(...) acá la proporción de mujeres condenadas o
detenidas es del 10% en relación con los hombres.

Pero sí ha habido un aumento sobre todo en la cuestión 
del micro tráfico, muchas veces la necesidad también las 

lleva a ingresar a este comercio, la necesidad de mantener 
a sus hijos, sus familias (...)”.
(Juez de Ejecución de Penas)
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En contraste, el tercer delito de mayor 
ocurrencia en la población penitenciaria 
masculina es tráfico, fabricación o porte 
de estupefacientes con una participación 
del 18.9%, que equivale a 17.9 puntos 
porcentuales menos que el porcentaje de 
mujeres privadas de la libertad por este 
tipo penal. En el caso de los internos, en 
los primeros lugares se ubican el homi-
cidio (24.1%) y el hurto (24.1%). La dife-
rencia entre los cinco delitos con mayor 
frecuencia para los hombres no presenta 
variaciones significativas (Figura 38). 

Teniendo en cuenta el tipo de delitos 
que las mujeres cometen, ellas son con-
denadas a sentencias más cortas que los 
hombres (Figura 39). La pena de prisión 
impuesta para un alto porcentaje de muje-
res privadas de la libertad es de 0 a 5 años 
(43%). Las mujeres condenadas a penas 
de prisión de hasta cinco años cumplen 
en promedio dos años de la pena reclui-
das en los centros penitenciarios52.

52	 INPEC, estadísticas, junio de 2018.

Figura 38. Hombres y mujeres privados de la libertad por modalidad delictiva 
Cinco delitos con la proporción más alta (2018).

Fuente: INPEC, Estadísticas, junio de 2018.

Figura 39. Personas privadas de la libertad por años de condena, 2018.
Fuente: INPEC, estadísticas, junio de 2018.
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Las penas de prisión –incluidas las cor-
tas– tienen efectos negativos graves en 
las vidas de las mujeres, sus hijos y de-
pendientes. Por ello, se argumenta que 
ante casos que ameritarían penas cortas 
sería mejor usar alternativas a la prisión, 
tales como órdenes comunitarias (Killias, 
Gilliéron, Kissling, & Villettaz, 2010).

“Algunos de los delitos son un problema social,
pues yo hago lo que no debo, pero porque no tengo

las condiciones”. 
(Interna Buen Pastor)

Los datos de la EPMPC sugieren que 
el motivo principal por el que come-
tieron el delito las mujeres entrevis-
tadas fue conseguir dinero (53.4%) 
(Figura 40); este motivo está asociado 
a las condiciones de vulnerabilidad 
social y económica.

En cuanto a las circunstancias del de-
lito, un indicador clave es el porte de 
armas durante la ejecución de la con-
ducta delictiva, ya que puede estar 
asociado con el uso de violencia contra 
la víctima. Los datos de la EPMPC in-
dican que un porcentaje bajo de muje-
res internas llevaba un arma de fuego 
(13.8%)53 o un arma blanca (11.7%)54 en 
el momento de cometer el delito. Asi-
mismo, un porcentaje bajo de reclusas 
fue acusada del uso de un arma de 
fuego (13.1%)55 o de un arma blanca 
(12.3%)56.

53	 N=520
54	 N=521
55	 N=513
56	 N=513

Figura 40. Razón por las que las mujeres cometieron el delito por el que se encuentran detenidas
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 528.

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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Un segundo indicador relacionado con 
las circunstancias del delito es el con-
sumo de sustancias psicoactivas por las 
infractoras durante las seis horas ante-
riores a la comisión del delito. El 74.7% 
de las mujeres encuestadas reportó no 
haber consumido ninguna, el 14.9% con-
sumió drogas y el 14.5% ingirió alcohol57.

Otro indicador relevante es si la infracto-
ra cometió el delito con alguna persona. 
Cuatro de cada diez mujeres entrevista-
das en la EPMPC afirmaron haber ejecu-
tado el delito solas (43.3%). Si se agregan 
los datos de las mujeres que reportaron 
que cometieron la conducta punible con 
su esposo (14%) o un familiar (8.9%), en-
contramos que la segunda proporción 
más alta sería con algún miembro de la 
familia (Figura 41). Un Juez de Ejecución 
de Penas en el grupo focal señaló “en al-
gunos casos tenemos familias enteras en las 
cárceles, porque son modelos, todos trabajan 
en lo mismo”58.

57	 N=530
58	 Grupo Focal con JEPMS, Bogotá, 23 de abril 

de 2018.

Delitos violentos y sus víctimas

La EPMPC indagó si el delito ocasio-
nó daños o perjuicios físicos, materia-
les o morales a persona específica –es 
decir, involucró víctimas–; al respecto, 
el 37.7% de las mujeres entrevistadas 
respondió afirmativamente (Figura 42). 
107 mujeres encuestadas indicaron que 
el delito causó daños físicos a las vícti-
mas. A este subgrupo le preguntamos 
el tipo de daño físico que sufrieron las 
víctimas; el tipo de daño con mayor fre-
cuencia fue la muerte (64.8%), seguido 

Figura 41. La interna cometió el delito por el que se encuentra detenida con alguien más
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 529.

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.

Figura 42. El delito por el que se encuentra
detenida causó daños o perjuicios físicos,

materiales o morales a alguna
persona específica

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 533.
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de daños físicos graves (17.6%) y daños 
físicos leves (16.7%)59.

21 mujeres encuestadas registraron que 
la víctima de su delito fue su pareja o 
ex pareja, 14 de ellas señalaron que su 
pareja o ex pareja era abusivo(a) física, 
sexual y/o emocionalmente y que co-
metieron el delito para defenderse. 

Tráfico, fabricación y porte
de estupefacientes

Como mencionamos al comienzo de esta 
sección, el principal delito por el que se 
encuentran privadas de la libertad las 
mujeres es el tráfico de estupefacientes. 
La proporción de mujeres encarceladas 
por delitos relacionados con drogas es 
mayor frente a la de hombres. En junio 
de 2018, los hombres privados de la li-
bertad representaban el 93.3% de la po-

59	 N=108

blación penitenciaria, mientras que el 
6.7% de las personas encarceladas eran 
mujeres. Esta proporción no se refleja 
en el delito de tráfico, fabricación y por-
te de estupefacientes, en el que el 14.8% 
de las personas recluidas corresponde a 
mujeres (Figura 43). 

Estos datos apoyan las conclusiones de 
algunos estudios que han evidenciado 
un fenómeno de feminización de los deli-
tos de drogas en Colombia y otros países 
de América Latina. Dichos estudios han 
demostrado el aumento en el encarce-
lamiento de las mujeres por este tipo de 
delitos, y han destacado que el porcentaje 
proporcional de mujeres privadas de la li-
bertad por estas conductas delictuales es 
superior al de los hombres (Corda, 2010; 
Cruz et al., 2016; Uprimny & Guzmán, 
2010; WOLA, International Drug Policy 
Consortium, Dejusticia, & Inter-Ameri-
can Commission of Women (CIM) of the 
Organization of American States, 2016).

Figura 43. Porcentaje de internos e internas de la población penitenciaria total y porcentaje
de internos e internas de la población penitenciaria por estupefacientes (Junio de 2018).

Fuente: INPEC, Estadísticas, Junio de 2018.
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En la EPMPC, 225 mujeres entrevista-
das manifestaron estar en prisión por el 
delito de tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes. De acuerdo con estas 
mujeres, las conductas específicas co-
metidas con mayor frecuencia fueron 
la venta (43.4%), el transporte (41.2%) y 
el almacenamiento (15.8%) de estupe-
facientes (Figura 44). En muchos casos, 
las mujeres usan su cuerpo para trans-
portar o almacenar la droga (Caicedo, 
2017). Estas actividades implican un 
alto riesgo de detección por parte de las 

autoridades (Caicedo, 2017; Cruz et al., 
2016; Giacomello, 2013). 

La Figura 45 muestra los tipos de drogas 
que vendían, transportaban o almacena-
ban esas 225 mujeres. La marihuana tie-
ne la mayor frecuencia (53.3%), seguida 
por los derivados de la coca: la cocaína 
(29.3%), el bazuco (28.9%) y la base de 
coca (4.4%) (Figura 45). Si se agrega la base 
de coca y el bazuco, se evidencia que un 
alto porcentaje de las 225 mujeres (33.3%) 
cometía delitos relacionados con drogas 

Figura 44. Delitos relacionados con tráfico de estupefacientes-Conductas específicas cometidas por las mujeres.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, 2017, n=221 mujeres condenadas por delitos relacionados con drogas.

Era pregunta de respuesta múltiple. No incluye NS/NR.

Figura 45. Tipo de droga que vendía, transportaba o almacenaba.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=225 mujeres condenadas por delitos de estupefacientes.

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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que se consideran de consumo marginal 
y bajo procesamiento. 

De acuerdo con el Reporte de Drogas del 
año 2017, aunque las diferencias entre 
estratos socioeconómicos no son tan am-
plias para la generalidad de sustancias, se 
encuentra mayor proporción de consu-
midores de cocaína y éxtasis en estratos 
altos, mientras que el consumo de bazu-
co se reporta principalmente en estratos 
1 al 360. Es importante realizar un futuro 
estudio para identificar si la proporción 
de consumo de una sustancia por estrato 
tiene correlación con una mayor o menor 
persecución penal de sus distribuidores. 

El 35.1% de las mujeres entrevistadas en 
la EPMPC que se encuentran privadas 
de la libertad por delitos relacionados 
con drogas reportó que fue capturada la 
primera vez que cometió la conducta, es 
decir son primo-delincuentes (Figura 46). 

60	 Ministerio de Justicia y del Derecho - Observa-
torio de Drogas de Colombia (ODC), Reporte 
de Drogas de Colombia, 2017, p. 32.

Un estudio realizado por el Ministerio de 
Justicia y del Derecho, en el que analizó 
820 sentencias condenatorias por el delito 
de tráfico de estupefacientes, concluyó que 
el 87% de las personas condenadas no 
tenían antecedentes penales61. De otro 
lado, algunas mujeres entrevistadas en 
la EPMPC señalaron que ejecutaban las 
conductas relacionadas con delitos de 
drogas de manera frecuente. Por ejem-
plo, el 28.8% señaló que realizaba la acti-
vidad delictiva todos los días (Figura 46). 

Las mujeres entrevistadas en la EPMPC 
que fueron condenadas por delitos de 
tráfico de estupefacientes señalaron que 
los motivos principales para realizar di-
chas actividades eran: ganar mucho di-
nero (42%) y no conseguir trabajo (15%) 
(Figura 47). Estos resultados son consis-
tentes con otros estudios que eviden-
cian que la participación de las mujeres 
en este tipo de delitos está asociada a 
su vulnerabilidad económica y social, la fe-

61	 Ministerio de Justicia y del Derecho - Observa-
torio de Drogas de Colombia (ODC), Reporte 
de Drogas de Colombia, 2017, p. 32.

Figura 46. Frecuencia con que vendía, transportaba o almacenaba drogas
durante los seis meses anteriores a la detención.

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 222 mujeres condenadas por delitos de drogas.
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minización de la pobreza, y el aumento de 
hogares con jefatura femenina (Caicedo, 
2017, p. 10; Giacomello, 2013, p. 21). De 
acuerdo con un Juez de Ejecución de 
Penas entrevistado, muchas infractoras 
son cabeza de familia y se involucran 
en delitos relacionados con drogas para 
garantizar la subsistencia familiar. 

De acuerdo con las mujeres encuesta-
das, el tercer motivo principal para co-
meter este tipo de delitos era pagar la 
droga que consumían (7.7%) (Figura 47). 
Algunas investigaciones también han 
encontrado que en ocasiones las muje-
res que tienen una adicción al consumo 
de drogas cometen delitos para tener ac-
ceso a las sustancias estupefacientes que 
consumen, principalmente cuando no 
tienen los recursos económicos para ad-
quirirlas (Roth & Zegada, 2016, p. 116).

Figura 47. Razón principal por la que cultivaba, 
vendía, transportaba o almacenaba drogas

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia,
n= 207 mujeres condenadas por delitos de drogas. Pregunta de 

múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superara el 100%.

Otros motivos para cometer delitos re-
lacionados con drogas, reportados por 
las mujeres entrevistadas en la EPMPC 
fueron hacer un favor para un familiar 
o su pareja (7.2%) o hacer un favor para 

un conocido (2.9%). Adicionalmen-
te, un porcentaje reducido de mujeres 
afirmó que un familiar o su pareja las 
obligó (1.9%) (Figura 47). Estas razones 
podrían estar asociadas a la jerarquía 
de género y a los roles construidos so-
cialmente para las mujeres, o también 
podría obedecer a que algunos delitos 
son cometidos por familias completas.62 

Una parte de la literatura que explora 
las razones por las que las mujeres se 
involucran en el tráfico de drogas argu-
menta que en muchos casos las mujeres 
determinan participar en estas conduc-
tas como resultado de relaciones de 
poder y de la jerarquía de género (Gia-
comello, 2013, p. 10). Otros autores ha-
cen énfasis en la capacidad de agencia 
de las mujeres (Anderson, 2005). Los re-
sultados de la EPMPC evidencian que 
en un bajo porcentaje de casos puede 
tratarse de escenarios de subordinación 
de las mujeres, pero en otros casos las 
infractoras también tienen algún nivel 
de agencia. 

“Muchas de ellas, incluso las que entraban droga a 
la reclusión de hombres, lo hacen para apoyar a sus 

compañeros y para que sus compañeros les manden plata, 
es la cosa más impactante, ¿no? Yo entro droga

para que él pueda vender y ahí me mande plata para 
sostener a los hijos que tenemos en conjunto”.

(Defensora de Derechos de las Mujeres)

Los motivos que aparecen en la Figura 
47 reflejan en alguna medida los seis 
patrones de involucramiento de las 
mujeres en este tipo de actividades de-

62	 JEPMS, Bogotá.
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lictivas articulados por Caicedo (2015): 
i vulnerabilidad social y económica, se 
refiere a la necesidad de garantizar la 
supervivencia de las personas que se 
encuentran a su cargo; se reconoce que 
estas mujeres usualmente son deteni-
das en el primer intento; ii dependencia 
problemática de sustancias psicoactivas, 
describe al grupo de mujeres para 
quienes la venta de droga es el meca-
nismo para acceder a su propia dosis; 
iii pareja narcotraficante que termina 
por empujar a las mujeres a la venta 
de droga para ayudar con los gastos 
del hogar; iv negocio familiar, cuando la 
familia se dedica a la venta de estupe-
facientes, resulta natural vincularse a 
este tipo de actividades ilegales; v em-
prendimiento laboral, algunas mujeres 
perciben este tipo de negocio como una 
forma de emprendimiento, por medio 
del cual obtienen recursos suficientes 
para cumplir con sus responsabilida-
des; vi montaje, es la forma de engañar 
a estas mujeres con el fin de distraer la 
atención y facilitar que se lleve a cabo 
una transacción de mayor envergadu-
ra (“gancho ciego”) o para que terminen 

transportando mayor cantidad de dro-
ga de la que creían.

Un alto porcentaje de las mujeres conde-
nadas por estos delitos entrevistadas re-
portó que sus ingresos mensuales eran 
inferiores a un millón de pesos (37.1%) 
(Figura 48). Lo anterior sugiere que mu-
chas de las infractoras distribuyen o tra-
fican pequeñas cantidades y no perciben 
las ganancias más altas del tráfico. 

“Obviamente también hay que pensar que la
situación económica del país influye muchísimo (...) 

entonces la gente se ve más forzada a delinquir o 
por lo menos, esas son las explicaciones que uno oye 

comúnmente en la cárcel”. 
(Juez de Ejecución de Penas)

Sin embargo, si se contrasta el monto 
de los ingresos derivados de esta acti-
vidad frente al salario mínimo se des-
prende que, aislado de otros factores, lo 
que ganarían a través de un trabajo le-
gal y estable no se equipara a lo que de-
rivan de estas actividades delictivas. 

El 18.2% de las 225 mujeres privadas de 
la libertad por delitos relacionados con 
drogas aceptó que pertenecía a una or-
ganización criminal en el momento de 

Figura 48. Ingresos mensuales en pesos por cultivo, venta, transporte o almacenamiento de droga.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n =195.
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cometer el delito. Adicionalmente, los 
resultados de la EPMPC indican que 
las mujeres están más representadas en 
posiciones más bajas de la cadena del 
narcotráfico, tales como: transporta-
dor, vendedor minorista o distribuidor 
(Figura 49).

Los datos relacionados con ingresos 
mensuales y posición en la cadena del 
tráfico de drogas confirman la conclu-
sión de otros estudios en torno a que la 
mayoría de las mujeres detenidas por 
delitos relacionados con drogas forman 
parte de los eslabones débiles, vulne-
rables y fácilmente sustituibles de las 
redes de narcotráfico (Cruz et al., 2016; 
WOLA et al., 2016). 

De acuerdo con un Juez de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad (JEPMS) 
entrevistado, “generalmente quienes son 
judicializados son los expendedores pero no 
están los grandes productores ni los gran-
des mafiosos del narcotráfico a los cuales di-

fícilmente se llega”. Cabe resaltar que la 
captura de los actores fácilmente reem-
plazables no afecta significativamente las 
redes de narcotráfico (Cruz et al., 2016).

Conclusiones preliminares

En síntesis, el perfil delictivo de la mayo-
ría de las mujeres privadas de la libertad 
en Colombia se caracteriza por no haber 
pertenecido a grupos delincuenciales ni 
en la adolescencia ni antes de cometer el 
primer delito, a pesar de la presencia de 
bandas delictivas en el barrio de infan-
cia, así como tampoco haber sido conde-
nada por justicia penal de menores. 

Suele ser su primera vez en prisión. La 
mayoría de mujeres se encuentran en 
prisión por fabricación, porte y tráfico 
de estupefacientes, sin haber emplea-
do armas. La principal sustancia que 
traficaban era marihuana y los ingresos 
mensuales de un alto porcentaje eran in-
feriores a $1’000.000 COP, es decir que 
no eran las beneficiarias principales de 

Figura 49. Posición en la cadena del tráfico de drogas.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia,

n =197. Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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las utilidades del mercado de las drogas. 
Esto sugiere una política criminal enfo-
cada en capturar y procesar a los actores 
menores en la cadena del narcotráfico. 

La mayoría de estas mujeres reporta que 
cometió el delito por razones relaciona-
das con su vulnerabilidad económica. 
Muchas de estas infractoras no han co-
metido delitos violentos y no represen-
tan un riesgo grave para la seguridad 
ciudadana. El porcentaje de mujeres que 
pertenece a organizaciones criminales es 
bajo. En la cadena del tráfico de drogas, 
su posición más frecuente es la de ven-
dedora o distribuidora minorista. En las 
organizaciones, ellas usualmente forman 
parte de los eslabones débiles y fácil-
mente sustituibles, por ello su prisiona-
lización no afecta significativamente las 
organizaciones y redes criminales.

2.	 Algunos impactos en la 	
	 vida de las mujeres y en 	
	 sus familias

2.1.	 Vida en prisión

Esta sección presenta la información 
que las internas ofrecieron sobre su 
percepción en torno a las condiciones 
de vida en la prisión. Antes de pasar a 
los resultados de la EPMPC sobre este 
tema, es importante recordar que los es-
tablecimientos penitenciarios colombianos 
presentan altas tasas de hacinamiento. 

En este contexto de alto grado de ha-
cinamiento, la Corte Constitucional 
ha declarado y reiterado el Estado de 

Cosas Inconstitucional (ECI) del siste-
ma carcelario y penitenciario, debido a 
la violación masiva y sistemática de la 
dignidad humana y los derechos fun-
damentales de la población privada 
de la libertad (PPL)63. En la sentencia 
T-153 de 1998, la Corte señaló: 

“Las cárceles colombianas se caracterizan 
por el hacinamiento, las graves deficien-
cias en materia de servicios públicos y 
asistenciales, el imperio de la violencia, la 
extorsión y la corrupción, y la carencia de 
oportunidades y medios para la resocializa-
ción de los reclusos. Esta situación se ajus-
ta plenamente a la definición del estado de 
cosas inconstitucional. Y de allí se deduce 
una flagrante violación de un abanico de 
derechos fundamentales de los internos en 
los centros penitenciarios colombianos, ta-
les como la dignidad, la vida e integridad 
personal, los derechos a la familia, a la sa-
lud, al trabajo y a la presunción de inocen-
cia, etc.”64

 
En el marco del ECI, la Corte ha hecho 
énfasis en que las mujeres son un gru-
po particularmente vulnerable que ex-
perimenta impactos diferenciados. De 
acuerdo con la Corte:

“31. La violencia y la discriminación en 
contra de las mujeres tienen unas repercu-
siones concretas -a las que no suele pres-
társele suficiente atención- cuando ellas 
entran en contacto con el sistema peni-
tenciario. No hay que hilar muy delgado 

63	 La Corte Constitucional se ha pronunciado 
frente al Estado de cosas inconstitucional en 
las prisiones del país a través de las sentencias 
T-153 de 1998, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; 
T-388 de 2013, M.P. María Victoria Calle Correa; 
T-762 de 2015, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.

64	 Corte Constitucional, sentencia T-153 de 1998, 
M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
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para recordar que, en un marco como ese, 
están expuestas a situaciones que aumen-
tan exponencialmente su vulnerabilidad, 
con un impacto claramente diferenciado. 
Tampoco, que las mujeres reclusas tienen, 
en dicha esfera de privación de su libertad, 
unas necesidades especiales que suplir y 
unos problemas concretos que enfrentar, 
desde los ámbitos más básicos y vitales. Los 
riesgos iusfundamentales que una persona 
enfrenta al ingresar a un centro de esta na-
turaleza en Colombia, en el marco de estado 
de cosas inconstitucional que lo atraviesa, 
particularmente, en materia de violencia 
física, psicológica o sexual, se multiplican, 
en su intensidad e impacto, cuando se tra-
ta, entonces, de los derechos de las mujeres. 
Lo anterior, máxime si el segmento pobla-
cional de mujeres que ingresa al sistema 
penitenciario está compuesto por personas 
de bajos recursos e incursas en otras ca-
tegorías de vulnerabilidad, quienes, en su 
vida cotidiana, vienen de enfrentar contex-
tos de violencia y discriminación por razón 
del género”65.

Lugar donde duerme

En relación al lugar donde duermen 
las mujeres, la celda compartida es el 

65	 Corte Constitucional, sentencia T-267 de 2018, 
M.P. Carlos Bernal Pulido, par. 31.

más común (92%), seguido por la cel-
da individual (4.5%) y el pasillo (1.1%) 
(Figura 50). 

“Lo que tiene más jodido esto es el hacinamiento, ni 
siquiera en el Bronx se ven las condiciones que se ven acá. 

Por celda deberían ser dos personas y hay siete (...)
si se reduce el hacinamiento, puede haber una atención 

más personalizada”.
(Interna Buen Pastor)

Aun cuando es considerada como una 
condición mínima vital durante el tiem-
po de reclusión, el 36.4% de las mujeres 
encuestadas señaló que no todas las in-
ternas tienen cama66. Adicionalmente, 
el 2.8% no tiene colchón67.

Sobre este aspecto, el Comité Interna-
cional de la Cruz Roja recomienda que 
“[l]os detenidos deben poder dormir en 
camas y contar con ropa blanca (sábanas, 
mantas, etc.) adecuada al clima. El tama-
ño mínimo recomendado de las camas es de 
1,6 m2, es decir 2 m de largo por 0,8 m de 
ancho”(Nembrini, 2011, p. 21). Así, el 

66	 N=522
67	 N=534

Figura 50. Lugar donde duerme.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 535.
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ideal sería que el 100% de las internas 
tuvieran una cama adecuada en condi-
ciones de salubridad e higiene. 

Figura 51. Tamaño mínimo de las camas.
Fuente: Agua, Saneamiento, Higiene y

Hábitat en las cárceles.
Comité Internacional de la Cruz Roja (Nembrini, 2011)

Otorgar un espacio adecuado para el 
alojamiento de las internas es uno de los 
aspectos más básicos de habitabilidad. 
De acuerdo con el Primer Manual sobre 
Agua, Saneamiento, Higiene y Hábitat 
en las Cárceles del Comité Internacional 
de la Cruz Roja (Nembrini, 2011), como 
mínimo los internos de una prisión han 
de poder “acostarse para dormir; circular 
sin obstáculos dentro de su celda o dormi-
torio; tener espacio para sus efectos perso-
nales” (p.20), e incluso en situaciones de 
crisis, como sucede con el hacinamiento, 
“el área de suelo en celdas y dormitorios no 
debe ser menor a 2 m2/persona” (p.21).

Según explica el Comité Internacional 
de la Cruz Roja para que una celda sea 
habitable debe considerarse la capaci-
dad de alojamiento que se calcula a par-

tir de la tasa de ocupación (Nembrini, 
2011, p. 17). También deben tenerse en 
cuenta aspectos como la iluminación, 
ventilación, cantidad de horas que pasa 
un interno en su celda y el número de 
horas al aire libre. Con estos elementos 
en conjunto, se podrá determinar cuál 
es el espacio adecuado para que una 
celda sea habitada por una o por varias 
personas en condiciones dignas. 

En Colombia, y en otros países de la 
región, se presentan problemas de ha-
bitabilidad; “se destacan los altos niveles 
de hacinamiento y las precarias condiciones 
habitacionales que esto conlleva” (Comité 
de América Latina y el Caribe para la 
Defensa de los Derechos de la Mujer, 
2008, p. 21).

De acuerdo con la Corte Constitucional: 

“El nivel de hacinamiento ha generado 
que en los establecimientos de reclusión se 
vulneren de manera sistemática los dere-
chos de las personas privadas de la liber-
tad, pues impide que éstas tengan lugares 
dignos donde dormir, comer, realizar sus 
necesidades fisiológicas, tener visitas con-
yugales e íntimas, ejercer actividades de 
recreación, de formación y de resocializa-
ción, entre otros”68. 

 
En cuanto a la presencia de plagas en 
el lugar donde duermen, las internas 
reportaron chinches (17.8%), cucara-
chas (11.1%), y zancudos/mosquitos 
(8.4%)69 (Figura 52). Sobre este tema, una 

68	 Corte Constitucional, sentencia T-762 de 2015, 
M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.

69	 N=533

“Hay celdas que tienen dos planchones, pero duermen 
cuatro o cinco reclusas, entonces cuando tú llegas a una 

celda nueva ya los planchones están ocupados”. 
(Defensora de Derechos de las Mujeres)
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funcionaria de un centro penitenciario 
comenta que “es una infraestructura muy 
vieja entonces las cañerías se rebosan y por 
las lluvias se generan mosquitos”. 

“Es húmeda, frágil, maloliente, pequeña, no abastece a 
todos -respecto a la infraestructura de la prisión-”. 

(Interna Buen Pastor)

De igual forma, la Delegada para la 
Política Criminal y Penitenciaria de la 
Defensoría del Pueblo ha señalado que 
“la mayoría de reclusiones de mujeres fue-
ron construidas hace muchos años. Así, el 
transcurso del tiempo y el uso han origi-
nado el deterioro que presentan sus insta-
laciones, redes hidrosanitarias y sistemas 
eléctricos” (2006, p. 1).

“El otro punto que también ha sido bien delicado es 
todo lo que tiene que ver con la infraestructura, porque 

estamos hablando de una construcción de más de 80 años, 
esto se mantiene de pie porque medianamente hemos 

tratado de conservarlo (...) filtraciones de agua y el daño 
en todo lo que tiene que ver con baterías hidrosanitarias”.

(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

Acceso a bienes y servicios básicos

El Estado tiene la obligación de garanti-
zar el acceso de las personas privadas de 
la libertad a los bienes y servicios básicos. 
La Corte Constitucional ha señalado:

“En la medida en que el derecho a la dig-
nidad, es un derecho que no admite limita-
ción alguna, el Estado está en la obligación 
de satisfacer las necesidades vitales míni-
mas de la persona privada de libertad, a 
través de la alimentación, la habitación, el 
suministro de útiles de aseo, la prestación 
de servicio de sanidad, etc., dado que quien 
se halle internado en un centro de reclu-
sión, justamente por su especial circuns-
tancia, está en imposibilidad de procurarse 
en forma autónoma tales beneficios”70.

La Figura 53 muestra quien es el pro-
veedor de artículos de aseo personal 
básicos. De acuerdo con las partici-
pantes, el establecimiento penitencia-
rio suministra crema dental al 22.3% 

70	 Corte Constitucional, sentencia T-792 de 2005, 
M.P. Clara Inés Vargas Hernández.

Figura 52. Plaga en el lugar donde duerme
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 533. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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de las mujeres, jabón al 20.1%, cepillo 
de dientes al 23.6% y toallas higiénicas 
al 27.8%; cuando el centro penitencia-
rio no suministra alguno de estos ele-
mentos, lo provee un familiar, la pareja 
u otra persona distinta, y en algunos 
casos nadie71. Estos datos se pueden 
explicar por la insuficiencia del kit car-
celario que se debe entregar de acuerdo 
con el Memorando del INPEC No. 0251 
del 10 de marzo de 2004. 

Los lineamientos indican que el kit se 
debe entregar cada cuatro meses y debe 
incluir un jabón de tocador, una crema 

71	 N=533

dental, dos rollos de papel higiénico, 
un cepillo dental, una máquina de afei-
tar y dos sobres de desodorante en cre-
ma y adicionalmente para las mujeres, 
un paquete de toallas higiénicas. Este 
kit por supuesto es insuficiente para 
el período de tiempo correspondiente. 
Adicionalmente, algunos estudios han 
encontrado que existen algunas prácti-
cas problemáticas en cuanto a la entre-
ga de los kits de aseo: 

“La dotación de los ‘kits de aseo’ a las in-
ternas e internos se ha convertido en la 
práctica penitenciaria como una especie de 
recompensa o de premio que se concede a 
las personas privadas de libertad en fechas 
especiales, o que se condiciona a la recep-

Figura 53. Proveedor de artículos de aseo
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 533.
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ción de donaciones por parte de iglesias o 
de organizaciones privadas” (Briceño-
Donn, 2006).

Es de resaltar que las toallas higiénicas 
son un elemento indispensable para las 
mujeres. A pesar de ello, el 36.5% de las 
participantes indicó que la cantidad de 
toallas higiénicas no es suficiente72 y el 
10.2% de las encuestadas señalaron que 
no tienen quien les suministre dicho ar-
tículo (Figura 53).

“Nos toca bañarnos a las 3 de la mañana.
Las señoras viejitas con dolor en los huesos por bañarse

a esa hora con ese frío”.
(Interna Buen Pastor)

Continuando con el acceso a servicios 
básicos, se encontró que el 86.1% de las 
internas pueden tomar un baño 7 veces 
por semana, el 9.8% pueden 14 veces a 
la semana73. Sin embargo, manifestaron 
que el acceso está restringido a determi-
nadas horas. La distribución de la califi-
cación de la limpieza de los baños es la 
siguiente: no son limpios (32.1%), muy 

72	 N=520
73	 N=528

limpios (25.9%), algo limpios (22.6%) y 
poco limpios (19.4%) (Figura 54). 

En cuanto al agua potable, el 36.5% de 
las participantes afirmó que no tienen 
suficiente para beber diariamente74.

“Es inhumano, en mi patio se va el agua a las 4 am,
nos toca bañarnos a las 2 am.

Todo el día dura el baño sin agua de 4 am a 5 pm”. 
(Interna Buen Pastor)

Atención en salud

En relación con la atención en salud, 
el 27.4% de las mujeres privadas de 
la libertad reportó que no ha recibido 
atención médica preventiva. Las demás 
participantes indicaron que sí han reci-
bido este tipo de atención con diferen-
tes frecuencias que van desde cada mes 
hasta cada dos años (Figura 55). 

Un alto porcentaje de las internas repor-
tó que han tenido acceso a tratamien-
tos y/o exámenes médicos tales como 
exámenes médicos generales (66.2%), 

74	 N= 532

Figura 54. Percepción sobre la limpieza de los baños del centro penitenciario.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n =532.
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consultas odontológicas (65.6%) y de-
tección de VIH (51.9%). Importa resaltar 
que solo el 17.7% ha recibido consulta o 
tratamiento psicológico y el 4.4% ha reci-
bido tratamiento para rehabilitación por 
consumo de drogas o alcohol (Figura 56). 

“Ellas necesitan más que un medicamento antiviral.
Los jueces no tienen en cuenta las enfermedades crónicas, 

no les dan vitaminas, ni suplementos, ni siquiera un 
tapabocas -respecto a la población con VIH-”. 

(Interna Buen Pastor)

Adicionalmente, se indagó por el úl-
timo examen ginecológico que habían 
tenido las mujeres después de su de-
tención, ante lo que el 48.21% respon-
dió que había sido en el último año, el 
12.2% manifestó que fue hace más de 
un año y el 27.7% indicó que nunca se 

“Quedan dos médicos, trabajan 6 horas para atender
a una población de 2000 internas, entonces

¿cuándo me toca a mí? y buscamos la forma de que por lo 
menos una vez al mes les llegue una cita médica,

para que atiendan a la interna que verdaderamente
si está enferma... no tanto aquí en el interior,

sino que la puedan remitir a la red de urgencias”.
(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

Figura 55. Frecuencia de atención médica preventiva.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n= 533.

Figura 56. Tratamientos y/o exámenes recibidos en prisión.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n =524.

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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lo habían practicado75. De aquellas que 
lo recibieron, el 94.3% manifestó que 
le practicaron citología y el 22.4% in-
dicó que le practicaron mamografía76.  

“Por las estadísticas que nosotros realizamos en las 
cárceles, no tienen unos controles adecuados,

por su misma condición de mujeres, como la citología a 
tiempo y el control de enfermedades venéreas.

Las condiciones de sus hijos menores de edad que están
en guardería tampoco son las adecuadas, ni las 

condiciones de hacinamiento en las que conviven”. 
(Juez de Ejecución de Penas)

En los casos de urgencia, algunas partici-
pantes reportaron que siempre reciben la 
atención médica necesaria (23.4%), otras 
la reciben algunas veces (38.6%) y otras 
no tienen acceso a este servicio (32.2%)77. 
Una defensora de derechos de las muje-
res entrevistada indicó que “no hay aten-
ción, los dolores o cualquier reclamo sobre 
condiciones de salud no son atendidos por el 
personal, de los exámenes médicos nunca sa-
len los resultados”. Corrobora lo anterior 
una funcionaria de un centro penitencia-
rio al señalar que “se requiere más personal 
médico para suplir todas las necesidades de las 
internas, o sea estamos hablando de urgencias 
y de una consulta diaria externa”. Al mismo 
tiempo, otro funcionario de un centro pe-
nitenciario manifestó que “la falta de perso-
nal y la falta de equipos hace que nosotros no 
podamos aplicar todo lo que hay”.
 

“No hay doctores suficientes para atender a las internas”.
(Interna Buen Pastor)

75	 N= 531
76	 N= 371
77	 N= 518

“Acá uno se enferma tanto, yo digo que es el estrés,
la pensadera (…) me enfermé de la úlcera,

de taquicardia, no comía”. 
(Interna Buen Pastor)

En relación con la salud mental de las 
internas, el 63.6% no ha solicitado aten-
ción psicológica, el 21.6% la ha recibido 
cuando la ha solicitado y el 11.8% aun-
que la solicitó no la ha recibido78. De las 
que han tomado este servicio, tanto con 
personal del INPEC como con los prac-
ticantes de trabajo social o psicología 
en el marco de convenios docente asis-
tenciales, el 31.4% reciben la atención 
cada mes, el 15.7% cada 3 meses y el 
10.7% solo han tenido este servicio una 
vez79. El 82% no ha solicitado atención 
psiquiátrica, el 8.1% la solicitó pero no 
la recibe, el 6% sí tiene tal servicio80. De 
quienes han recibido este tipo de aten-
ción, el 35.9% acude cada mes, el 18% 
cada 6 meses y el 15.4% cada 3 meses81.

“Llegue acá y siento que todo se me acabó (...)
ahora me siento sin ganas de continuar, he intentado 

suicidarme varias veces”.
(Interna Buen Pastor)

“Sí lo necesitaba porque esto no es fácil (...)
todos necesitamos de un psicólogo para escuchar consejos”.

(Interna Buen Pastor)

La Figura 57 presenta los resultados de 
la calificación de las internas encuesta-
das frente a la atención de los profesio-
nales de la salud y el trabajo social.

78	 N=533
79	 N=121
80	 N=533
81	 N=39
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Consumo de alcohol y drogas

El 12.2% de las mujeres privadas de la 
libertad señaló haber consumido alco-
hol durante su tiempo de reclusión82. La 
mayoría de estas mujeres reportó que 
consume una vez cada tres meses (66.2%) 
(Figura 58). El consumo de drogas es supe-

82	 N=533

rior al de alcohol: el 24.7% de las mujeres 
privadas de la libertad señalaron que han 
consumido drogas en el establecimiento 
penitenciario83; el 45.5% de las mujeres 
que consumen manifestaron que lo hacen 
todos los días84 (Figura 59). Un estudio so-
bre mujeres en las prisiones colombianas, 

83	 N=530
84	 N=134

Figura 57. Calificación de la atención de los profesionales de la salud y el trabajo social.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 532.

Figura 58. Frecuencia del consumo de alcohol durante la reclusión.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 65.
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afirmó que muchas iniciaron en el con-
sumo de sustancias psicoactivas después 
de ingresar a la prisión, en un intento por 
tolerar las condiciones indignas a las que 
se ven sometidas en muchas ocasiones en 
dicho contexto. Adicionalmente, dicho 
estudio encontró que algunas de estas 
mujeres se convirtieron en “correos” in-
ternos para pagar la droga que consumen 
(Briceño-Donn, 2006).

Figura 59. Frecuencia del consumo de drogas
durante la reclusión.

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 134.

Violencia y trato desigual

En cuanto al trato en la prisión, el 23.8% 
de las mujeres encuestadas manifesta-
ron que han sido golpeadas durante su 
tiempo en reclusión85. De estas 127 mu-
jeres, el 79.5% señaló que las agresiones 
fueron ocasionadas por otra interna y 
el 25.2% manifestó que fue un guardia 
u otra autoridad86. 

“Los ambientes en los que ellos se desenvuelven, generan 
que la gente se vuelva mucho más agresiva

de lo que ingresó para protegerse dentro
del mismo centro carcelario”.
(Juez de Ejecución de Penas)

85	 N=533
86	 N=127

 “Hay un grado de intolerancia muy alto, de agresividad 
y violencia, entonces nunca hay esa conciliación o esa 

parte de dialogar, sino que de una se van a la agresión y 
agresiones mortales... aquí han llegado internas chuzadas 
en la parte de pulmón, del tórax, en los ojos, en la cara, 

o sea ellas saben a dónde apuntar de tal forma que la 
agresión pueda convertirse en algo mortal”. 
(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

“Una cosa que las desmorona enormemente es cuando 
hacen requisas colectivas, las sacan al patio y todo lo 

destrozan, lo botan al piso y lo revuelcan”. 
(Defensora de Derechos de las Mujeres)

“Algunas incluso no siempre se pueden encerrar en su 
celda pero prefieren quedarse adentro, porque afuera hay 
peleas, hay consumo, todo el tema de relaciones afectivas 

entre las mujeres, construcción de relaciones lésbicas, 
ruptura de relaciones de pareja... eso también empieza a 

generar situaciones de tensión muy altas”. 
(Defensora de Derechos de las Mujeres)

La mayoría de las participantes afir-
mó no haber sido obligada a sostener 
intercambios sexuales en contra de su 
voluntad en el establecimiento peni-
tenciario (99.4%), mientras que el 0.6% 
sí reportó este tipo de violencia87. Este 
último porcentaje representa dos casos, 
una de ellas manifestó que la perpe-
tradora fue una interna, la otra mujer 
indicó que fue un guardia u otra au-
toridad. Es pertinente destacar que al 
indagar por si tienen conocimiento de 
que a otros internos los hayan obliga-
do a sostener intercambios sexuales, los 
porcentajes de respuesta afirmativa au-
mentaron al 9.1%88. De estas mujeres, el 
87.2% afirmó que la agresora fue otra 
interna y el 4.3% dijo que fue un guar-
dia u otra autoridad89.

87	 N=533
88	 N=526
89	 N=47
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representa un maltrato psíquico dado por 
la falta de contención absoluta frente a las 
demandas planteadas y por la ya referida 
existencia de maltrato verbal” (p. 11).

Actividades en el centro
penitenciario

En relación a las actividades en las 
que participan en el centro penitencia-
rio, las respuestas de las internas con 
mayor frecuencia fueron educativas 
(63.1%), religiosas (57.7%) y laborales 
(52.6%) (Figura 60). 

De acuerdo con las internas, las formas 
más comunes para conseguir recursos 
económicos al interior de la cárcel son: la 
fabricación y venta de artesanías (51%), 
el trabajo en programas de la institu-
ción (37.3%), la venta de drogas (26.9%), 
la venta de artículos de aseo personal 
(25.6%) y de otro tipo de artículos (13.7%) 
(Figura 61). 

“Cuando usted cumple con las reglas de la prisión
ni lo miran, en cambio cuando usted se porta de lo peor, 

hasta la guardia lo respeta”.
(Interna Buen Pastor)

De otro lado, un 8.6% de las mujeres en-
cuestadas reportó castigos físicos den-
tro de la reclusión90. En cuanto al tipo de 
castigo más frecuente, de esas 47 muje-
res, el 40.9% señaló los golpes, el 29.5% 
el gas lacrimógeno y el 20.4% el calabo-
zo91. El Comité de América Latina y el 
Caribe para la Defensa de los Derechos 
de la Mujer (2008), en un estudio sobre 
Brasil, Argentina, Chile, Colombia, Pa-
raguay y Uruguay, asegura que:

“son frecuentes los insultos, las discrimi-
naciones y humillaciones verbales a las que 
se ven sometidas permanentemente. Dicho 
contexto, combinado con la restricción al 
acceso a la salud y considerando el signi-
ficado que el cuerpo posee para la mujer, 

90	 N=535
91	 N=47

Figura 60. Actividades en las que ha participado en el centro penitenciario.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 529. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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Actividades laborales

El 43.3% de las encuestadas afirmó que 
no había participado en programas o 
actividades laborales92. Estas mujeres 
señalaron como razones principales 
por las que no han participado el es-
tudio (26.8%), la ausencia de vacantes 
disponibles (25.9%) o no cumplir con 
los requisitos (15.6%)93 (Figura 62). 

92	 N=533
93	 N=224

El 56.7% de las participantes manifesta-
ron que han participado en programas 
o actividades laborales en prisión94. En 
cuanto a los programas en que han par-
ticipado, las respuestas más frecuentes 
fueron: programas artesanales (58.6%), 
de aseo (21.3%) y del área técnica 
(12.2%)95 (Figura 63).

94	 N=533
95	 N=319

Figura 61. Formas de conseguir recursos económicos dentro de la prisión.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 402. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.

Figura 62. Razón por la que no ha participado en actividades laborales en prisión.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=224. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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“Existen convenios con entidades privadas que nos dan 
trabajo de maquila y manualidades para que trabajen”

(Funcionaria de una fundación)

La Figura 63 muestra el área de los pro-
gramas laborales en los que han partici-
pado las mujeres. La distribución de los 
porcentajes refleja los roles de género 
que han sido impuestos tradicionalmen-
te, pues son trabajos considerados como 
“femeninos”. Se caracterizan por la elabo-
ración de manualidades o actividades de 
aseo y cocina, lo que puede derivar en 
que una vez cumplan su condena, tengan 
condiciones sociales, económicas, labora-
les y educativas similares a las iniciales.

Si en los centros de reclusión no ac-
ceden a programas educativos y la-
borales que les permitan desarrollar 
nuevas habilidades o les amplíen sus 
opciones laborales, su situación la-
boral y económica no mejorará al re-
tornar a la comunidad. Si se tiene en 
consideración la naturaleza de los de-

litos y las razones principales por las 
que los cometen, muchas veces asocia-
das a necesidades económicas que se 
ven acentuadas por su condición de 
cabezas de familia, es probable que 
las actividades delictivas sigan siendo 
una opción para obtener ingresos eco-
nómicos al quedar en libertad.

“Que existieran más oportunidades, que busquen esa 
resocialización de la que se habla en la cárcel, con más 
programas y talleres dirigidos para ellas, para que se 

mantengan trabajando”. 
(Funcionaria de un Centro Penitenciario) 

“Si se les da apoyo con un proyecto productivo,
ellas se comprometen a hacerlo y eso es resocialización. 

Pero obligarlas a ir a tomar un taller porque no hay nada 
más… y es algo que no me gusta, que lo tengo que hacer 
para que descuente, porque no hay más, y si pido cambio 

me toca esperarme hasta que haya cupo en otro lado.
Eso no motiva a nadie”. 

(Pospenada entrevistada)

“Ningún descuento es aplicable a la calle,
por ejemplo, tejer o hacer peluches.

Nada de esto nos sirve porque no es comercializable,
no podemos salir a competir con esos productos”. 

(Interna Buen Pastor)

Figura 63. Tipo de programas o actividades laborales en los que ha participado.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 319. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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“Adentro es una buena gestión, tienen programas
de confección, tejidos, otras actividades que muchas 

internas sí comentan que eso les permite cuando ellas 
obtengan su libertad continuar con esas actividades, 

pero pues deberían fomentar que haya más diversidad, 
porque no a todas les gusta las confecciones ni los tejidos 

entonces se necesita que de pronto se establezcan
más programas en los centros carcelarios para que las 

reclusas tengan más oportunidades”. 
(Juez de Ejecución de Penas)

87.3% de las internas encuestadas ma-
nifestó que recibe algún tipo de retri-
bución por participar en los programas 
laborales96. Las principales retribuciones 
son la reducción de la pena (90.3%), una 
remuneración económica (62.3%) y ser-
vicios de alimentación (2.6%) (Figura 64). 

“Cada establecimiento hace los convenios o las 
contrataciones (…) ellos generan un precio por cada 
maquila y un porcentaje va para la caja especial del 

establecimiento y el otro porcentaje es para la persona 
privada de la libertad”. 

(Funcionaria del INPEC)

El Comité de América Latina y el Cari-
be para la Defensa de los Derechos de la 

96	 N=306

Mujer (2008), señaló que es problemático 
que la remuneración que las mujeres reci-
ben se encuentre bastante por debajo de 
la que ofrece el mercado laboral fuera de 
la cárcel, teniendo en cuenta su condición 
de mujeres cabeza de familia y los ingre-
sos limitados para satisfacer las necesida-
des de las personas que tienen a su cargo. 

“Muchas niñas han sido capacitadas desde aquí y ya 
tienen opción de vida afuera... entonces es permitirles 

que se hagan el sustento para que no se vean obligadas u 
obligados a seguir delinquiendo, dar opciones de trabajo”. 

(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

“El INPEC tiene el proyecto productivo de panadería, 
pero ¿quién se ve beneficiado en el proyecto?

Solo el INPEC, porque la plata con la que hacen el pan
es del INPEC, lo venden y ¿a quién les llega? A ellos.

Las chicas que hacen el pan son internas y lo que hacen, 
es descontar tiempo, o sea ¿cuál proyecto productivo es 

para ellas? Ninguno. A ellas se les da como un incentivo 
que son como 80000 pesos para los millones

que manejan”.
(Pospenada)

El 74% de las internas encuestadas se-
ñaló que ha adquirido nuevas habilida-
des durante la condena en prisión97. Las 

97	 N=516

Figura 64. Tipo de retribución por programas o actividades laborales.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 268. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.



88

Liliana Sánchez Mejía, Leonardo Rodríguez Cely, Gustavo Fondevila, Juliana Morad Acero

habilidades adquiridas aparecen en la 
Figura 65. Es de resaltar que son habi-
lidades consideradas tradicionalmente 
como femeninas y que pueden tener 
poca relevancia en el mercado laboral. 
Varias de estas se asocian con activida-
des que por lo general se desarrollan 
por cuenta propia tales como el trabajo 
artesanal, el trabajo de la belleza y pe-
luquería, la agricultura y la cocina. Este 
tipo de trabajos se caracterizan además, 
por su informalidad, se trata de: 

“actividades económicas realizadas por los 
trabajadores y unidades económicas que 
no están cubiertos o que están insuficien-
temente cubiertos –en la legislación o en la 
práctica– por acuerdos formales. Sus activi-
dades no se incluyen en la legislación, lo que 
significa que tienen lugar fuera del alcance 
formal de la legislación, o no están cubiertas 
en la práctica, lo que significa que –aunque 
se realicen dentro del alcance de la legisla-
ción-, la ley no se aplica ni se vela por su 

cumplimiento, o la ley desalienta el cumpli-
miento por ser inapropiada o gravosa, o por 
imponer costos excesivos” (Organización 
Internacional del Trabajo, 2015).

En este sentido, la adquisición de estas 
habilidades no las preparan para esce-
narios laborales formales perpetuándose 
en últimas su vulnerabilidad económica.

El 28.4% de las participantes manifestó 
que no es probable que las actividades 
o programas laborales las ayuden a en-
contrar empleo al quedar en libertad98. 
Las razones principales por las que las 
mujeres tienen esta creencia son: la ex-
periencia no es relevante para el mer-
cado laboral (29.9%), no han adquirido 
nuevas habilidades (28.6%) y los ante-
cedentes penales (17.7%) (Figura 66). 

98	 N=510

Figura 65. Tipo de habilidades adquiridas durante condena.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 382. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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Los antecedentes penales se convier-
ten en un obstáculo para conseguir un 
empleo al retornar a la comunidad. Un 
estudio sobre mujeres y encarcelamien-
to en América Latina concluyó: “una 
vez terminan su condena y son puestas en 
libertad, sus antecedentes penales perjudi-
can la posibilidad de encontrar un empleo 
decente y legal, lo cual perpetúa el círculo 
vicioso de exclusión social y encarcelamien-
to” (WOLA et al., 2016, p. 10).

“Salen con conocimientos en ciertas áreas para poder 
desempeñarse laboralmente, bien como empleados

o bien como independientes a través de microempresas;
las actividades que han desarrollado en los periodos en 

que ha permanecido privados de la libertad
les han permitido precisamente adquirir esas 

competencias, esas habilidades y esas facultades
para aprender un oficio y luego poder vivir de él”. 

(Juez de Ejecución de Penas)

“Es una mentira decir que hay oportunidades”. 
(Interna Buen Pastor)

“Se les deben dar opciones a quienes quedan en libertad, 
no solo sacarlas a la calle y que ellas vean qué hacer,

sino que se les den oportunidades”. 
(Interna Buen Pastor)

“Por eso la gente delinque, delinque y delinque...
porque la gente ve la hoja de vida y paila,

no hay oportunidades”. 
(Interna Buen Pastor)

Actividades o programas
educativos

El 69.1%99 de las mujeres manifestó 
haber participado en algún programa 
educativo. De estas mujeres, el 43.8% 
participó en programas para la vali-
dación del bachillerato, el 20.1% es-
tuvo en programas de alfabetización 
y el 13.8% llevó a cabo programas de 
educación técnica (Figura 67). Los pro-
gramas fueron calificados por el 53% 

99	 N=534

Figura 66. Razones por las que cree que los programas laborales no le van a ayudar a encontrar 
empleo al retornar a la comunidad.

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 147. Pregunta de múltiple respuesta,
por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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de las encuestadas como buenos, por 
el 20.1% como regulares y por el 17.9% 
como muy buenos100.

Por otra parte, el 30.9% de las internas 
no ha participado en programas educa-
tivos101. Las principales razones aduci-

100	 N=368
101	 N=534

das por estas mujeres fueron: el trabajo 
(29.3%), no le interesan los programas 
ofrecidos (25.6%), no hay cupo (12.8%) 
y no hay programas adecuados para su 
nivel (11.6%) (Figura 68). 

La Delegada para la Política Criminal y 
Penitenciaria de la Defensoría del Pue-
blo hace énfasis en la poca eficacia en 
la planeación, implementación y segui-

Figura 67. Tipo de programas educativos en los que ha participado.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=363. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.

Figura 68. Razón para no participar en programa educativo.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=164. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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miento de los programas educativos y 
laborales propuestos dentro de los cen-
tros penitenciarios. 

“No se cuenta con las instalaciones adecua-
das para llevar a cabo los programas educa-
tivos. La cobertura es insuficiente. Debido a 
dificultades internas el número de reclusas 
vinculadas al programa se vio disminuido 
y no se cuenta con el personal suficiente 
para dirigirlo. Esas situaciones demuestran 
la baja eficacia de la implementación de los 
programas de trabajo y educación, los cua-
les solo funcionan como mecanismos para 
descontar tiempo de condena. Así, se desco-
noce el propósito de los talleres como eje del 
proceso de resocialización y no garantizan 
la reinserción social. Tal reinserción supone 
la adquisición de hábitos laborales y algún 
tipo de capacitación que facilite a las mu-
jeres procurarse un empleo en el momento 
de obtener su libertad” (Delegada para la 
Política Criminal y Penitenciaria de la 
Defensoría del Pueblo, 2006, p. 1).

“Nada de lo que aprendemos acá sirve afuera y
solo sirve para descontar penas”. 

(Interna Buen Pastor)

 “Permanentemente las estoy capacitando en Derechos 
Humanos, tengo convenios con las diferentes 

universidades, terminamos un diplomado con la 
personería de Bogotá, viene también la Cruz Roja que 
tiene convenio con la Defensoría, hacemos brigadas 
jurídicas, de salud… entonces manejamos muchos 

convenios y trato de que la red sea muy amplia para 
llegarles a ellas de alguna manera”.

(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

“Si usted empieza a educar la gente desde aquí, a 
prepararlos, a tener un proyecto de vida, la reincidencia 
créame que va a disminuir, baja porque ellas tienen un 

proyecto de vida, ya están focalizadas en algo”.
(Funcionaria de un Centro Penitenciario) 

“Actividades de otro tipo de formación académica son 
muy pocas, como, por ejemplo, pregrado, postgrado…
a menos que ellas puedan pagar las matrículas y esas 
cosas, en eso sí se deberían ampliar las oportunidades 

educativas para lograr una verdadera resocialización”. 
(Juez de Ejecución de Penas)

La Figura 69 muestra los temas o áreas de 
interés de las mujeres encuestadas para 
la implementación de nuevos programas 
dentro de la institución penitenciaria. 
Es interesante ver la diversidad de los 
temas, algunos de éstos se alejan de las 
actividades tradicionalmente femeninas.

“En la mayoría de los establecimientos nosotros tenemos 
como temas artesanales, actividades de ocupación... pero 

realmente en mi concepto, no le dan oportunidades de 
reinserción laboral al privado de la libertad”.

(Funcionaria del INPEC)
 

“Yo no me imagino viviendo de hacer peluches,
yo creo que por eso es la reincidencia... porque es muy 
duro ver a los hijos sufriendo por no tener que comer”. 

(Interna Buen Pastor)

Maternidad y prisión

De acuerdo con las cifras del INPEC, en 
agosto de 2018, 15 madres lactantes y 
86 madres gestantes estaban privadas 
de la libertad en los centros penitencia-
rios del país.

De las internas encuestadas, 26 muje-
res manifestaron haber quedado em-
barazadas durante la detención y 16 de 
ellas -un poco más de la mitad- repor-
taron que recibieron tratamiento gine-
cológico o cuidado prenatal durante la 
detención. Lo anterior es consistente 
con las conclusiones de otros estudios: 
“la atención en salud a mujeres embaraza-
das es inadecuada y absolutamente preca-
ria. Las mujeres encarceladas no cuentan 
con los cuidados médicos requeridos du-
rante su embarazo, ni en el parto, ni en el 
período posterior a él” (Cruz et al., 2016, 
p. 48). 
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Según una funcionaria de un centro 
penitenciario, cuentan con un área de 
detección y prevención temprana, en la 
que se lleva el control periódico de las 
gestantes con especialistas y se realizan 
los exámenes requeridos. Además, la 
psicóloga del mismo establecimiento 
señaló que también tienen programas 
de atención especializada para madres 
consumidoras de sustancias psicoacti-
vas, en los que se realiza un diagnóstico 
y seguimiento para evaluar los niveles 
de riesgo que puedan existir. 
 

“Cogen al niño de escudo para beneficiarse… no estoy
de acuerdo con las mamás que hacen eso”. 

(Interna Buen Pastor)

La maternidad tiene una significación 
para cada mujer, según su proyecto de 
vida, historia personal, familiar y cri-
minal. Es de resaltar que la maternidad 
y los hijos que viven en la prisión tie-
nen múltiples significados en ese con-
texto particular: 

“(...) por una parte, las internas ven a los 
menores como un signo de esperanza, de 
alegría y satisfacción; como incentivos 
para salir adelante ante circunstancias de 
creciente dificultad. Mientras que las au-
toridades los consideran “amortiguadores” 
de violencia y hostilidad en las interaccio-
nes cotidianas entre internas, así como 
entre las relaciones con la autoridad. In-
cluso se explora la utilización racional del 
embarazo y la maternidad como estrategia 

Figura 69. Temas o áreas de interés de las mujeres encuestadas para la implementación
de nuevos programas.

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=536.
Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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de obtención de beneficios que hacen de la 
vida en prisión una estancia más cómoda 
para las internas” (Mejía Reyes, 2010, p. 
377).

“Mi mami no tiene tanto tiempo y mi hija requiere de 
tiempo -respecto a la decisión de quedarse con la hija 

menor viviendo dentro de la reclusión-”. 
(Interna Buen Pastor)

Las mujeres que tienen hijos pequeños 
mientras cumplen la pena, “se enfren-
tan a un dilema a la hora de decidir el futu-
ro de sus hijos. Algunas optan por tenerlos 
con ellas y afrontar las dificultades que eso 
conlleva, otras los dejan al cuidado de su 
familia. En cualquiera de los dos casos, las 
consecuencias son dolorosas tanto para 
madres como para hijos/hijas” (Comité 
de América Latina y el Caribe para la 
Defensa de los Derechos de la Mujer, 
2008, p. 29).

De acuerdo con datos del INPEC, en 
agosto de 2018, 67 niños menores de 
tres años vivían en los centros peni-
tenciarios del país. Una funcionaria 
del INPEC manifestó percibir “rasgos 
de tristeza” en los niños que viven en 
los centros penitenciarios, debido al 
entorno que los rodea y considera que 
el impacto es fuerte por el hecho de 
estar también privados de la libertad, 
a pesar de los esfuerzos realizados 
por la institución de aplicar un enfo-
que diferencial especialmente en estos 
casos.

En un informe sobre Colombia y otros 
países de la región, el Comité de Amé-

rica Latina y el Caribe para la Defen-
sa de los Derechos de la Mujer (2008) 
indicó que “las prisiones no cuentan con 
personal calificado, como médicos, psicó-
logos, pedagogos, que puedan hacer un 
acompañamiento con calidad a los menores 
de edad” (p. 29). Adicionalmente, se ha 
señalado que la infraestructura y el am-
biente de las cárceles no son aptos para 
la estancia de los niños menores de tres 
años (Delegada para la Política Crimi-
nal y Penitenciaria de la Defensoría del 
Pueblo, 2006). 

Cabe mencionar que existe un conve-
nio tripartito entre el INPEC, el Insti-
tuto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF) y la Fundación del Padre Da-
mián para establecer alianzas con or-
ganizaciones que presten los servicios 
básicos a la población infantil dentro de 
las reclusiones.

“Hay un médico que nos apoya del ICBF, viene cada 
15 días a hacer consulta de los niños y se detecta en ese 
momento si hay alguna urgencia, alguna prioridad con 

alguno de los niños... él también nos apoya”. 
(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

Referente a la salud de los hijos de las 
internas que permanecen en prisión, 
una funcionaria de un centro peniten-
ciario indicó que el servicio de medi-
cina general tiene cobertura para la 
población carcelaria y el personal mé-
dico está capacitado para atender las 
necesidades y evaluar la pertinencia 
de la remisión a otros especialistas. Sin 
embargo, algunos estudios en la región 
han encontrado que “las mujeres que vi-
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ven en prisión con sus hijas e hijos a me-
nudo no tienen acceso a la debida atención 
médica antes y después del parto ni a aten-
ción pediátrica, alimentación especial, leche 
o pañales” (Giacomello, 2013, p. 19). 

Después del nacimiento de los niños, las 
madres solo pueden cohabitar con ellos 
en el interior de la prisión hasta sus tres 
años de edad, de acuerdo con el artículo 
153 de la Ley 65 de 1993; el momento de 
la separación es un momento traumáti-
co a nivel personal, emocional y relacio-
nal. De acuerdo con Cruz et al. (2016), 
“esta ruptura genera traumas emocionales 
que no son atendidos de manera adecua-
da” (p. 49). En nuestra encuesta, siete 
mujeres reportaron que tuvieron que 
enfrentar esta situación de separación 
de sus hijos, y solo dos de ellas recibie-
ron acompañamiento psicológico. En el 
mismo sentido, otra investigación sobre 
las mujeres en prisiones colombianas 
concluyó que ni las madres ni sus hijos 
menores reciben ningún tipo de aseso-
ría psicológica para el momento de la 
separación (Briceño-Donn, 2006). 

Conclusiones preliminares

Los datos recolectados sugieren que exis-
ten precarias condiciones habitacionales 
y el acceso a algunos bienes y servicios 
básicos tiene limitaciones en los centros 
penitenciarios, lo anterior se exacerba 
debido a las tasas altas de hacinamiento 
en el país. Por ejemplo, de acuerdo con 
los lineamientos del INPEC (Memoran-
do No. 0251 de 2004), se debe entregar 

un paquete de toallas para un período 
de cuatro (4) meses, lo que resulta in-
suficiente. Es de resaltar que una de las 
necesidades específicas de las mujeres 
es el acceso a toallas higiénicas. Casi la 
mitad de las mujeres señaló que le han 
practicado exámenes enfocados en ne-
cesidades específicas de género y de-
rechos sexuales y reproductivos, tales 
como la citología o la detección de VIH. 
De otro lado, un alto porcentaje de in-
ternas encuestadas reportó que tiene 
acceso a servicios de atención médica 
preventiva.

El consumo de drogas es superior al 
de alcohol durante la privación de la 
libertad. Una de cada ocho (8) muje-
res encuestadas reportó que ha consu-
mido alcohol, mientras que dos (2) de 
cada ocho (8) internas señalaron haber 
consumido drogas. De hecho, una de 
las principales formas para conseguir 
recursos económicos que reportan las 
mujeres internas es la venta de drogas. 

En cuanto a la violencia que han ex-
perimentado durante la reclusión, 
casi la cuarta parte de las mujeres en 
la EPMPC señaló que ha recibido gol-
pes, la mayoría de estas mujeres in-
dicó que la agresora fue otra interna. 
Una de cada 11 internas reportó casti-
gos físicos. Un porcentaje muy bajo de 
mujeres señaló que ha sido víctima de 
violencia sexual.

En relación con los programas o acti-
vidades laborales y educativas, un alto 
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porcentaje señaló que ha participado 
en un programa educativo, principal-
mente para lograr la validación del 
bachillerato. Más de la mitad de las 
mujeres ha participado en actividades 
o programas laborales. Los programas 
o actividades laborales con el mayor 
porcentaje son del área artesanal. Los 
roles de género se ven reflejados en los 
programas y habilidades adquiridas 
por las mujeres en prisión, se trata de 
actividades tradicionalmente femeni-
nas que tienen poca relevancia en el 
mercado laboral. 

Así, las condiciones laborales y educa-
tivas de las internas no mejoran sus-
tancialmente durante la privación de la 
libertad, lo que contribuye a perpetuar 
su vulnerabilidad económica. Por el con-
trario, las mujeres proponen una amplia 
diversidad de temas para la implemen-
tación de nuevos programas, muchos de 
estos temas se alejan de las actividades 
tradicionalmente femeninas. 

Un tema específico para las mujeres y 
sus hijos es la maternidad en la prisión. 
Los hallazgos de esta investigación su-
gieren que los niños que viven en las 
prisiones representan retos importan-
tes para el sistema penitenciario. Uno 
de los problemas principales es la se-
paración de las madres de sus hijos al 
cumplir los tres (3) años, de acuerdo 
con las normas vigentes, sin contar con 
el apoyo psicológico adecuado para en-
frentar esta situación. 

2.2. Redes de apoyo y contacto 

“Perdí mi familia, mi hija, mi vida... y yo sé que estando 
afuera las cosas serían diferentes”. 

(Interna Buen Pastor)

El encarcelamiento tiene un impacto 
en las redes de apoyo de las internas. 
El 38.3% de las mujeres encuestadas 
afirmó que la relación con su familia se 
ha deteriorado (Figura 70). Cruz et al. 
(2016) encontraron que cuando las mu-
jeres son “las encarceladas, muchas termi-
nan siendo abandonadas y lejos de recibir 
comprensión y apoyo, son depositarias de 
mayores presiones y reproches por todas las 
responsabilidades como cuidadoras que ya 
no pueden asumir, o que deben seguir cum-
pliendo por medio del rebusque dentro de la 
cárcel” (p. 38). 

“Es una situación difícil para mi familia saber de que 
tienen una hermana que está en la cárcel (...)

fue muy duro para mi mamá”. 
(Interna Buen Pastor)

Figura 70. Estado de la relación con la familia
después de la detención.

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=360.

“‘¿Quién la mandó a delinquir?’ me decía mi mamá y 
mientras tanto mis hijos: ‘mami no hay ni pa’ las onces’”. 

(Interna Buen Pastor)
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“Mi familia me dejó sola”.
(Interna Buen Pastor)

“Digamos uno ve el fenómeno de las visitas familiares
de las mujeres en comparación con los hombres

y con ellos se ven filas larguísimas de personas esperando 
visitar a su familiar, que son la mamá, la esposa,
la novia, las tías… mientras que a las mujeres,

en realidad las visitan la mamá y los hijos,
pero casi que en la mayoría de los casos,

los hombres no permanecen en la relación con
las mujeres que son privadas de la libertad, me parece que 
ese vínculo familiar se rompe fácilmente cuando la mujer 

es recluida”.
(Funcionaria del INPEC)

Adicionalmente, se encontró que la 
mayoría de las mujeres sufrió la rup-
tura de la relación afectiva que tenía 

antes de la detención (52.5%)102 (Figu-
ra 71). En este sentido, el 54.2% de las 
encuestadas indicó no tener relaciones 
afectivas en la actualidad103. De las mu-
jeres que manifestaron tener pareja, el 
53.5% señaló que su pareja también se 
encuentra en prisión104.

El principal apoyo de las mujeres priva-
das de la libertad proviene de la fami-
lia (71%), la pareja (21.6%) y los amigos 
(14%) (Figura 72). La familia tiene un rol 
central. 

102	 N=360
103	 N=478
104	 N=284

Figura 71. ¿Cómo afectó la detención la relación afectiva previa?
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=360.

Figura 72. Apoyo fuera de la institución.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 528. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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“La cárcel es un filtro muy bueno, se quedan los que son... 
esto es un coladero de personas… de unos 80 amigos que 
tenía, ahora sí sé que los que quedan son los verdaderos, 

los puedo contar con los dedos de la mano
y me sobran”. 

(Interna Buen Pastor)

“[U]na de las muchas funciones que la fa-
milia cumple en el ámbito carcelario, es la de 
convertirse en un refugio que le brinda ayu-
da económica, física, emocional y/o de cual-
quier otro tipo a la persona que se encuentra 
en la cárcel; y es esta interacción la que va 
a marcar la historia de la persona dentro de 
la institución carcelaria, historia que se va a 
convertir en uno de los pilares que le permi-
tirá enfrentar y sobrellevar los cambios que 
implica estar durante un período de tiempo 
privado de la libertad” (Delegada para la 
Política Criminal y Penitenciaria de la 
Defensoría del Pueblo, 2006, p. 4). 

“Muchas veces los niños y las niñas no son llevados y 
además tienen que tener permisos para poder entrar,

esa situación es muy difícil”. 
(Defensora de Derechos de las Mujeres)

Parte del contacto que sostienen las in-
ternas con sus redes de apoyo se hace 
mediante el teléfono. Un alto porcenta-
je de ellas habla por teléfono todos los 

días con sus familiares: el 55.4% con 
sus hijos105 y el 45.4% con otros miem-
bros de la familia106. De igual forma las  
visitas en el centro penitenciario cum-
plen un papel determinante en la per-
manencia del vínculo. Sin embargo, 
algunas mujeres reportaron que nunca 
las visitan sus hijos (48.6%) (Figura 73), 
ni otros miembros de su familia (37.3%) 
(Figura 74). 

“Me lo echaron en cara, me cobraron hasta lo que no 
tenía, entonces yo les dije que no los quería volver a ver… 

por eso mi familia ni viene”. 
(Interna Buen Pastor)

En la Figura 73 y la Figura 74 aparecen 
las frecuencias de las visitas por parte 
de los hijos y otros familiares. Importa 
mencionar que “el contacto frecuente de 
los internos con sus familias y en especial 
con sus hijos, constituye un enorme ali-
ciente, baja los niveles de ansiedad y dismi-

105	 N=457
106	 N=529

Figura 73. Frecuencia de las visitas de los hijos.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 455.
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nuye los riesgos de suicidio y de agresiones 
entre internos en los penales” (Barbosa 
González, Reyes Sarmiento, & Escobar 
Cortes, 2009, p. 171). 

Algunas de las razones por las que 
las internas no reciben visitas más fre-
cuentes son la distancia entre el centro 
penitenciario y el lugar donde viven 
los familiares (24.9%) y la falta de dine-
ro (24.3%) (Figura 75). Uno de los fac-
tores que puede explicar la distancia 
entre el centro penitenciario y el lugar 
de residencia de la familia es el bajo 
número de unidades penales disponi-
bles para las mujeres infractoras. Esto 
genera riesgo de desenraizamiento y 
de abandono por parte de sus fami-
lias. Es de resaltar que el vínculo con 
sus familias es una cuestión determi-
nante en el proceso de reinserción, de-
bido a que son factores que estimulan 
el apoyo y les proporcionan seguridad 
mientras están en reclusión (Espinoza, 
2016).

“Cuando viven lejos y hay que pagar transporte es más 
difícil, porque la visita implica varias cosas y una muy 

importante es llevar comida, llevar comida para que ellas 
guarden, pero también para compartir durante la visita y 

eso es una plata adicional”.
(Defensora de Derechos de las Mujeres)

Otro posible motivo por el que las visi-
tas a las internas no son más frecuentes 
puede ser el trato que dan las autorida-
des a los visitantes en el proceso de in-
greso al centro penitenciario. El 60.2% 
de las encuestadas señaló que sus visi-
tantes se quejan por este motivo107. En 
la Figura 76 aparecen las actuaciones 
de las autoridades durante el ingreso 
mencionadas por las internas. 

En los últimos seis meses, la mayoría de 
las participantes manifestó no haber te-
nido visita íntima (61%)108. Las razones 
principales reportadas que explican la 
falta de visita íntima son: no tener pa-
reja (70.6%) y que sus compañeros(as) 

107	 N=462
108	 N=525

Figura 74. Frecuencia de las visitas de miembros de su familia.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=531.
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no las visitan (7.3%)109. Otro factor que 
puede incidir, es la implementación de 
castigos como la suspensión o prohibi-
ción de las visitas una vez (8.7%) o en 
varias ocasiones (5.5%)110.

109	 N=316
110	 N=506

Conclusiones preliminares

Las redes de apoyo de las mujeres priva-
das de la libertad en Colombia se carac-
terizan por: considerar a la familia como 
el apoyo más importante fuera de la ins-
titución y mantener comunicación vía te-
lefónica con sus hijos y madres a diario. 
A pesar de esto, la relación familiar sufre 

Figura 75. Razón principal por la que las visitas no son más frecuentes.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 523.

Figura 76. Actuaciones de las autoridades durante el proceso de ingreso de visitas.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 317. Pregunta de múltiple respuesta,

por ello el porcentaje puede superar el 100%.
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un deterioro en muchos casos. Uno de los 
factores que puede contribuir a afectar el 
vínculo son las visitas poco frecuentes 
por parte de sus hijos u otros miembros 
de la familia, por razones como la falta 
de dinero, las quejas de familiares sobre 
el trato del personal y la distancia entre el 
centro penitenciario y el hogar. Respec-
to a las relaciones afectivas luego del in-
greso a prisión, estas suelen terminar. La 
mayoría de las internas no reciben visita 
íntima porque no tienen pareja. 

2.3. Impacto intergeneracional

Estudios empíricos han concluido que 
el encarcelamiento de los padres tiene 
efectos adversos en los hijos, ya que 
experimentan el trauma de la separa-
ción, el estigma, o las presiones socia-
les y económicas. El encarcelamiento 
de los padres ha sido considerado un 
factor de riesgo para comportamien-
to antisocial, actividades delictivas, 
problemas de salud mental, abuso de 
drogas, problemas educativos y des-
empleo (Briceño-Donn, 2006, p. 40)111. 

111	 En la encuesta aplicada, incluimos algunas 
preguntas para que los internos identificaran 
los problemas que creían que sus hijos habían 
enfrentado después de su detención. Las madres 
reportaron algunos problemas de sus hijos. Sin 
embargo, como ha ocurrido en otras investi-
gaciones, es altamente probable que haya un 
subregistro porque las internas desconocen la 
situación o porque minimizan la importancia de 
los problemas de los hijos (Bloom & Steinhart, 
1993, p. 24). Es de aclarar que los datos que 
obtuvimos no permiten inferir una relación de 
causalidad entre los problemas identificados y el 
encarcelamiento de la madre. Se ve la necesidad 
de indagar el efecto del encarcelamiento en los 
dependientes en futuras investigaciones.

Estos efectos son más graves cuando 
la madre es detenida debido a su rol 
de cuidado (Bloom & Steinhart, 1993; 
Murray & Farrington, 2008). Las muje-
res como cuidadoras de sus hijos y su 
familia “tienen que asumir varias respon-
sabilidades, lo cual convierte la sanción 
penal en un castigo no contra los indivi-
duos, sino contra las familias” (Cruz et 
al., 2016, p. 37). 

El 85% de las mujeres entrevistadas 
en la EPMPC son madres, en prome-
dio tienen 2.7 hijos. El 46% tiene hijos 
menores de 11 años y el 15% tiene hijos 
menores de 4 años. La mayoría de las 
mujeres entrevistadas eran cabeza de 
familia (74.9%) y vivían con sus hijos 
antes de ser detenidas (73.4%). 

El 54.3% de las mujeres encuestadas 
eran las cuidadoras principales de 
sus hijos antes de ser privadas de la 
libertad, mientras que solo un 4.2% 
de los padres de sus hijos tenía este 
rol (Figura 77). En el caso de los in-
ternos encuestados, la principal en-
cargada del cuidado de los hijos era 
la madre (60.9%). Estos datos confir-
man que en efecto las mujeres se en-
cargan predominantemente de las 
responsabilidades de cuidado. Así, el 
encarcelamiento implica que las mu-
jeres abandonen su rol de cuidado y 
se separen de sus hijos, en la mayor 
parte de los casos, lo que puede tener 
efectos negativos tanto para la madre 
como para los hijos (Cruz et al., 2016, 
p. 38; Delegada para la Política Crimi-
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nal y Penitenciaria de la Defensoría 
del Pueblo, 2006, p. 5)112.

“Los problemas que hay en ellas son grandísimos con 
respecto al contexto familiar afuera, sus hijos... todo lo 
que ocasiona la prisionalización, desde el momento de 
la captura en donde hay un rompimiento, hay niños 

menores abandonados, la familia se desintegra, entonces 
empiezan a suceder todas las situaciones extras, inclusive 
hijos ya adultos que por la situación de la mamá recaen o 

llegan a unos problemas bastante grandes”. 
(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

Mientras las mujeres privadas de la li-
bertad cumplen su condena, sus hijos 
menores de edad viven principalmente 
con la abuela (43.7%), con otros familia-
res (17.4%) o con el padre (21.1%) (Fi-
gura 78). Mientras el hombre cumple su 
condena, se encontró que el cuidado de 
los hijos menores de edad está a cargo 
de la madre (71.4%) o la abuela (18.8%) 
(Figura 78). Cuando la madre es encar-
celada quienes cumplen el rol de cuida-
dores son los abuelos u otras mujeres de 

112	 Ministerio de Justicia y del Derecho - Observa-
torio de Drogas de Colombia (ODC), Reporte 
de Drogas de Colombia, 2017, p. 160.

la familia. En contraste, durante la re-
clusión del padre, el cuidado principal 
de los hijos es asumido por su pareja o 
la madre de los hijos (Bloom & Stein-
hart, 1993; Murray & Farrington, 2008). 

“Igual la relación que ella tuvo con el papá no fue la 
mejor, él como hombre se iba a tomar, la dejaba sola, uno 

llamaba y ella me decía “mi papá no ha llegado”. 
(Pospenada entrevistada)

“Pues en sus hijos, el impacto es mayor porque los hijos 
en ocasiones quedan con los padres, con los abuelos, pero 

nunca va a ser igual que el afecto que tienen
con las madres”.

(Juez de Ejecución de Penas)

Para los integrantes de la familia ex-
tensa, asumir el cuidado de los hijos 
de mujeres privadas de la libertad im-
plica múltiples dificultades. Por ejem-
plo, ayudar a los niños a manejar sus 
problemas psicológicos y emocionales, 
derivados del trauma de la separación 
de su madre; reexaminar su relación 
con la interna y lidiar con la decepción 
o la irritación con la interna por la carga 
adicional que le generó; buscar tiempo 
para las visitas; ajustar sus hogares para 
acomodar a los niños; y conseguir los 
recursos económicos para la manuten-
ción (Dallaire, 2007; Murray & Farring-

Figura 77. Principal encargado del cuidado de los hijos antes de la detención.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia n=455,

condenadas y 458 condenados con hijos. No incluye NS/NR
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ton, 2008). Usualmente los familiares 
también tienen un estatus socioeco-
nómico bajo, por ello encargarse del 
cuidado les genera cargas desproporcio-
nadas. En algunos casos, le recriminan 
a los niños que su madre haya come-
tido el delito, les hacen sentir que son 
un estorbo y que son problemáticos113. 
Veintitrés mujeres reportaron que sus 
hijos están institucionalizados en el 
ICBF. Solo cinco de estas mujeres seña-
laron que tienen la posibilidad de ver 
a los hijos que se encuentran en dicha 
institución. Esto es altamente proble-
mático debido a que genera una deses-
tructuración del vínculo profunda. 

113	 Entrevista con una investigadora de una or-
ganización de defensa de los derechos de las 
mujeres en Bogotá, Abril 17 de 2018.

“Mis hijos empezaron a comer mierda, los mandé a 
bienestar familiar porque mi mamá odia a mi hija”. 

(Interna Buen Pastor)

El 67.7% de las mujeres con hijos me-
nores de 18 años indicó que sus hijos 
menores de 18 años vivían juntos an-
tes de su detención. En el caso de los 
hijos de los hombres la situación era 
completamente diferente; solo el 36.5% 
de los internos señaló que sus hijos vi-
vían juntos antes de su detención (Fi-
gura 79). Al comparar los anteriores 
datos con los resultados de la pregunta 
¿sus hijos menores de 18 años viven jun-
tos actualmente?, encontramos que la 
proporción de la respuesta afirmativa 
en el caso de las mujeres se reduce 29.5 
puntos porcentuales, y en el caso de los 
hombres disminuye 8.5 puntos porcen-
tuales (Figura 79).

Figura 78. Principales encargados del cuidado de los hijos durante la detención.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=456 condenadas y 458 condenados con hijos.

Esta era una pregunta con respuesta múltiple. No incluye NS/NR.



Mujeres privadas de la libertad en Colombia

103

De hecho, 138 mujeres reportaron que 
después de su reclusión, los hijos que 
solían vivir juntos pasaron a vivir en 
hogares diferentes. Teniendo en cuenta 
estos datos se puede afirmar que pue-
de ser más probable que los hijos de las 
mujeres privadas de la libertad sean 
separados después de la reclusión. La 
desintegración familiar agrava la des-
vinculación relacional y afectiva entre 
madres e hijos, sobre todo en los casos 
donde las mujeres son en su mayoría 
las únicas responsables del hogar (Bri-
ceño-Donn, 2006). 

Una defensora de derechos de las muje-
res entrevistada afirmó que “una de las 
cosas más complicadas cuando las mamás 
están recluidas es que los hijos son reparti-
dos en los familiares”. 

“Empieza la distribución de los niños donde las tías, 
donde las abuelas, inclusive donde amigas o donde 

vecinas porque no hay otra opción (...) y empieza toda la 
problemática del manejo de la señora acá con la entrada, 

el impacto de su abandono en el hogar y todo lo que 
acarrea”.

(Funcionaria de un Centro Penitenciario)

De acuerdo con las mujeres participantes, 
después de su reclusión, las actividades 
en las que más participan sus hijos meno-
res de 18 años son de tipo escolar (83.6%), 
deportivo (19.5%) y laboral (14%)114. 

“A los que están en el ICBF les está yendo mal en el 
ámbito escolar”.

(Interna Buen Pastor)

Un efecto negativo que puede tener el 
encarcelamiento de la madre que solía 
tener el rol de cuidadora principal, es 
la afectación del desempeño escolar de 

114	 N=365 mujeres

Figura 79. Hijos menores de 18 años de los internos e internas ¿vivían juntos antes de la detención?
y ¿viven juntos actualmente?

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=378 mujeres condenadas
y 397 hombres condenados con hijos menores de 18 años.
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sus hijos (Bloom & Steinhart, 1993; Mu-
rray & Farrington, 2008). El 79.1% de 
las 316 internas madres de niños entre 
4 y 18 años señaló que el rendimiento 
académico de sus hijos desmejoró des-
pués de su detención (Figura 80). 

“Mi hija perdió 2 veces sexto, ella está atrasada 
académicamente, pero en este momento, eso no importa… 
el año pasado lo estaba haciendo por tercera vez, cuando 

yo salí a mitad de año, ella iba perdiendo el curso otra vez 
y comenzaron las notas a subir, así nomás de 4,0 y 5,0”.

(Pospenada)

“El hecho de que los hijos, que generalmente son 
varios, no puedan contar con su crianza, sino que 
estén sometidos al cuidado de terceras personas, de 

otros miembros de la familia… pues sin duda impacta 
negativamente la vida de esas criaturas”.

(Juez de Ejecución de Penas)

La detención de la madre cabeza de 
familia puede ser un factor que contri-
buya a la deserción escolar, ya que las 
dificultades económicas y las necesida-
des de cuidado pueden conllevar a que 
en algunos casos, las madres deleguen 
su responsabilidad de cabeza de fami-
lia a hijos menores115. El 38.7% de las 
186 internas madres de niños entre 12 y 
18 años señaló que alguno de sus hijos 
dejó la escuela para empezar a trabajar 
después de su detención. El 18.8% de 
las internas madres de niños entre 12 y 
18 años reportó que alguno de sus hijos 
dejó la escuela para cuidar a sus herma-
nos (Figura 81). 

115	 Entrevista con un Juez de Ejecución de Penas 
y Medidas de Seguridad (JEPMS).

Figura 80.¿Desmejoró el rendimiento académico de los hijos entre 4 y 18 años
después de la detención de la madre?

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=316 mujeres condenadas con hijos entre 4 y 18 años
y que tienen conocimiento de la detención. No incluye NS/NR

Figura 81. Abandono de la escuela de los hijos entre 12 y 18 años para cuidar a los hermanos
o para trabajar después de la detención de la madre.

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=186 mujeres condenadas con hijos entre 12 y 18 años
y que tienen conocimiento de la detención. No incluye NS/NR.
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Al respecto, la Delegada para la Política 
Criminal y Penitenciaria de la Defen-
soría del Pueblo describe que “los hijos 
generalmente quedan desprotegidos y sin 
ningún tipo de sustento económico, lo que 
conduce al abandono de la escuela y los obliga 
a asumir en sus vidas un nuevo papel que no 
siempre se acomoda a su etapa de desarrollo 
(ej.: convertirse en trabajador)” (Delegada 
para la Política Criminal y Penitenciaria 
de la Defensoría del Pueblo, 2006, p. 5).

“Pero al estar en prisión le delegan su responsabilidad 
de cabeza de familia, a hijos menores y resulta que 

terminamos fragmentando más el núcleo familiar, o el 
tema de que estos niños quedan abandonados, entonces 

ellos también se dedican a situaciones que tienen que ver 
con conductas delictivas porque lo hacen para sobrevivir”.

(Juez de Ejecución de Penas)

De acuerdo con algunos estudios, la 
ausencia de los padres en los hogares 
puede generar consecuencias negativas 
tales como el consumo de sustancias 
psicoactivas (Bloom & Steinhart, 1993, 
p. 30). El 10% de las 186 madres de hijos 
entre 12 y 18 años respondió que algu-
no de sus hijos empezó a consumir al-
cohol después de su detención. El 26.5% 
señaló que alguno de sus hijos empezó 

a consumir droga (Figura 82). Importa 
resaltar que en el Estudio Nacional de 
Consumo de Sustancias Psicoactivas en 
Adolescentes en Conflicto con la Ley en 
Colombia de 2009, el 23.2% de los ado-
lescentes (en centros especializados y 
en libertad vigilada o asistida) entrevis-
tados señaló que su papá o mamá han 
estado presos116. Este es un porcentaje 
muy alto, teniendo en cuenta el tamaño 
de la población penitenciaria y el tama-
ño de la población en el país. 

“Mi hijo no tiene un sueño, yo no lo enfoqué hacia 
ninguna meta y así está Colombia.

Así como yo me equivoqué con mi hijo, Colombia se 
equivocó con la sociedad”.

(Interna Buen Pastor)

Conclusiones preliminares

La prisionalización de las mujeres en 
Colombia puede generar efectos en 
los hijos menores de 18 años, ya que la 

116	 ICBF, Dirección Nacional de Estupefacientes 
(DNE) y la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito (UNODC), Estudio 
Nacional de Consumo de Sustancias Psicoac-
tivas en Adolescentes en Conflicto con la Ley 
en Colombia, 2009. p. 38.

Figura 82. Inicio del consumo de alcohol o drogas, por parte de los hijos entre 12 y 18 años,
después de la detención de la madre

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, 2017. N=186 mujeres condenadas con hijos entre 12 y 18 años
y que tienen conocimiento de la detención. No incluye NS/NR
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mayoría de ellos vivían con ellas, antes 
de que ingresaran a prisión; ellas eran 
también las principales cuidadoras y 
fuente de ingresos económicos para 
su manutención. Al contrario, solo un 
porcentaje muy reducido de los hom-
bres encuestados tenía el rol de cuida-
do principal de los hijos. Después de 
la detención, los hijos de madres en-
carceladas quedan bajo el cuidado de 
la familia extensa, principalmente la 
abuela. 

En muchos casos, se presentó la sepa-
ración de sus hijos, al “repartirlos” con 
los familiares. La dinámica es muy di-
ferente cuando el detenido es el padre, 
en tanto los hijos quedan bajo el cui-
dado de la madre. En consecuencia, es 
muy probable que la desestructuración 
familiar y los efectos adversos en los hi-
jos que provoca el encarcelamiento de 
la madre sean más intensos.

La mayoría de las internas señaló que 
después de su detención, desmejoró 
el rendimiento académico de sus hi-
jos menores de 18 años. Un porcentaje 
significativo de las encuestadas indicó 
que alguno de sus hijos dejó la escuela 
para empezar a trabajar. Algunas muje-
res también reportaron que alguno de 
sus hijos dejó la escuela para cuidar a 
sus hermanos. Sería importante reali-
zar estudios que permitan explorar a 
profundidad si existe relación causal 
entre el encarcelamiento de la madre y 
los posibles efectos negativos.

2.4.	 Perspectivas para la vida 	
	 de las mujeres en libertad

“Acá nosotras soñamos minuto a minuto. Uno se la pasa 
soñando las 24 horas del día”. 

(Interna Buen Pastor)

La prisión tiene un impacto grave en 
las vidas de las mujeres, sus efectos 
continúan después de quedar en liber-
tad. Las principales dificultades que las 
encuestadas creen que van a enfrentar 
son: conseguir un trabajo (53.5%), eco-
nómicas (48.3%), estigmatización o re-
chazo social (29.1%), relación con sus 
hijos (26.1%), y encontrar un lugar para 
vivir (17.9%) (Figura 83). 

“Ya no es una meta en común como teníamos antes
de que yo entrara acá -respecto a cambios de proyectos

a futuro con hijos-”. 
(Interna Buen Pastor)

En cuanto a quiénes las pueden ayudar 
a resolver sus problemas al quedar en 
libertad, el 82.7% de las mujeres indicó 
que su familia. La Figura 84 muestra que 
la mayoría planea vivir con su familia o 
pareja. En contraste, un 8% afirmó que 
no tiene a nadie que pueda brindarle 
apoyo117. Se puede inferir que la reduc-
ción de redes de apoyo, puede deberse 
a que “cuando recobran su libertad se en-
frentan a estigmas mayores: mientras para 
los hombres el haber estado en prisión puede 
ser un elemento de prestigio machista, «las 
mujeres ex convictas quedan estigmatiza-
das como malas en un mundo que constru-
ye a las mujeres como entes del bien y cuya 

117	 N=526
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maldad es imperdonable e irreparable»” 
(Procuraduría Delegada en lo Preventi-
vo para Derechos Humanos y Asuntos 
Étnicos - Grupo de Asuntos Penitencia-
rios y Carcelarios, 2006, p. 17).

“Esto lo marca a uno para toda la vida”.
 (Interna Buen Pastor)

 

“Ya no pienso en mí sino en ellos”.
(Interna Buen Pastor)

Uno de los retos principales que anti-
cipan las mujeres encuestadas es la es-
tigmatización o el rechazo social. “Las 
mujeres encarceladas son víctimas de la es-
tigmatización derivada, tanto de su propia 
condición de mujeres como de la que les im-
pone su situación de presas y en la mayoría 
de los casos, también de la discriminación 
común a los grupos pobres y marginados” 
(Briceño-Donn, 2006, p. 17).

“La sociedad es muy cruel y morbosa -respecto a la 
estigmatización-”.

(Interna Buen Pastor)

“Yo les digo a mis hijos que no le digan nada a sus 
amiguitos porque a veces los niños en su inocencia 

pueden ser muy crueles” 
(Interna Buen Pastor)

Teniendo en cuenta los estereotipos de 
género, para las mujeres es más difícil “el 
des-etiquetamiento y la deconstrucción del 
estigma que se levanta por haber incumplido, 
tanto para la justicia como para la opinión pú-
blica en general, al menos tres mandatos so-
ciales: ‘ser una buena mujer’, ‘ser una buena 
madre’ y ‘pertenecer solo al ámbito del hogar 
para cuidarlo, protegerlo y construir una fa-
milia que pueda ser considerada como tal’” 
(Kalinsky, 2013, p. 58). 

Otro de los retos que anticipan las 
mujeres es su inserción o reinserción 
al mercado laboral (Figura 83). La des-
igualdad y exclusión de las mujeres en 
el mercado laboral en el país, los bajos 
niveles educativos de las internas, y 
la falta de habilidades relevantes para 
el mercado productivo son obstáculos 
para conseguir trabajo. Los antece-
dentes penales agravan los obstáculos 

Figura 83. ¿Cuáles cree que son las principales dificultades que va a enfrentar
después de quedar en libertad?

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n=536.
Era pregunta de respuesta múltiple. No incluye NS/NR.
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para conseguir empleo118 y en algunos 
casos son fuente de discriminación119.

“Obviamente somos como la escoria para la sociedad, 
siempre nos generalizan -respecto a la perspectiva de 

opciones laborales-”. 
(Interna Buen Pastor)

Una defensora de derechos de las muje-
res y la directora de una fundación para 
pospenados entrevistadas mencionaron 
que las mujeres están en una situación 
de vulnerabilidad que se agrava con la 
exigencia del pasado judicial para obte-
ner un empleo; esto se puede convertir 
en otro castigo, debido a que aunque 
paga la condena, la comunidad las juz-

118	 Entrevista con una pospenada, Abril 26 de 
2018.

119	 Entrevista con una investigadora de una 
organización de defensa de los derechos de 
las mujeres en Bogotá, Abril 17 de 2018. La 
entrevistada relató que una mujer pospenada 
fue contratada, pero con un salario más bajo 
en comparación con los demás trabajadores y 
cuando indagó con su empleador la respuesta 
fue: “pues agradezca que yo le estoy dando trabajo, 
porque usted acaba de salir de la cárcel”.

ga. El pasado judicial es casi un indica-
dor de que no se van a resocializar. 

El 67.5% de las mujeres que han esta-
do en prisión al menos una vez en el 
pasado indicó que las habilidades que 
adquirieron en los programas laborales 
o educativos en su anterior detención 
no fueron útiles para obtener ingresos 
económicos ni encontrar empleo al sa-
lir de la cárcel la última vez (Figura 85). 

Figura 84. Personas con quienes vivirá al quedar en libertad.
Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 528. 

Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100%.

Figura 85. ¿Las habilidades que aprendió en la 
prisión en una detención anterior le ayudaron a 

encontrar trabajo o ingresos económicos al quedar 
en libertad?

Fuente: Encuesta proyecto Mujeres y prisión en Colombia, n = 40. 
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“Le toca vender arepas o tinto porque ninguna empresa 
da la oportunidad”. 

(Interna Buen Pastor)

Algunos estudios han encontrado 
que la disponibilidad de actividades 
laborales dentro de la reclusión para 
las mujeres suelen ser poco funciona-
les para reintegrarse a una economía 
formal y estable después de la reclu-
sión (Briceño-Donn, 2006; Giacomello, 
2013). Es de resaltar que “las actividades 
que se realizan son poco productivas, esca-
samente reconocidas y mal remuneradas” 
(Briceño-Donn, 2006, p. 53). Aunado 
a lo anterior, según lo manifestaron 
las  fundaciones Bordado a Mano y 
Casa Libertad, uno de los inconvenien-
tes de los programas laborales que tie-
nen lugar en los centros penitenciarios 
es la falta de continuidad al quedar en 
libertad.

“Eso solo es trabajo para adentro de la cárcel porque 
¿dónde está la plata para hacerlo?, ¿qué hago yo teniendo 

todo el conocimiento, si no lo puedo implementar? 
Entonces ¿qué hacen ellas?, tomar el curso solo porque se 

los valen como descuento”.
(Pospenada)

La falta de oportunidades puede llevar 
a las mujeres a la reincidencia. En el 
grupo focal con JEPMS, un Juez señaló: 

“las madres cabezas de familia, con una 
cantidad de hijos, ellas tienen que salir a la 
calle a buscar empleo y la situación econó-
mica del país, si no les da oportunidades a 
personas que no tienen antecedentes, me-
nos a las personas que salen de una cár-
cel... entonces digamos que el tema está 
complejo y ellas terminan cayendo otra vez 

en el tema delictivo, porque ellas mismas 
en las entrevistas dicen: es que no tengo 
otra oportunidad o si no mis hijos mueren 
de hambre y yo tengo que hacer algo, en-
tonces vuelven a hurtar”120.

Conclusiones preliminares

Los efectos de la prisión en la vida de 
las mujeres continúan después de que 
quedan en libertad. Las mujeres en-
cuestadas reportaron que las principales 
dificultades que van a enfrentar al que-
dar en libertad son: económicas, los 
obstáculos para conseguir un trabajo, 
la estigmatización o el rechazo social, y 
la relación con sus hijos. 

El reto principal que creen que van a 
enfrentar es la inserción o reinserción 
en el mercado laboral. De acuerdo con 
los hallazgos de esta investigación, los 
obstáculos principales que van a enfren-
tar son: la desigualdad y exclusión de 
las mujeres en el mercado laboral, sus 
bajos niveles educativos, la falta de ha-
bilidades relevantes para el mercado 
productivo y los antecedentes penales. 
Este panorama es problemático, ya que 
según datos cualitativos recolectados la 
falta de oportunidades puede llevar a 
las mujeres a la reincidencia.

120	 Grupo Focal con JEPMS, Bogotá, 23 de abril  
de 2018.
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Capítulo 2
RECOMENDACIONES 

DE
POLÍTICA PÚBLICA

Partiendo de los hallazgos de la 
EPMPC, en este capítulo se consignan 
reflexiones sobre algunas alternativas 
de política que pueden ser discutidas 
para contribuir a enfrentar los proble-
mas encontrados. Este capítulo se di-
vide en tres partes. La primera busca 
racionalizar el uso de la prisión frente 
a las mujeres infractoras a través de la 
ampliación de las alternativas a pri-
sión; la segunda parte se enfoca en las 
vidas de las mujeres privadas de la li-
bertad. Finalmente, la tercera parte está 
orientada a proponer alternativas para
mejorar las perspectivas de las mujeres
para el momento en que queden en li-
bertad y retornen a la comunidad. 

1.	 Racionalizando el uso
	 de la prisión: 			 
	 alternativas a la prisión
	 para las mujeres		
	 infractoras con 			
	 enfoques de género y 	
	 de justicia restaurativa
El capítulo anterior explora el perfil 
de las mujeres privadas de la libertad 
en Colombia y algunos posibles efec-
tos de la prisión en sus vidas y en las 
de sus hijos o dependientes. Con base 
en datos cualitativos y cuantitativos, 
se identificó que un alto porcentaje de 
mujeres privadas de la libertad tiene 
un estatus socioeconómico bajo, son 
madres cabeza de familia y tienen hijos 
menores de 11 años. Muchas de estas 
mujeres han sido víctimas de violencia 
basada en el género. 
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Muchas de estas infractoras cometieron 
delitos que no representan un riesgo 
grave para la seguridad ciudadana y 
reportan que perpetraron el delito por 
razones relacionadas con su vulnerabi-
lidad económica. El porcentaje de mu-
jeres que pertenece a organizaciones 
criminales es bajo. En las organizacio-
nes, ellas usualmente forman parte de 
los eslabones débiles y fácilmente sus-
tituibles, por ello su prisionalización no 
afecta significativamente las organiza-
ciones y redes criminales. La privación 
de la libertad de estas mujeres causa 
efectos desproporcionados e innecesa-
rios en sus vidas, en las de sus hijos y 
en la sociedad en general, y adicional-
mente agrava los factores que las lleva-
ron a la comisión del delito.
 
Teniendo en cuenta el perfil de las mu-
jeres privadas de la libertad y los poten-
ciales efectos de su encarcelamiento, es 
importante preguntarse si la pena de 
prisión debe seguir siendo la respuesta 
dominante frente a los delitos cometi-
dos por estas mujeres. O si se deberían 
ampliar y potencializar en nuestra legis-
lación alternativas a la prisión para mu-
jeres infractoras en estas condiciones. 

La Comisión Interamericana para el 
Control del Abuso de Drogas (CICAD) 
ha definido las alternativas a la prisión 
como: 

“Todas aquellas medidas (que pueden ser 
tanto reformas jurídicas como también estra-
tegias, programas o políticas) que buscan: 

i 	 Reducir el procedimiento penal 
ii 	 Limitar el uso del encarcelamiento 

como retribución penal o como san-
ción, o

iii 	 Disminuir el tiempo efectivo de priva-
ción de libertad en el caso de encarcela-
miento”1.

La CICAD también ha señalado que 
las alternativas a la prisión se pueden 
agrupar en tres categorías2: 

•	 Alternativas que limitan la entra-
da al sistema de justicia penal. Por 
ejemplo, i la despenalización de 
ciertas conductas, y ii los mecanis-
mos de desvío policial que permi-
ten que el infractor sea derivado a 
esquemas de acompañamiento o 
tratamientos de rehabilitación3.

1	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015, p. 19-20.

2	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015, p. 23-38.

3	 Un ejemplo de programa de desvío es el LEAD 
(Law Enforcement Assisted Diversion) de 
Seattle, Washington. 

	 “Es un programa independiente, dirigido a 
personas arrestadas por delitos de drogas 
menores y prostitución. El oficial que lleva 
a cabo el arresto puede decidir enviarlo a 
dicho programa o no. Esto implica que pasa 
a una persona que administra el caso, la cual 
es la encargada de establecer el esquema 
de acompañamiento que debe tener cada 
infractor beneficiario, el cual suele incluir 
procedimientos personalizados según las 
necesidades específicas” (CICAD. Informe 
técnico sobre alternativas al encarcelamien-
to para los delitos relacionados con drogas, 
2015, p. 27).



Recomendaciones de política pública

115

•	 Alternativas durante el proceso pe-
nal. Por ejemplo, i medidas de asegu-
ramiento no privativas de la libertad, 
ii la derivación de casos a tribunales 
o programas especiales4, y iii las sen-
tencias sin custodia tales como las 
órdenes de servicio comunitario5.

•	 Alternativas post procesales para 
controlar la población carcelaria y 
permitir la liberación anticipada. Por 
ejemplo, la libertad condicional o la 
libertad supervisada acompañadas 
de estrategias de integración social. 

La propuesta es ampliar y potencia-
lizar las alternativas a la prisión para 
las mujeres infractoras que no repre-
sentan un riesgo alto para la seguridad 
ciudadana y que tienen responsabili-
dades de cuidado. Así, se reservaría el 
encarcelamiento para las mujeres que 
cometan delitos que generen un mayor 
impacto para la sociedad y que repre-
senten un verdadero riesgo para la se-
guridad ciudadana. 

Las alternativas a la prisión pueden 
contribuir a garantizar el principio de 
proporcionalidad de la pena, reducir 
las tasas de hacinamiento, disminuir los 
costos, en términos humanos, económi-
cos y sociales, y lograr mayor efectividad 
para el cumplimiento de los objetivos de 
reinserción social, seguridad ciudadana 
y reducción del delito. Cabe aclarar que 
las alternativas a la prisión no se tradu-
cen en una ausencia de respuesta frente 
al delito. En realidad, son respuestas al 
delito que incluyen opciones diferentes 
a la privación de la libertad y que son 
más costo-efectivas que las sanciones 
tradicionales.
 
En esta sección se recomienda que el 
diseño e implementación de las alter-
nativas a la prisión incorpore: i una 

4	 Un ejemplo sería el programa Back on Track 
de la Fiscalía del Distrito de San Francisco. 

	 “El programa “Back on Track” está princi-
palmente dirigido a infractores de entre 18 y 
30 años de edad sin ninguna condena previa, 
acusados de micro tráfico y que no hayan in-
currido en violencia relacionada. El programa 
se destaca por su enfoque en los distribuidores 
en lugar de los usuarios problemáticos de 
drogas.

	 Los participantes del programa son remitidos 
por la fiscalía, se declaran culpables de la ofen-
sa y son supervisados por un juez designado. 
Back on Track es un programa que dura entre 
12 y 18 meses, trabajando con ONGs locales, 
bajo supervisión judicial, ofrece capacitación 
laboral y otros programas, mientras exige que 
los participantes realicen servicio comunita-
rio. Una vez concluido satisfactoriamente, se 
desestima el caso y el record del participante 
queda sellado. Si un participante no cumple 
los requisitos del programa, el juez puede 
imponer inmediatamente la sanción de ir a 
la cárcel.

	 Según la oficina del fiscal de San Francisco, 
que sigue Back on Track, después de casi una 
década, se ha reducido la reincidencia entre 
los graduados a menos del 10 por ciento.”  
(CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015, p. 33).

5	 Sentencia sin custodia, es decir, la persona es 
condenada pero no es enviada a prisión. Se 
pueden imponer uno o varios de los siguientes 
requisitos: supervisión, servicio no pago a la 
comunidad, tratamiento por adicción a drogas 
o alcohol, programa para ayudar a cambiar y 
evitar reincidencia, lugar de residencia acor-
dado con la corte, actividades para mejorar 
las habilidades, prohibición de ir a lugares 
específicos, prohibición de actividades espe-
cíficas, tratamiento mental, etc.
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perspectiva de género y ii un enfoque 
de justicia restaurativa. 

Esta sección se divide en cinco partes: 
la primera argumenta la necesidad de 
incorporar y potencializar las alterna-
tivas a la prisión para mujeres infrac-
toras en el contexto colombiano; la 
segunda analiza algunas racionalidades 
que justifican las alternativas a la pri-
sión; la tercera discute algunas posibles 
objeciones frente a las alternativas a 
la prisión; la cuarta sugiere incorporar 
perspectiva de género y de justicia res-
taurativa en el diseño e implementa-
ción de las alternativas a la prisión, y 
la quinta propone algunas recomenda-
ciones de política pública para ampliar 
y potencializar las alternativas a la pri-
sión para las mujeres infractoras.

1.1.	 La necesidad de ampliar 	
	 y potencializar las 		
	 alternativas a la
	 prisión para mujeres 		
	 infractoras en el 			 
	 contexto colombiano

Es necesario ampliar y potencializar 
las alternativas a la prisión para muje-
res infractoras, teniendo en cuenta dos 
elementos del contexto nacional: i la 
tendencia al populismo punitivo y al 
mayor encarcelamiento, y ii las limita-
ciones en el diseño e implementación 
de alternativas al encarcelamiento vi-
gentes como la prisión domiciliaria.

1.1.1.	 La tendencia al populismo 	
	 punitivo y el uso de la prisión 	
	 en Colombia

Un elemento del contexto colombiano 
que sugiere la necesidad de ampliar y 
potencializar las alternativas a la pri-
sión es la tendencia al populismo puni-
tivo y el uso de la prisión en Colombia. 
La política criminal colombiana ha 
sido caracterizada como desarticulada, 
reactiva, volátil, incoherente, y con una 
tendencia inspirada en el populismo 
punitivo6. En esta parte del texto, se ex-
ploran tres rasgos del uso de la prisión 
en el país que sugieren la presencia del 
punitivismo: i la tendencia al mayor 
uso del encarcelamiento, ii el uso fre-
cuente de la detención preventiva, y iii 
el alto número de personas privadas 
de la libertad por delitos de posesión. 
Los datos disponibles sugieren que la 
tendencia al populismo punitivo se ha 
reflejado en la población de mujeres 
privadas de la libertad: i el número de 
mujeres en prisión ha aumentado más 
rápido que el número de hombres en 
prisión, ii el porcentaje de mujeres pri-
vadas de la libertad en detención pre-
ventiva es más alto que el de hombres 
en detención preventiva, y iii un alto 
porcentaje de mujeres se encuentra en 
prisión por delitos relacionados con es-
tupefacientes, típico delito de posesión. 

6	 Corte Constitucional, sentencias T-388 de 
2013 y T-762 de 2015, párr. 33, 42. Comisión 
Asesora de Política Criminal, Informe Final: 
Diagnóstico y propuesta de lineamientos de 
política criminal para el Estado colombiano, 
2012, párr. 46 y s.s., 75 y s.s.
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En este escenario de populismo puniti-
vo, la Corte Constitucional ha resaltado 
la necesidad de reformar las políticas 
públicas relacionadas con la justicia 
penal y el sistema penitenciario7, te-
niendo en cuenta el estándar constitu-
cional mínimo. De acuerdo con dicho 
estándar, la política criminal debe: i 
tener un carácter preventivo y basarse 
en el principio del derecho penal como 
ultima ratio; ii respetar el principio de 
la libertad personal de forma estricta y 
reforzada; iii buscar como fin primor-
dial la efectiva resocialización de los 
condenados; iv tener en cuenta que las 
medidas de aseguramiento privativas 
de la libertad deben ser excepcionales; 
v ser coherente; vi estar sustentada en 
elementos empíricos; vii ser sostenible 
desde el punto de vista de los costos; y 
viii proteger los derechos humanos de 
la PPL8.

El estándar constitucional mínimo im-
plica racionalizar la política criminal 
colombiana, con fundamento en el 
principio del derecho penal como ulti-
ma ratio, y así replantear el punitivis-
mo. Con el fin de racionalizar la política 
criminal y reducir el uso del encarcela-
miento, se ha propuesto la ampliación 
y fortalecimiento de las alternativas a 
la prisión en Colombia (Cruz, Martínez 

Osorio, Chaparro González, Uprimny 
Yepes, & Chaparro Hernández, 2016; 
Uprimny Yepes, Chaparro Hernández, 
& Cruz, 2017)9. Es de mencionar que se 
han presentado proyectos de Ley que 
buscan ampliar las alternativas a la 
prisión en el país. Por ejemplo, el Pro-
yecto de Ley 148 de 2016 Senado (ar-
chivado) y el Proyecto de Ley 014 de 
2017 Senado.

El uso de la prisión para delitos e infrac-
tores frente a los que se podrían aplicar 
alternativas a la prisión afectaría la le-
gitimidad del ius puniendi. De acuerdo 
con la Comisión Asesora de Política 
Criminal, “si la garantía y la protección de 
los derechos humanos y de los bienes jurí-
dicos fundamentales pueden ser alcanzados 
por vías distintas a la penal, como la políti-
ca social, las políticas preventivas o el uso 
de mecanismos administrativos de control, 
entonces es ilegítimo recurrir al instru-
mento penal” (2012, p. 63).

Giro punitivo y tendencia al mayor 
uso del encarcelamiento 

La población de mujeres privadas de la 
libertad en Colombia ha tenido una ten-

7	 Ver, por ejemplo, Corte Constitucional, sen-
tencia T-388 de 2013, M.P. María Victoria Calle 
Correa; sentencia T-762 de 2015, M.P. Gloria 
Stella Ortiz Delgado.

8	 Corte Constitucional, sentencia T-762 de 2015, 
M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.

9	 Ver por ejemplo, Comisión Asesora de Polí-
tica Criminal, Informe Final: Diagnóstico y 
propuesta de lineamientos de política crimi-
nal para el Estado colombiano, 2012; Minis-
terio de Justicia y del Derecho - Observatorio 
de Drogas de Colombia (ODC), Reporte de 
Drogas de Colombia, 2017; CICAD. Informe 
técnico sobre alternativas al encarcelamiento 
para los delitos relacionados con drogas, 
2015.
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Figura 86. Tasa de prisión en Colombia (1991-2018)10

Fuente: INPEC, series históricas, junio de 201811

DANE, proyecciones de población.12

dencia hacia el aumento desde comien-
zos de la década de los años 90 (Figura 
86), en el marco de una tendencia al ma-
yor uso del encarcelamiento en el país. 

Entre 1991 y 2018, la tasa de prisión en 
Colombia aumentó casi tres veces, pasó 
de 84.3 en 1991 a 236.7 en junio de 2018. 
En el mismo período, la tasa de mujeres 
en prisión por 100.000 habitantes muje-
res pasó de 9.9 en 1991 a 31.5 en junio 
de 2018 (Figura 87). Mientras la tasa de 
la población penitenciaria general au-
mentó en 151%, la tasa de mujeres en 

prisión aumentó en 219%, es decir la 
tasa de mujeres se incrementó 68 puntos 
porcentuales más en el mismo período. 
Lo anterior significa que el aumento en 
el número de mujeres privadas de la li-
bertad ha sido más acelerado.

A partir de comienzos de la década de 
2000, se observan cuatro períodos en la 
tasa de prisión en Colombia (Figura 86): 

i 	 Entre 2000 y 2005, la tasa de prisión 
aumentó en un 31%; 

ii 	 En 2006 y 2007, la tasa de prisión 
disminuyó, pasó de 161.7 en 2005 
a 140.1 en 2007. Cabe mencionar 
que estos fueron los primeros años 
de vigencia del Código de Proce-
dimiento Penal (CPP) de 2004, que 
resaltó el principio de prevalencia 
de la libertad y estableció limita-
ciones frente al uso de la detención 
preventiva; 

10	 La línea de tendencia exponencial de la gráfica 
muestra la tendencia al aumento de la tasa de 
prisión. El R2 es 0.95, lo que significa que hay 
un buen ajuste entre la línea y los datos.

11	 El número de internos corresponde al prome-
dio de cada año. Para el año 2018, el promedio 
se tomó de la información disponible para el 
período entre enero y junio.

12	 DANE, Proyecciones de población con base en 
el Censo 2005. Disponible en: https://www.
dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/demografia-y-poblacion/proyecciones-
de-poblacion
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13	 El número de internas corresponde al prome-
dio de cada año. Para el año 2018, el promedio 
se tomó de la información disponible para el 
período entre enero y junio.

14	 DANE, Proyecciones de población con base en 
el Censo 2005. Disponible en: https://www.
dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/demografia-y-poblacion/proyecciones-
de-poblacion

15	 Por ejemplo, la Ley 1142 de 2007 estableció 
una presunción de peligro para la comuni-

Figura 87. Mujeres privadas de la libertad: número y tasa por 100.000 habitantes mujeres (1991-2018)
Fuente: INPEC, series históricas, junio de 201813

DANE, proyecciones de población.14

iii 	Entre 2008 y 2013, la tasa de encar-
celamiento presentó un drástico au-
mento, pasó de 140.1 en 2007 a 250 
en 2013. En 2013, se llegó al pico de 
la tasa de prisión en Colombia; en-
tre 2007 y 2013, fueron expedidas 
reformas legales orientadas a favo-
recer la privación de la libertad para 
lograr el control de la criminalidad. 
Se adoptaron contrarreformas puni-
tivas al CPP de 2004 que buscaban 
expandir las posibilidades de decre-
tar detenciones preventivas15. Adi-

cionalmente, se aprobaron reformas 
que crearon nuevos delitos, aumen-
taron las penas o restringieron las re-

dad para ciertos delitos (art. 24), prohibió la 
detención domiciliaria para 21 delitos (art. 
27), aumentó la pena de prisión para 12 deli-
tos para permitir que procediera la detención 
preventiva para esos delitos, y prohibió que 
se otorgaran algunos beneficios relacionados 
con la libertad a quienes hubiesen conde-
nados por un delito doloso en los últimos 
5 años (art. 32). Así mismo, la Ley 1453 de 
2011 creó nuevos delitos, aumentó la pena 
de prisión para algunos delitos (por ejem-
plo, fabricación, tráfico, y porte de armas de 
fuego o municiones), aumentó el término de 
validez de la orden de captura de 6 meses 
a 1 año (art. 56), prohibió que se otorgaran 
beneficios a condenados por ciertos delitos 
contra la administración pública (art. 28), 
expandió las circunstancias para la flagrancia 
(art. 57), estableció que la reducción de pena 
por allanamiento de cargos o preacuerdos 
para personas capturadas en flagrancia será 
solo¼una cuarta parte de la pena (art. 57), 
entre otras.
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bajas de penas para ciertos delitos16. 
Estas reformas se han caracterizado 
como parte de un giro punitivo de la 
política criminal colombiana. 

iv	 Entre los años 2014 y 2018, se han alter-
nado leves disminuciones y aumentos 
de la tasa de prisión en Colombia; la 
tasa disminuyó en 1.6% en 2014, pero 
en 2015 volvió a aumentar en 2.7%. A 
partir de 2016, la tasa de prisión se re-
dujo en un 5.2%. Desde diciembre de 
2017 a junio de 2018, se ha presentado 
un aumento leve del número de per-
sonas privadas de la libertad. 

Las disminuciones en la tasa de prisión en 
los años anteriores se pueden explicar en 
parte por la Ley 1709 de 201417 y la Ley de 
Racionalización de la Detención Preven-
tiva (Ley 1760 de 2015)18. Sin embargo, se 

han expedido posteriormente algunas le-
gislaciones que han limitado la vigencia 
de las leyes pro libertad o han extendido 
los términos de duración máxima de la 
detención preventiva para ciertos delitos, 
por ejemplo la Ley 1786 de 2016 y la Ley 
1908 de 201819. Aunque la tasa de prisión 
ha presentado una reducción en los últi-
mos años, sigue siendo relativamente alta 
en el contexto de América Latina20.

En cuanto a la tasa de mujeres en pri-
sión, en el período 2000 a 2018 se obser-
vó un comportamiento similar (Figura 
87). Entre 2000 y 2004, la tasa de prisión 
de mujeres aumentó en 40%. Cuando 
el Código de Procedimiento Penal de 
2004 entró en vigencia, la tasa se redu-
jo en 2005 y 2006, pasó de 21.6 en 2004 
a 15.44 en 2006. Entre 2007 y 2013, se 
presentó un aumento sostenido hasta 

16	 Por ejemplo, Ley 1121 de 2006, Ley 1181 de 
2007, Ley 1120 de 2008, Ley 1236 de 2008, Ley 
1257 de 2008, Ley 1273 de 2009, Ley 1329 de 
2009, Ley 1356 de 2009, Ley 1357 de 2009, Ley 
1426 de 2010, Ley 1474 de 2011. 

17	 La Ley 1709 de 2014 buscaba enfrentar la crisis 
del sistema carcelario y descongestionar las 
cárceles para reducir el hacinamiento. Por 
ello, flexibilizó los requisitos para acceder a 
beneficios y subrogados penales. Sin embargo, 
excluye la aplicación de los beneficios y subro-
gados penales para ciertos delitos (art. 28 y 
32). Esta ley también eliminó la obligación del 
pago de multas para acceder a los subrogados 
penales y a otros beneficios. 

18	 La Ley 1760 de 2015 hizo énfasis en la ex-
cepcionalidad de la detención preventiva. 
Por ejemplo, esta ley estableció que las me-
didas privativas de la libertad solo podrían 
imponerse cuando se demuestre que las no 
privativas de la libertad son insuficientes para 
cumplir los fines (art. 1). Así mismo, estableció 
un límite temporal de un año para la duración 

de la detención preventiva, el cual se podría 
prorrogar por otro año en ciertos casos espe-
cíficos (art. 1).

19	 Por ejemplo, el artículo 23 de la Ley 1908 de 
2018 aumentó el término para la detención 
preventiva en ciertos casos: “Cuando se trate 
de delitos cometidos por miembros de Grupos 
Delictivos Organizados el término de la medida 
de aseguramiento privativa de la libertad no podrá 
exceder de tres (3) años. Cuando se trate de Grupos 
Armados Organizados, el término de la medida de 
aseguramiento privativa de la libertad no podrá 
exceder de cuatro (4) años”.

20	 Brasil (325), Uruguay (321), Perú (267), 
Chile (233), Ecuador (222), Paraguay (199), 
Argentina (186), Venezuela (173) y Bolivia 
(156). Fuente: Alertamerica, United Nations 
Statistics Division Demographic Statistics, 
UNODC Alertamerica (http://www.oas.
org/dsp/observatorio/database/indica-
torsdetails.aspx?lang=es&indicator=215); 
United Nations Statistics Division Demogra-
phic Statistics (http://data.un.org/Data.
aspx?d=POP&f=tableCode%3a1).
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llegar a un pico de 37.7 en 2013. Des-
pués del 2013, se presentó una tenden-
cia hacia la reducción (excepto en 2015) 
dicha disminución fue de un 16%. En 
el primer semestre de 2018, se presentó 
un aumento leve de 1.9%, pero no ha 
pasado suficiente tiempo y no existen 
datos disponibles que permitan evi-
denciar si se va a presentar una ten-
dencia al aumento constante.

Uso frecuente de la detención
preventiva 

En América Latina, incluyendo Colom-
bia, uno de los problemas centrales ha 
sido el uso excesivo de la detención 
preventiva, en algunos países la deten-
ción se prolonga durante períodos exa-
geradamente largos. De acuerdo con 
la CIDH, el uso no excepcional de esta 
medida genera algunos efectos nega-
tivos, tales como: desconocer los dere-
chos de los detenidos; agravar los altos 
niveles de hacinamiento penitenciario; 
afectar de manera extendida y despro-
porcionada a personas de grupos eco-
nómicamente vulnerables y contribuir 
a que los recursos escasos del sistema 
penitenciario sean insuficientes21.

El uso excesivo de la detención preven-
tiva desconoce los estándares interna-
cionales sobre el derecho a la libertad 
personal. Teniendo en cuenta el derecho 
a la presunción de inocencia, la libertad 

del procesado es la regla y la detención 
preventiva debe ser excepcional22. Esta 
medida debe ser interpretada restricti-
vamente conforme al principio pro ho-
mine. La Corte IDH ha hecho énfasis en

“(…) la obligación estatal de no restringir 
la libertad del detenido más allá de los lími-
tes estrictamente necesarios para asegurar 
que no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones y que no eludirá la acción 
de la justicia. Pues la prisión preventiva es 
una medida cautelar, no punitiva”23.

21	 CIDH, Informe sobre el uso de la prisión pre-
ventiva en las Américas, 2013, párr. 10, 11.

22	 Ver, por ejemplo, art. 11 de la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos, art. 14 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 
XXVI de la Declaración Americana, y art. 8 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos.

	 CIDH, Informe sobre el uso de la prisión pre-
ventiva en las Américas, 2013.

23	 Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009, párr. 121; Corte 
IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 7 
de septiembre de 2004, párr. 180; Corte IDH. 
Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Sentencia de 
12 de noviembre de 1997, párr. 77. 

	 De acuerdo con la CIDH, los estándares del 
Sistema Interamericano de Derechos Huma-
nos en relación con la detención preventiva 
son los siguientes:

	 “(i) La detención preventiva debe ser la excepción 
y no la regla; (ii) los fines legítimos y permisibles 
de la detención preventiva deben tener carácter 
procesal, tales como evitar el peligro de fuga o la 
obstaculización del proceso; (iii) consecuentemente, 
la existencia de indicios de responsabilidad no cons-
tituye razón suficiente para decretar la detención 
preventiva de una persona; (iv) aún existiendo fines 
procesales, se requiere que la detención preventiva 
sea absolutamente necesaria y proporcional, en el 
sentido de que no existan otros medios menos gra-
vosos para lograr el fin procesal que se persigue y 
que no se afecte desproporcionadamente la libertad 
personal; (v) todos los aspectos anteriores requieren 
una motivación individualizada que no puede tener 
como sustento presunciones; (vi) la detención pre-
ventiva debe decretarse por el tiempo estrictamente 
necesario para cumplir el fin procesal, lo que implica 
una revisión periódica de los elementos que dieron 
lugar a su procedencia; (vii) el mantenimiento de la 
detención preventiva por un plazo irrazonable equi-
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Uno de los objetivos de la ola de refor-
mas que adoptaron sistemas acusatorios 
en la región fue reducir el uso de la de-
tención preventiva, con el fin de garan-
tizar los estándares internacionales de 
derechos humanos en materia del de-
recho a la libertad personal (Hammer-
gren, 2007; Langer, 2007; Sarles, 2001). 
En este contexto, el CPP de 2004 estable-
ció que la detención preventiva debía 
ser excepcional, restringió las facultades 
de los fiscales para limitar el derecho a 
la libertad, y creó los jueces de control 
de garantías a cargo de la imposición de 
limitaciones a los derechos fundamen-
tales. Entre 2005 y 2007, después de la 
entrada en vigencia del CPP de 2004, el 
número de personas en detención pre-
ventiva disminuyó en 29% (Figura 88).

A partir de 2008, después de la entrada 
en vigencia de las contrarreformas al CPP 
de 200424, el número de internos en deten-
ción preventiva aumentó constantemen-

Figura 88. Población privada de la libertad en detención preventiva y condenada
(2000-2018).

Fuente: INPEC, series históricas, junio de 201825

vale a adelantar la pena; y (vii) en el caso de niños, 
niñas y adolescentes los criterios de procedencia de 
la detención preventiva deben aplicarse con mayor 
rigurosidad, procurándose un mayor uso de otras 
medidas cautelares o el juzgamiento en libertad; y 
cuando sea procedente deberá aplicarse durante el 
plazo más breve posible.” (CIDH, Informe sobre 
el uso de la prisión preventiva en las Américas, 
2013, párr. 21).

24	 En Colombia, y en otros países, se ha presen-
tado un proceso de contrarreforma en relación 
con las normas que buscaban limitar el uso 
de la detención preventiva. CIDH, Informe 
sobre el uso de la prisión preventiva en las 
Américas, 2013, párr. 81.

25	 El número de internos corresponde al prome-
dio de cada año. Para el año 2018, el promedio 
se tomó de la información disponible para el 
período entre enero y junio.
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te hasta un pico de 43.546 en 2015. Este 
aumento representó un 86%. Entre 2015 y 
2018, se ha presentado una tendencia ha-
cia la disminución de personas en deten-
ción preventiva; dicha reducción ha sido 
de 15.2%. Sin embargo, de 2017 a junio de 
2018 ha aumentado en 2.3% (Figura 88). 

En síntesis, entre 2000 y 2018, el número 
de internos en detención preventiva au-
mentó en 86%, pasó de 21.420 a 37.786 
(Figura 88). Con base en los datos anterio-
res, se ha afirmado que en Colombia se ha 
presentado un uso frecuente de la deten-
ción preventiva en los últimos años.

El uso de la detención preventiva fue 
más frecuente o menos excepcional en 
el caso de las mujeres. Lo anterior es 
paradójico, ya que se ha recomendado 
reiteradamente el uso excepcional de 
la detención preventiva de las mujeres 
con responsabilidades de cuidado26. 
En junio de 2018, el porcentaje de mu-
jeres en detención preventiva por el to-
tal de reclusas fue de 43%, esto es 11 
puntos porcentuales más alto que el 
porcentaje de hombres en la misma si-
tuación (Figura 89). Cinco años atrás la 
realidad era diferente, el porcentaje de 
mujeres en detención preventiva por 
el total de reclusas era casi el mismo 
porcentaje de hombres en las mismas 
circunstancias. 

El aumento del porcentaje de mujeres 
en detención preventiva se puede ex-
plicar en parte debido a las leyes y a 
las prácticas relacionadas con delitos 
de drogas y a que el 45% de mujeres se 
encuentran privadas de la libertad por 
este tipo de delitos. Cabe mencionar 
que un estudio de 820 sentencias con-
denatorias por el delito de tráfico de 
drogas concluyó: 

“En el 97% de los casos los fiscales soli-
citaron privación de la libertad preventiva 
y en el 94% de los mismos, los jueces la 
concedieron. Teniendo en cuenta los fac-
tores anteriormente analizados sobre la si-
tuación personal y familiar de la persona y 
su nivel de peligrosidad, se sugiere que la 
detención preventiva en el país para los de-
litos de drogas se está aplicando en contra-
vía con los estándares que señalan que se 
debe tratar de una medida excepcional”27.

La justicia penal y el sistema
penitenciario se enfocan
principalmente en delitos
de posesión

Los datos sobre personas privadas de 
la libertad por tipo de delito reflejan 
las prioridades del sistema de justicia 
penal. La Figura 90 muestra que los de-
litos por los que hay mayor población 
penitenciaria son: hurto (15%); homi-
cidio (15%); fabricación, tráfico y porte 
de estupefacientes (13%), y fabricación, 
tráfico y porte de armas de fuego o mu-
niciones (12%). De acuerdo con estos da-

26	 Guía práctica sobre medidas dirigidas a re-
ducir la prisión preventiva, preparada por la 
Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 44.

27	 Ministerio de Justicia y del Derecho - Observa-
torio de Drogas de Colombia (ODC), Reporte 
de Drogas de Colombia, 2017, p. 166.
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tos, hay un uso extendido de la prisión 
para delitos relacionados con posesión: 
delitos de estupefacientes y porte de 
armas. Las reformas legislativas de ca-
rácter punitivo adoptadas respecto de 
los delitos de posesión, que a su vez 
ampliaron las restricciones del derecho 
a la libertad personal, contribuyen a 

explicar la alta proporción de personas 
privadas de la libertad por dichas con-
ductas delictivas.

28	 Los datos sobre internos corresponden al 
promedio de cada año. Para el año 2018, el 
promedio se tomó de la información dispo-
nible para el período entre enero y junio.

Figura 89. Porcentaje de hombres en detención preventiva por total de hombres reclusos
y porcentaje de mujeres en detención preventiva por total de internas (2013-2018)

Fuente: INPEC, series históricas, junio de 201828

Figura 90. Porcentaje de internos por tipo de delito frente a número total de modalidades delictivas
(ocho delitos con el mayor porcentaje) - 2018

Fuente: INPEC, estadísticas, junio de 2018.
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Los datos de la Fiscalía General de la Na-
ción sobre casos que ingresan y conde-
nas en el sistema penal acusatorio (Ley 
906 de 2004) expusieron que el sistema 
penal procesa principalmente delitos de 
posesión. Los delitos de porte de armas 
y tráfico de estupefacientes han tenido 
un porcentaje más alto de condenas, 
a pesar de que la proporción de estos 
delitos no ha sido muy alta frente a los 
casos que ingresaron al sistema (Figura 
91). Las autoridades tienen incentivos 
para capturar y procesar a los infracto-
res por este tipo de delitos, debido a que 
son fáciles de detectar y probar. Adicio-
nalmente, la mayoría de las condenas 
se han logrado con base en preacuerdos 
y allanamientos a cargos (Corporación 

Excelencia en la Justicia, 2010, 2012; La 
Rota & Bernal Uribe, 2014; Sánchez-Me-
jía, 2017). Algunos autores argumentan 
que los delitos de posesión junto con los 
preacuerdos son herramientas que faci-
litan el encarcelamiento masivo (Dub-
ber, 2006; Stuntz, 2011).

Como se mencionó en la sección 1.4, el 
45% de las internas se encuentran pri-
vadas de la libertad precisamente por 
delitos relacionados con estupefacien-
tes. Con base en los datos de la EPMPC, 
se puede afirmar que muchas de estas 
mujeres son infractoras de primera 
vez, no representan riesgos altos para 
la seguridad ciudadana, tienen menos 
probabilidades de participar en delitos 

Figura 91. Distribución de casos bajo la Ley 906: ingresos y condenas (2005-2015)
Fuente: SPOA, Fiscalía General de la Nación
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violentos o de pertenecer a organiza-
ciones criminales. En las organizacio-
nes, ellas usualmente forman parte de 
los eslabones débiles y fácilmente sus-
tituibles. Algunas investigaciones han 
concluido que la prisionalización de es-
tas mujeres no afecta significativamen-
te las organizaciones y redes criminales 
(Cruz et al., 2016; WOLA, International 
Drug Policy Consortium, Dejusticia, & 
States, 2016). 

Algunos estudios encontraron que el 
encarcelamiento de personas que tie-
nen una participación marginal y son 
fácilmente reemplazables en la eco-
nomía ilícita del tráfico de drogas no 
ha contribuido al desmonte de las es-
tructuras criminales ni ha impactado 
de manera significativa el mercado de 
drogas (Uprimny et al., 2017)29. Con 
el fin de lograr un uso más eficaz y 
eficiente del sistema penal, se ha pro-
puesto un tratamiento penal que logre 
diferenciar la gravedad de las conduc-
tas. Así, frente a los delitos de distribu-
ción menor y no violentos se podrían 
implementar alternativas a la prisión, 
mientras que la justicia penal y el sis-
tema penitenciario se podrían enfocar 
en conductas que involucren el uso de 
la violencia, afecten amplios sectores 
de la población, y se inserten en redes 

narcotraficantes en los niveles interme-
dios y altos30.

En esta línea, el Ministerio de Justicia 
y del Derecho ha desarrollado linea-
mientos de política y estrategias para 
el control del fenómeno del microtrá-
fico desde un enfoque holístico, que 
involucra intervención social, control 
de criminalidad y control de los terri-
torios. Estas estrategias se basan en un 
equilibrio en el control de la criminali-
dad entre la persecución penal de los 
eslabones fuertes e intermedios, y tra-
tamientos diferenciales para los esla-
bones débiles que buscan reducir sus 
vulnerabilidades31.

Giro punitivo y uso de la prisión en 
Colombia 

En síntesis, el uso de la prisión en Co-
lombia presenta tres rasgos: en primer 
lugar, la tasa de prisión ha aumentado 
significativamente entre 1991 y 2018, 
específicamente el aumento de la po-
blación penitenciaria de mujeres ha 
sido más acelerado; en segundo lugar, 

29	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015.

30	 Ver por ejemplo, Ministerio de Justicia y del 
Derecho - Observatorio de Drogas de Colombia 
(ODC), Reporte de Drogas de Colombia, 2017, 
p. 138 y s.s.; CICAD. Informe técnico sobre 
alternativas al encarcelamiento para los delitos 
relacionados con drogas, 2015.

31	 Ver por ejemplo, la explicación sobre los pi-
lotos de implementación de los lineamientos 
del Ministerio de Justicia y del Derecho en: 
Ministerio de Justicia y del Derecho - Observa-
torio de Drogas de Colombia (ODC), Reporte 
de Drogas de Colombia, 2017, p. 138 y s.s.
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el uso de la detención preventiva tam-
bién ha aumentado, en particular fren-
te a las mujeres infractoras y en tercer 
lugar, el sistema se enfoca principal-
mente en los delitos de posesión: porte 
de armas y delitos relacionados con es-
tupefacientes.

Algunos estudios han demostrado 
que el aumento en la población peni-
tenciaria no refleja simplemente el in-
cremento de las tasas de delitos en el 
país (Iturralde, 2011; Sánchez-Mejía, 
2017); por el contrario, han conclui-
do que uno de los factores principales 
que ha contribuido al crecimiento de la 
población penitenciaria ha sido el giro 
punitivo de la política criminal colom-
biana de las últimas décadas (Comisión 
Asesora de Política Criminal, 2012). En 
términos de Garland (2001), se presen-
ta una cultura del control, en la que se 
han adoptado aumentos de penas, li-
mitaciones a los subrogados penales y 
restricciones a los beneficios para cierto 
tipo de delitos, ampliación de las posi-
bilidades de detención preventiva, en-
tre otras medidas (Ariza & Iturralde, 
2011; Comisión Asesora de Política Cri-
minal, 2012; Hernández Jiménez, 2018; 
Sánchez-Mejía, 2017). 

En particular, frente al aumento dramá-
tico del número de mujeres privadas de 
la libertad, se ha señalado que una de 
las posibles causas son las políticas re-
presivas anti-drogas (Cruz et al., 2016; 
WOLA et al., 2016). En Colombia y en 
Las Américas, las políticas y leyes anti-

drogas han hecho énfasis en el control 
de la criminalidad (Uprimny & Guz-
mán, 2010)32. Dichas políticas y norma-
tividades se caracterizan por: i fuerte 
componente punitivo; ii criminaliza-
ción expansiva que implica la creación 
de delitos y el aumento de penas, y iii 
la criminalización indiferenciada que 

32	 Algunas de las reglas principales relacionadas 
con la política de drogas son las siguientes: 
La Ley 30 de 1986 (Estatuto Nacional de 
Estupefacientes) tiene un enfoque de control 
de la criminalidad y represión, incluso para 
el porte y consumo de la dosis personal. La 
Ley 890 de 2004 aumentó las penas de todos 
los delitos para generar incentivos para el 
allanamiento de cargos y los preacuerdos. 
La Ley 1142 de 2007 (art. 50) y la Ley 1453 
de 2011 (art. 3) prohibieron la utilización de 
sistemas de vigilancia electrónica durante la 
ejecución de la pena como sustitutivos de la 
prisión en casos relacionados con delitos de 
estupefacientes (art. 50). El Acto Legislativo 
02 de 2009 prohíbe el porte y consumo de 
estupefacientes, excepto si hay prescripción 
médica. Este Acto Legislativo buscaba limitar 
la doctrina de la sentencia C-221 de 1994, la 
cual declaró inexequibles los artículos de la 
Ley 30 de 1986 que sancionaban el porte y 
consumo de la dosis personal. La Ley 1453 de 
2011 aumentó la pena para las circunstancias 
de agravación punitiva para el delito de uso, 
construcción, comercialización y/o tenencia 
de semisumergibles o sumergibles, cuando el 
semisumergible o sumergible se utiliza para 
almacenar, transportar o vender sustancias 
estupefacientes (art. 22). La Ley 1709 de 2014 
(art. 28) excluyó la posibilidad de prisión 
domiciliaria por el cumplimiento de la pena 
para delitos relacionados con estupefacientes 
que involucren cantidades superiores a las es-
tablecidas en el inciso 2 del art. 376 del Código 
Penal. Además, esta ley excluyó los delitos re-
lacionados con el tráfico de estupefacientes de 
la aplicación de la suspensión condicional de 
la ejecución de la pena, la prisión domiciliaria 
como sustitutiva de la prisión, u otros benefi-
cios, excepto los beneficios por colaboración 
(art. 32).
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genera la previsión de penas severas 
para conductas cuya gravedad es muy 
diferente33.

El giro punitivo en Colombia se enmar-
ca en la tendencia generalizada en la 
región al mayor uso del encarcelamien-
to como respuesta a desafíos de la se-
guridad ciudadana o a los reclamos de 
la sociedad, descrita por la CIDH. De 
acuerdo con la CIDH, en las últimas 
décadas los Estados han adoptado re-
formas legales

“(…) orientadas a restringir o limitar las 
garantías legales aplicables a la detención 
de personas; potenciar la aplicación de la 
prisión preventiva; aumentar las penas y 
ampliar el catálogo de delitos punibles con 
pena de prisión; abstenerse de establecer 
medidas alternativas a prisión y restringir 
el acceso o la posibilidad de concesión de 
determinadas figuras legales propias del 
proceso de ejecución de la pena en las que 
el recluso progresivamente va ganando es-
pacios de libertad”34.

En los últimos años, se han adoptado 
algunas reformas para racionalizar el 
uso de la privación de la libertad (Ley 
1709 de 2014 y Ley 1760 de 2015). Sin 
embargo, a pesar de las reducciones en 
la tasa de prisión en los últimos años, 
estas reformas son muy recientes y no 
existen datos suficientes para analizar 
de manera conclusiva su impacto. Adi-

cionalmente, dichas leyes ya han sido 
modificadas, con el fin de limitar sus 
efectos y expandir el uso de la priva-
ción de la libertad (Ley 1786 de 2016 y 
Ley 1908 de 2018). 

El giro punitivo ha contribuido al au-
mento de la población penitenciaria, 
tanto de hombres como de mujeres. 
Este incremento ha empeorado las altas 
tasas de hacinamiento. Lo anterior ha 
agravado cada vez más la violación sis-
temática de los derechos fundamenta-
les y de la dignidad humana de la PPL, 
y por ende, el estado de cosas inconsti-
tucional (ECI) en las cárceles35. Importa 
resaltar que en el marco del ECI, la Cor-
te Constitucional ha señalado que las 
mujeres son un grupo particularmente 
vulnerable36.
 
En estas circunstancias, se ve la nece-
sidad de reducir el hacinamiento. Una 
estrategia puede ser la construcción de 
nuevas prisiones; sin embargo, esta no 
parece una solución sostenible por los 
costos que implican la construcción y 
mantenimiento de nuevos centros pe-
nitenciarios, y por las experiencias de 
otros países en los que se han construi-
do nuevas prisiones y rápidamente la 

33	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015.

34	 CIDH, Informe sobre el uso de la prisión pre-
ventiva en las Américas, 2013, par. 79.

35	 La Corte Constitucional declaró el Estado de 
cosas inconstitucional en las prisiones del país 
a través de las sentencias T-153 de 1998, M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz; T-388 de 2013, M.P. 
María Victoria Calle Correa; T-762 de 2015, 
M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.

36	 Corte Constitucional, sentencia T-267 de 2018, 
M.P. Carlos Bernal Pulido, par. 31.
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población penitenciaria alcanzó y su-
peró la capacidad adicional37. La Cor-
te Constitucional ha señalado que la 
solución del hacinamiento no es sim-
plemente la construcción de nuevos 
centros penitenciarios. De acuerdo con 
la Corte,

“Tal camino supone que el número de todas 
las personas recluidas en prisión es justo el 
que debe ser y, por tanto, la única opción es 
tener más celdas. La verdad es que no todas 
las personas que están en prisión deberían es-
tar allá, por lo que la solución al hacinamien-
to no sólo pasa por tener nuevos lugares de 
reclusión, sino también por disminuir el nú-
mero de personas que se encuentran privadas 
de la libertad. Esto es, disminuir la demanda 
social que se hace de la cárcel y la prisión”38.

Otra estrategia para reducir el hacina-
miento es racionalizar el uso de la pri-
sión, reduciendo el número de personas 
privadas de la libertad; para estos efec-
tos, se ha propuesto el uso amplio de 
alternativas a la prisión39. 

1.1.2. 	Algunas limitaciones en 		
	 el diseño e implementación 	
	 de las alternativas a la
	 prisión existentes para los 	
	 condenados: el caso de
	 la prisión domiciliaria

Otro elemento del contexto colombiano 
que sugiere la necesidad de ampliar y 

potencializar las alternativas a la pri-
sión son las limitaciones en el diseño e 
implementación de las alternativas a la 
prisión existentes para los condenados. 
La legislación colombiana vigente esta-
blece un catálogo de medidas alterna-
tivas para el cumplimiento de la pena 
privativa de la libertad que permiten la 
excarcelación. Dichas penas alternati-
vas incluyen: la suspensión condicional 
de la ejecución de la pena (art. 63 Có-
digo Penal), la libertad condicional (art. 
64 Código Penal) y la prisión domicilia-
ria (art. 38 Código Penal)40. Esta sección, 
se concentrará en la prisión domicilia-
ria, toda vez que esta figura representa 
retos particulares de implementación y 
en la actualidad hay un gran número de 
personas en prisión domiciliaria. 

La prisión domiciliaria es un mecanis-
mo sustitutivo de la prisión que im-
plica la privación de la libertad en la 
residencia del condenado o en el lugar 
que el juez determine; en todo caso es 
una sanción que implica la restricción 
del derecho a la libertad personal. 

Algunas modalidades de esta figura 
son: i prisión domiciliaria (artículo 38 
Código Penal), ii prisión domiciliaria 
por cumplimiento de la mitad de la 
pena (art. 38G Código Penal), iii pri-
sión domiciliaria para madres y padres 
cabeza de familia (art. 314 núm. 5 y art. 37	 UNODC, Custodial and non-custodial mea-

sures: alternatives to incarceration, 2006, p. 1.
38	 Corte Constitucional, sentencia T-388 de 2013, 

M.P. María Victoria Calle Correa.
39	 UNODC, Custodial and non-custodial mea-

sures: alternatives to incarceration, 2006, p. 1.

40	 Para mayor información sobre los mecanismos 
sustitutivos de la pena de prisión, ver (Hernán-
dez Jiménez, 2018; Uprimny et al., 2017).
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461 CPP), y iv reclusión domiciliaria u 
hospitalaria por enfermedad muy gra-
ve (art. 68 Código Penal). 

La Figura 92 muestra que el número 
de personas en prisión domiciliaria 
aumentó significativamente: pasó de 
1.195 en 2002 a 32.008 en 2018. Asimis-
mo, el número de mujeres en prisión 
domiciliaria ha tenido una tendencia al 
aumento entre 2010 y agosto de 2018, 
llegando a 5.136 (Figura 93). 

A continuación se analizan algunas limi-
taciones en el diseño e implementación 
de la figura de la prisión domiciliaria.

•	 Listado taxativo de delitos exclui-
dos de la aplicación de la prisión 
domiciliaria

El inciso segundo del artículo 68A del 
Código Penal42 establece un listado 
amplio de delitos frente a los que no 
se puede conceder ni la prisión domi-
ciliaria, ni la suspensión condicional 
de la ejecución de la pena, ni ningún 

41	 El INPEC señaló que para el período 2002 a 
2009 no cuenta con los datos de prisión domi-
ciliaria discriminados por sexo.

42	 Los delitos establecidos en esta norma son: 
“delitos dolosos contra la Administración Pública; 
delitos contra las personas y bienes protegidos por 

Figura 92. Población de hombres y mujeres en prisión domiciliaria (2002-2018)
Fuente: INPEC, Agosto de 2018

Figura 93. Mujeres en prisión domiciliaria (2010-2018)
Fuente: INPEC, Agosto de 201841 
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otro beneficio judicial o administrati-
vo, salvo los beneficios por colabora-
ción. Esta lista es amplia y no es clara 
la racionalidad que subyace la incor-
poración de cada uno de los delitos. 
Aparecen delitos que atentan contra 
bienes jurídicos muy diversos y de 
niveles de gravedad incomparables. 
Por ejemplo, incluye simultáneamente 
desplazamiento forzado, evasión fis-
cal y lesiones personales por pérdida 
anatómica o funcional de un órgano o 
miembro. 

Además, no aparecen delitos que po-
drían ser considerados como más 

graves que algunos de los que sí per-
tenecen a la lista, por ejemplo, el homi-
cidio. Algunos JEPMS participantes en 
esta investigación señalaron que este 
listado no permite evaluar las circuns-
tancias específicas de cada caso parti-
cular, y obstaculiza las perspectivas de 
resocialización43.
 
En particular, la exclusión de benefi-
cios frente a delitos relacionados con 
tráfico de estupefacientes afecta des-
proporcionadamente a las mujeres, ya 
que como se señaló precedentemente, 
un alto porcentaje de mujeres se en-
cuentran privadas de la libertad por 
este tipo de delitos, pero pertenecen a 
los eslabones más débiles y fácilmen-
te sustituibles en las redes de narco-
tráfico. De acuerdo con un JEPMS, 
en delitos relacionados con tráfico de 
estupefacientes, el listado no permite 
analizar el caso específico y el rol de 
la persona, por ello en muchos casos 
una “mula” que llevaba algunos kilos 
y el “cabecilla” reciben el mismo trata-
miento44.

Las limitaciones a los mecanismos sus-
titutivos de la prisión contribuyen al 
aumento de la tasa de encarcelamiento 
y del hacinamiento en los centros pe-
nitenciarios, ya que implica que los in-
ternos van a permanecer privados de la 
libertad durante tiempos prolongados. 
Es importante revisar el listado, tenien-

43	 JEPMS, Bogotá, 23 de abril de 2018.
44	 JEPMS, Bogotá, 23 de abril de 2018.

el Derecho Internacional Humanitario; delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexual; 
estafa y abuso de confianza que recaigan sobre los 
bienes del Estado; captación masiva y habitual 
de dineros; utilización indebida de información 
privilegiada; concierto para delinquir agravado; 
lavado de activos; soborno transnacional; violencia 
intrafamiliar; hurto calificado; extorsión; homicidio 
agravado contemplado en el numeral 6 del artícu-
lo 104; lesiones causadas con agentes químicos, 
ácido y/o sustancias similares; violación ilícita de 
comunicaciones; violación ilícita de comunicacio-
nes o correspondencia de carácter oficial; trata de 
personas; apología al genocidio; lesiones personales 
por pérdida anatómica o funcional de un órgano 
o miembro; desplazamiento forzado; tráfico de 
migrantes; testaferrato; enriquecimiento ilícito de 
particulares; apoderamiento de hidrocarburos, sus 
derivados, biocombustibles o mezclas que los con-
tengan; receptación; instigación a delinquir; empleo 
o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos; 
fabricación, importación, tráfico, posesión o uso 
de armas químicas, biológicas y nucleares; delitos 
relacionados con el tráfico de estupefacientes y otras 
infracciones; espionaje; rebelión; y desplazamiento 
forzado; usurpación de inmuebles, falsificación de 
moneda nacional o extranjera; exportación o impor-
tación ficticia; evasión fiscal; negativa de reintegro; 
contrabando agravado; contrabando de hidrocarbu-
ros y sus derivados; ayuda e instigación al empleo, 
producción y transferencia de minas antipersonal”.
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do en cuenta que estas limitaciones de-
berían ser excepcionales45. 

•	 Las diferencias de criterios de los 
jueces al decidir sobre la prisión 
domiciliaria.

Algunos de los requisitos para otorgar 
la prisión domiciliaria han sido esta-
blecidos mediante cláusulas abiertas 
que le otorgan a los jueces un amplio 
margen de interpretación; por ejemplo, 
“que se demuestre arraigo familiar y social 
del condenado” (art. 38B del Código Pe-
nal). Ante este tipo de cláusulas, varios 
JEPMS que participaron en el estudio 
indicaron que en los despachos existen 
diferencias de criterios para su inter-
pretación. Algunos JEPMS manifesta-
ron que conceden con más frecuencia 
este tipo de beneficios, mientras que 
otros dijeron ser más restrictivos o, se 
autodenominaron como “carceleros”. 
Algunos JEPMS señalaron que la posi-
ción más restrictiva obedece a la con-
cepción punitiva del juez, el contexto 
de populismo punitivo del país, la pre-
sión de los medios de comunicación, y 
el miedo a potenciales procesos pena-
les o disciplinarios46. 

45	  Algunos estudios han sugerido que se dero-
gue la exclusión de subrogados penales para 
delitos relacionados con tráfico de estupefa-
cientes (Cruz et al., 2016).

46	 JEPMS, Bogotá, 23 de abril de 2018. Entrevista 
a JEPMS de Bogotá, 11 de abril de 2018. En-
trevista a JEPMS de Villavicencio, 13 de abril 
de 2018.

	 Algunos JEPMS relataron algunas inves-
tigaciones disciplinarias masivas a JE-
PMS por este tipo de decisiones. Ver, por 

•	 La interpretación restrictiva de la fi-
gura de la prisión domiciliaria para 
madres o padres cabeza de familia47.

Para que proceda este mecanismo 
sustitutivo de la prisión, se requiere 
acreditar la calidad de padre o madre 
cabeza de familia y cumplir los demás 
requisitos legales48. El artículo 1 de la 
Ley 1232 de 2008 define la condición 
de mujer cabeza de familia en los si-
guientes términos: 

“[Q]uien siendo soltera o casada, ejerce la 
jefatura femenina de hogar y tiene bajo su 
cargo, afectiva, económica o socialmente, en 
forma permanente, hijos menores propios 
u otras personas incapaces o incapacitadas 
para trabajar, ya sea por ausencia perma-

ejemplo, http://www.wradio.com.co/
noticias/actualidad/300-jueces-son-investi-
gados-por-el-consejo-superior-de-la-judica-
tura/20100503/nota/1018805.aspx

47	 La Ley 750 de 2002 estableció la prisión domici-
liaria para madres cabeza de familia. La Corte 
Constitucional en sentencia C-184 de 2003 
amplió este beneficio a los padres que puedan 
acreditar la calidad de cabeza de familia. 

48	  De acuerdo con la Corte Suprema de Justicia, 
“para acceder al mecanismo sustitutivo de 
la prisión domiciliaria en los términos del 
artículo 314-5 de la Ley 906 de 2004, no basta 
con la demostración de que el condenado 
tenga la condición de padre o madre cabeza 
de familia. Es necesario, además, verificar el 
cumplimiento de los demás requisitos pre-
vistos en el artículo 1º de la Ley 750 de 2002, 
a efectos de determinar, en virtud de un juicio 
de ponderación, la prevalencia de los intereses 
superiores del menor sobre los fines estatales en 
la ejecución de la pena, en aras de establecer si el 
mayor peso abstracto de aquel principio en pug-
na se puede traducir en el contenido definitivo 
del derecho materializado a través de la conce-
sión del beneficio reclamado”. Corte Suprema 
de Justicia, SP7752-2017, Radicación n° 46277, 
mayo 31 de 2017, M.P. Patricia Salazar Cuéllar.
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nente o incapacidad física, sensorial, síquica 
o moral del cónyuge o compañero perma-
nente o deficiencia sustancial de ayuda de 
los demás miembros del núcleo familiar”.

Algunos JEPMS han interpretado que el 
condenado o la condenada deben acre-
ditar que sus hijos se encuentran en si-
tuación de desprotección y abandono49. 
Por el contrario, la Corte Constitucional 
ha señalado “la norma no exige la ausen-
cia del apoyo del grupo familiar sino  la 
deficiencia  del mismo, en términos de 
provocar una situación de amenaza real 
a los derechos de los menores”50.
	
En lugar de exigir que se acredite el aban-
dono, se podrían aplicar los requisitos 
probatorios desarrollados por la Corte 
Constitucional y que han sido adopta-
dos por la Corte Suprema de Justicia: 
	
	 “i Que sus hijos propios, menores o mayores 

discapacitados, estén a su cuidado, que vivan 
con él, dependan económicamente de él y que 
realmente sea una persona que les brinda el 
cuidado y el amor que los niños requieran 
para un adecuado desarrollo y crecimiento; 
que sus obligaciones de apoyo, cuidado y 
manutención sean efectivamente asumidas 
y cumplidas, pues se descarta todo tipo de 
procesos judiciales y demandas que se sigan 
contra los trabajadores por inasistencia de 
tales compromisos. ii Que no tenga alterna-
tiva económica, es decir, que se trate de una 
persona que tiene el cuidado y la manuten-
ción exclusiva de los niños y que en el evento 
de vivir con su esposa o compañera, ésta se 
encuentre incapacitada física, mentalmente 
o moralmente, sea de la tercera edad, o su 

49	 Ver, por ejemplo, los hechos del caso de la 
sentencia T-483 de 2012, M.P. Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo. 

50	 Corte Constitucional, sentencia T-483 de 2012, 
M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 

presencia resulte totalmente indispensable 
en la atención de hijos menores enfermos, 
discapacitados o que médicamente requieran 
la presencia de la madre”51.

En el grupo focal, algunos JEPMS seña-
laron que conceden muy excepcional-
mente prisiones domiciliarias por ser 
madre o padre cabeza de familia, ya que 
siempre hay algún familiar que puede 
encargarse del cuidado y en algunos ca-
sos es mejor que el menor permanezca 
separado del padre o la madre. Otros 
JEPMS indicaron que conceden esta 
medida “un poco más”, pero después 
de decretar muchas pruebas, debido a 
que esta figura se había convertido en 
una vía fácil de obtener la libertad y en 
muchos casos los condenados aducen 
que se han separado de su pareja o que 
tienen la responsabilidad de cuidado de 
un hijo faltando a la verdad52. 

•	 La falta de recursos para el control 
del cumplimiento de la prisión do-
miciliaria.

Uno de los problemas centrales en la im-
plementación de la prisión domiciliaria 
es la falta de recursos para asegurar el 
control y vigilancia del cumplimiento 
de la medida. La Ley 1709 de 2014 esta-
blece que el control será ejercido por el 
JEPMS con el apoyo del INPEC que de-

51	 Corte Constitucional, sentencia SU – 389 de 
2005, M.P. Jaime Araújo Rentería.

	 Corte Suprema de Justicia, SP7752-2017, Radi-
cación n° 46277, mayo 31 de 2017, M.P. Patricia 
Salazar Cuéllar.

52	 JEPMS, Bogotá, 23 de abril de 2018.
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berá realizar visitas periódicas. Adicio-
nalmente, esta disposición indica que el 
INPEC debe suministrar la información 
de personas cobijadas con esta medida 
a la Policía Nacional para contar con 
mecanismos adicionales de control. 

Varios JEPMS que participaron en esta 
investigación señalaron que el legisla-
dor creó esta figura sin pensar en los 
recursos necesarios para implementar-
la53. El INPEC no cuenta con el personal 
y los recursos suficientes para garanti-
zar el control, por ello no existe un sis-
tema adecuado de control y vigilancia. 
En esas circunstancias, medidas como 
la prisión domiciliaria pueden generar 
efectos adversos, por ende, algunos ac-
tores de la sociedad civil, funcionarios 
y medios de comunicación han señala-
do que no son efectivas y que favorecen 
la impunidad. 

De acuerdo con algunos JEPMS, el 
problema no es la prisión domicilia-
ria sino la falta de medios del INPEC 
para llevar a cabo el control, ya que el 
sentenciado al experimentar la falta de 
presencia del Estado se siente en liber-
tad e incumple las condiciones de la 
medida, y en algunos casos, vuelve a 
delinquir54.
 
Así las cosas, se requiere un sistema de 
control adecuado que elimine riesgos 
de impunidad o reincidencia. De otro 

53	 JEPMS, Bogotá, 23 de abril de 2018.
54	 JEPMS, Bogotá, 23 de abril de 2018.

lado, se podría pensar en otro tipo de 
alternativas a la prisión. Por ejemplo, 
la Oficina de las Naciones Unidas con-
tra la Droga y el Delito (UNODC) ha 
señalado que en los países donde los 
recursos son escasos, las medidas sin 
custodia, tales como esquemas de ser-
vicios comunitarios, pueden ser opcio-
nes más viables y efectivas55. 

•	 Prisión domiciliaria vs. necesidades 
de las mujeres y sus familias.

La privación de la libertad en el lugar 
de residencia puede generar algunos 
efectos negativos en las mujeres conde-
nadas y sus familias. De acuerdo con los 
resultados de la EPMPC, la mayoría de 
las mujeres condenadas tienen una si-
tuación económica precaria, son cabeza 
de familia y tienen hijos menores, por 
ello necesitan conseguir dinero para el 
sostenimiento económico de su hogar. 
Algunos JEPMS que participaron en 
esta investigación señalaron que en al-
gunos casos las necesidades económi-
cas pueden incentivar la reincidencia. 

JEPMS y una defensora de derechos de 
las mujeres relataron que la falta de una 
actividad productiva ocasiona que los 
miembros de la familia hagan reclamos 
a las mujeres en prisión domiciliaria 
porque no tienen ingresos y represen-
tan una carga en el hogar. 

55	 UNODC, Custodial and non-custodial mea-
sures: alternatives to incarceration, 2006, p. 2.
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En consecuencia, las mujeres que se en-
cuentran en prisión domiciliaria necesi-
tan tener la posibilidad de trabajar. Los 
JEPMS en el grupo focal señalaron que 
la prisión domiciliaria debe ir acom-
pañada de herramientas que permitan 
que la persona sea productiva. Algunos 
de los jueces manifestaron que gene-
rar opciones diferentes al delito puede 
ayudar a evitar la reincidencia56. En esta 
misma línea, la Ley 1709 de 2014 (art. 
26) establece que la persona sometida 
a prisión domiciliaria tiene las mismas 
garantías de trabajo y educación de las 
personas que se encuentran intramu-
ros, y la persona en prisión domicilia-
ria también puede solicitar redención 
de pena por trabajo o educación. 

Sin embargo, en el grupo focal con los 
JEPMS y en algunas de sus entrevistas, 
se evidenció que el otorgamiento de 
los permisos para trabajo depende del 
criterio de cada juzgado. Algunos jue-
ces exigen un contrato laboral formal, 
lo que resulta problemático en un país 
con altas tasas de informalidad y ante 
el perfil ocupacional de las mujeres en-
cuestadas en la EPMPC: la mayoría antes 
de la detención eran trabajadoras por cuen-
ta propia. Otros jueces señalaron que 
tienen en cuenta que no en todos los 
casos es posible contar con un contrato 
de trabajo, y en casos específicos exigen 
otro tipo de pruebas. En términos ge-
nerales, los JEPMS señalaron que son 
estrictos en la revisión de estas solici-

56	 JEPMS, Bogotá, 23 de abril de 2018.

tudes para evitar los riesgos asociados 
con permitirles salir de la residencia y 
potenciales escándalos mediáticos. 

Otro problema que los JEPMS manifes-
taron es que el procedimiento para veri-
ficar la información de estas solicitudes 
suele incluir una visita de la asistente 
social al lugar de trabajo, pero muchas 
de las condenadas no quieren que su 
empleador y su entorno laboral se ente-
ren de que se encuentran en prisión do-
miciliaria para evitar la estigmatización. 

Adicionalmente, las mujeres cabeza de 
familia tienen necesidades específicas re-
lacionadas con sus responsabilidades de 
cuidado; por ejemplo, llevar a sus hijos 
al colegio o a las citas médicas. La pri-
sión domiciliaria puede interferir con el 
cumplimiento de las responsabilidades 
de cuidado y la atención de las necesi-
dades de las mujeres y sus dependientes. 

Teniendo en cuenta las limitaciones 
en el diseño e implementación de la 
prisión domiciliaria, es necesario am-
pliar y potencializar las alternativas a 
la prisión considerando los siguientes 
elementos: asegurar recursos huma-
nos y económicos adecuados para el 
manejo de las alternativas; establecer 
programas y mecanismos que contri-
buyan a garantizar la reintegración y 
la resocialización; diseñar programas, 
mecanismos y medidas que atiendan 
las necesidades de las mujeres y sus fa-
milias; incluir estrategias para reducir 
la resistencia de algunos funcionarios y 
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actores sociales frente a las alternativas 
a la prisión; crear y probar proyectos 
piloto de medidas sin custodia, tales 
como servicios comunitarios57. 

1.2.	 Racionalidades que 		
	 justifican las alternativas 	
	 a la prisión 

Las racionalidades que justifican el 
desarrollo de alternativas a la prisión 
podrían dividirse en dos grupos: i ar-
gumentos desde la perspectiva de la 
protección de derechos, y ii argumen-
tos desde la perspectiva del análisis de 
costo-beneficio. 

1.2.1. 	Alternativas a la prisión y 		
	 protección de derechos

Las alternativas a la prisión pueden 
contribuir a la protección de derechos 
tanto de los procesados y la PPL, como 
de los hijos e hijas menores que se en-
contraban bajo el cuidado de las infrac-
toras cabeza de familia.

Los derechos de los procesados y de 
la población privada de la libertad 
(PPL)

Las alternativas a la prisión podrían 
contribuir a la disminución de la de-
manda de la prisión, y así, favorecer 
el logro de dos objetivos. El primero 
es racionalizar el uso del derecho pe-

57	 UNODC, Custodial and non-custodial mea-
sures: alternatives to incarceration, 2006.

nal con base en una perspectiva garan-
tista que parte de la idea de la prisión 
como ultima ratio. Las restricciones al 
derecho a la libertad personal deben 
superar el test de proporcionalidad, 
esto implica que no exista otro medio 
menos restrictivo que permita cumplir 
el objetivo social58. Asimismo , la pena 
de prisión debe respetar el principio 
de proporcionalidad de las penas, que 
implica que el Estado revise la pena 
teniendo en cuenta la gravedad de la 
afectación del bien jurídico protegi-
do59. El uso de alternativas efectivas 
podría contribuir a la protección del 
derecho a la libertad personal, ya que 
favorecería que se impongan la deten-
ción preventiva intramuros y la pena 
de prisión solo cuando sea necesario y 
proporcional. 

El segundo objetivo es reducir los im-
pactos negativos asociados al mayor 
uso del encarcelamiento, tales como el 
hacinamiento y la violación de los dere-
chos humanos de la PPL60. La raciona-
lización del uso de la prisión, a través 
de las alternativas, puede mejorar el 
cumplimiento de los estándares inter-
nacionales mínimos de detención que 

58	 UNODC, Handbook of basic principles and 
promising practices on Alternatives to Im-
prisonment, 2007, p. 4; Corte Constitucional, 
sentencia T-762 de 2015, M.P. Gloria Stella 
Ortiz Delgado.

59	 Corte Constitucional, sentencia T-762 de 2015, 
M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.

60	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015, p. 19.
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buscan garantizar los derechos funda-
mentales de la PPL (Comisión Asesora 
de Política Criminal, 2012, p. 64)61.

Los derechos de los hijos e hijas
menores bajo el cuidado de las
infractoras cabeza de familia

Las alternativas a la prisión pueden con-
tribuir a la protección de los derechos 
de los hijos e hijas menores bajo el cui-
dado de las mujeres cabeza de familia. 
Estas medidas pueden favorecer el rol 
de las mujeres cabeza de familia y evitar 
que los menores e incapaces a su cargo 
queden desamparados, en los casos en 
los que ella es la única encargada de su 
protección, manutención y cuidado62. Es 
importante recordar que en la EPMPC 
el 74.9% de las mujeres reportaron que 
eran cabeza de familia y 53.4% indica-
ron que eran las principales cuidadoras 
de sus hijos antes de la detención.

De acuerdo con los estándares inter-
nacionales y constitucionales en torno 

61	  UNODC, Handbook of basic principles and 
promising practices on Alternatives to Im-
prisonment, 2007, p. 4; Corte Constitucional, 
sentencia T-762 de 2015, M.P. Gloria Stella 
Ortiz Delgado.

	 El Comité contra la Tortura de las Naciones 
Unidas recomendó al Estado colombiano 
adoptar urgentemente medidas alternativas 
a la prisión para reducir los niveles de ocu-
pación en los centros penitenciarios (Organi-
zación de Naciones Unidas-Comité contra la 
Tortura, Observaciones finales sobre el quinto 
informe periódico de Colombia, 2015, par.17).

62	 La Corte Constitucional ha articulado este argu-
mento para el caso de la prisión domiciliaria y 
otras alternativas a la prisión. Ver, por ejemplo, 
sentencias T-705 de 2013, C-184 de 2003).

a los derechos de los niños y las niñas, 
el Estado tiene la obligación de adoptar 
medidas orientadas a asegurar su pro-
tección y cuidado, y de considerar pri-
mordialmente el interés superior de los 
menores en sus decisiones. Así, las au-
toridades deben abstenerse de desarro-
llar actuaciones que afecten o pongan 
en peligro los derechos de los niños. En 
caso de conflictos entre intereses o de-
rechos, los derechos de los niños deben 
prevalecer (aunque no son absolutos)63.

La Corte Constitucional con funda-
mento en la Convención de los Dere-
chos del Niño (art. 9) ha señalado: 

“(…) en principio todo menor debe estar bajo 
la custodia de sus padres, pues se presupone 
que eso es lo que más se ajusta al interés supe-
rior del niño. Se considera que los padres van 
a brindarle el amor y el cuidado que requiere 
y a garantizarle las condiciones adecuadas de 
crecimiento y desarrollo integral”64. 

La Corte ha indicado que la separación 
del menor de sus padres debe ser excep-
cional. Por ejemplo, es posible cuando 
es lo mejor para el interés superior del 
menor o ante la ejecución de una san-
ción penal impuesta por el Estado65.

63	 Ver, por ejemplo, artículo 44 de la Constitución 
Política, art. 3 de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, el art. 24 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, artículo 19 de la 
Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos. Corte Constitucional, sentencias T-514 de 
1998, T-979 de 2001, T-510 de 2003, entre otras.

64	 Corte Constitucional, sentencia C-184 de 2003, 
M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.

65	 Corte Constitucional, sentencia C-184 de 2003, 
M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
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Las alternativas a la prisión para las 
mujeres cabeza de familia pueden con-
tribuir a garantizar la protección espe-
cial de la niñez, ya que permiten que 
los hijos o dependientes permanezcan 
bajo el cuidado de estas mujeres y evi-
tan que queden desprotegidos. Sin em-
bargo, a partir de la protección de los 
derechos de los niños y las niñas, no se 
puede concluir que en todos los casos 
de mujeres cabeza de familia se deba or-
denar la libertad o aplicar alternativas a 
la prisión. En la adopción de las alterna-
tivas a la prisión, se deberían considerar 
las condiciones específicas de cada caso 
en particular, teniendo en cuenta dos lí-
mites: el interés superior del niño o la 
niña y los riesgos o amenazas para la 
comunidad y la seguridad ciudadana66.
 
Considerando estos límites, la propues-
ta de este informe busca fortalecer e in-
corporar alternativas a la prisión para 
mujeres que no representen un riesgo 
alto para la seguridad ciudadana, exa-
minando los potenciales riesgos que po-
drían generar para los hijos o hijas. Por 
ejemplo, las alternativas a la prisión no 
se aplicarían en casos en los que se acre-
dite que la infractora había involucrado 
a sus hijos en actividades delictivas.

1.2.2. 	Alternativas a la prisión y 		
	 análisis de costo-beneficio

Uno de los objetivos de las alternativas 
a la prisión es contribuir a la optimi-

66	 Ver, por ejemplo, Corte Constitucional, sen-
tencias C-184 de 2003 y T-598 de 2013.

zación de los recursos públicos. Se ha 
propuesto que los recursos escasos de 
la justicia penal y el sistema peniten-
ciario se dediquen principalmente a 
combatir y sancionar delitos violentos 
y criminalidad organizada67. En parti-
cular, en el caso de delitos de drogas se 
ha sugerido que la persecución penal 
haga énfasis en los eslabones fuertes e 
intermedios de la cadena del tráfico, y 
que se apliquen tratamientos diferen-
ciales para los eslabones más débiles68.
 
La prisión implica costos económicos, 
sociales y humanos altos. En primer 
lugar, los costos económicos directos. 
El presupuesto de gastos de mante-
nimiento e inversiones INPEC y la 
Unidad de Servicios Penitenciarios y 
Carcelarios (USPEC) para el año fue 
$2,102,381,875,002. El costo anual por 
cada interno es $18,138,68069. Esta suma 
equivale al costo de la matrícula anual 
en algunas universidades de primer ni-
vel del país. 

Con base en cifras de junio de 2018, el 
costo anual de las mujeres privadas de 

67	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015.

68	 Ministerio de Justicia y del Derecho-Observa-
torio de Drogas de Colombia (ODC), Reporte 
de Drogas de Colombia, 2017, p. 138. 

69	 Este dato fue suministrado por el Jefe de la 
Oficina Asesora de Planeación del INPEC 
en junio de 2018. El costo no distingue entre 
hombres y mujeres privados de la libertad. Los 
datos de otros países evidencian que el costo 
anual por cada interna es mayor que el costo 
generado por un interno.
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la libertad por delitos de estupefacien-
tes equivalía a $65,190,415,920.

Estudios en otros países han compa-
rado los costos directos del encarcela-
miento con los costos de alternativas a 
la prisión, y han concluido que los cos-
tos de la prisionalización son mucho 
más altos. Por ejemplo, en Reino Unido 
han señalado que para 2009/10 el costo 
de un interno por año era £39,719 y el 
de una interna £56,415. El costo aproxi-
mado de una orden comunitaria era 
£2,80070 por año y el costo estimado de 
ofrecer servicios holísticos basados en 
la comunidad a través de un Servicio 
Comunitario de Mujeres era en prome-
dio £1,360 por año (Ministry of Justice 
- National Offender Management Ser-
vice, 2012).

El encarcelamiento también produce 
costos indirectos, tales como: i el con-
tagio de enfermedades en los centros 
penitenciarios que los individuos al ser 
liberados pueden propagar71; ii la pro-
babilidad de que los hijos abandonen 
la educación puede afectar sus pers-
pectivas a largo plazo y contribuir a 
reforzar el ciclo de pobreza, lo cual sig-
nifica un desperdicio del potencial hu-
mano por generaciones (Stiglitz, 2015, 
p. 1)72; iii la probabilidad de que los hi-

70	 Este dato corresponde a internos e internas. 
71	 UNODC, Handbook of basic principles and 

promising practices on Alternatives to Impris-
onment, 2007, p. 4.

72	 Un estudio en Reino Unido muestra que 
“encarcelar a las mujeres por delitos no violentos 

jos se involucren en delitos o empiecen 
a consumir drogas (New Economics 
Foundation (nef), 2008, p. 18); iv) los 
problemas para la resocialización y el 
retorno productivo a la sociedad de los 
pospenados73; v la prisión puede con-
tribuir a mayor criminalidad debido a 
las fallas en resocialización; según la 
Corte Constitucional los centros pe-
nitenciarios en Colombia se han con-
vertido “en verdaderas ‘universidades del 
delito’”74.

Hay que recordar que los datos de la 
EPMPC presentados en el capítulo 2 
indican que la privación de la libertad 
de las mujeres puede generar efectos 
en sus hijos menores de 18 años, ya 
que la mayoría de mujeres vivían con 
ellos, eran las principales cuidadoras 
y la fuente de ingresos económicos an-
tes de ser detenidas. Un alto porcen-
taje de mujeres encuestadas reportó, 
bajo su percepción, que después de su 
detención, desmejoró el rendimiento 
académico de sus hijos menores de 18 
años. Un porcentaje significativo de las 

genera un costo para el Estado y los niños de más 
de £17 millones en un período de 10 años. El costo 
social principal de los hijos de madres encarceladas 
—y por el Estado en relación con esos niños— es 
que aumenta la probabilidad de se conviertan 
en NEET (por sus siglas en inglés) (no estén 
en educación, trabajo o capacitación), y por ello 
tienen peores perspectivas a largo plazo” (New 
Economics Foundation (nef), 2008, p. 18).

73	 UNODC, Handbook of basic principles and 
promising practices on Alternatives to Impris-
onment, 2007, p. 4.

74	 Corte Constitucional, sentencia T-762 de 2015, 
M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.



140

Liliana Sánchez Mejía, Leonardo Rodríguez Cely, Gustavo Fondevila, Juliana Morad Acero

encuestadas indicó que alguno de sus 
hijos dejó la escuela para empezar a tra-
bajar; algunas mujeres también reporta-
ron que uno de sus hijos dejó la escuela 
para cuidar a sus hermanos. Adicional-
mente, los datos de la EPMPC sugieren 
que la prisión tiene un impacto en la 
vida de las pospenadas; toda vez que 
estas mujeres enfrentan múltiples retos 
al retornar a la comunidad. 

En otros países se ha demostrado que las 
alternativas a la prisión son más costo-
efectivas que la prisión, para manejar 
delitos no violentos e infractores que no 
representan riesgos altos para la seguri-
dad ciudadana, y son más eficientes en 
términos de reinserción social y por ende 
de seguridad ciudadana75. Programas de 
intervención que tienen estrategias espe-
cíficas para atender las necesidades de las 
mujeres infractoras y las órdenes comu-
nitarias (community orders),han logrado 
tasas de reincidencia menores76 (Hedder-
man & Jolliffe, 2015). Las sentencias que 
no imponen prisión a las madres pueden 
reducir la probabilidad de que los hijos 
se involucren en delitos o empiecen a 
consumir drogas (New Economics Foun-
dation (nef), 2008, p. 18). Las alternativas 
a la prisión que se enfocan en el apoyo a 

75	 UNODC, Handbook of basic principles and 
promising practices on Alternatives to Impris-
onment, 2007, p. 4.

76	 Ver, por ejemplo:
•	 Special Circumstances Court Diversion Program 

en Queensland (Sisters Inside, 2011, p. 21).
•	 The Women Offender Case Management Model 

(WOCMM) en Connecticut (Millson, Ro-
binson, & Van Dieten, 2010; Turner, 2010). 

las infractoras y en enfrentar los factores 
que las llevaron a cometer el delito, ge-
neran valor social para las mujeres, sus 
hijos y la sociedad en general77.
 
En síntesis, las alternativas a la prisión 
favorecen la protección de los derechos 
fundamentales de los procesados y la 
PPL, garantizan la proporcionalidad de 
las penas, son más costo-efectivas que 
la prisión para manejar delitos no vio-
lentos e infractores que no representan 
riesgos altos para la seguridad ciuda-
dana, y son más eficientes en términos 
de reinserción social y por ende de se-
guridad ciudadana78. 

77	 Un análisis de costo-beneficio de las alternati-
vas a la prisión para mujeres en Reino Unido 
indica que por cada libra esterlina invertida en 
alternativas a la prisión enfocadas en apoyo a 
las mujeres infractoras se generan £14 de valor 
social para las mujeres, sus hijos, las víctimas 
y la sociedad en general (New Economics 
Foundation (nef), 2008, p. 17).

78	 Un estudio construyó dos modelos con base en 
los datos del INPEC 2000-2014 para mostrar 
el potencial efecto que tendría la aplicación 
de alternativas a la prisión frente a delitos 
relacionados con estupefacientes en Colom-
bia. El primer modelo analizaba la aplicación 
de las alternativas a la prisión a todos los 
delitos de drogas, permitiendo la salida de 
todas las personas privadas de la libertad por 
dichos delitos. En este modelo, los índices 
de hacinamiento se habrían reducido de un 
promedio de 33.38 a 9.48%, y el ahorro para 
el presupuesto público habría ascendido a 2.6 
billones de pesos de 2014. El segundo modelo 
exploraba la aplicación de alternativas solo 
para personas privadas de la libertad por de-
litos de drogas sin concurso con otros delitos. 
En este modelo los índices de hacinamiento 
se habrían reducido de 33.38 a 14.68 %, y el 
ahorro para el presupuesto público habría 
sido de 2.1 billones de pesos de 2014 (Uprimny 
et al., 2017, p. 78). 
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1.3.	 Posibles objeciones a las 	
	 alternativas a la prisión

Algunos JEPMS y fiscales que partici-
paron en la investigación manifestaron 
que se oponen a las alternativas a la 
prisión para las mujeres con responsa-
bilidades de cuidado, afirmando que 
estas medidas no son idóneas para 
proteger a los menores. Los opositores 
argumentaron que estas mujeres come-
tieron un delito, y por ello, no son buen 
ejemplo para sus hijos ni son un buen 
elemento para la comunidad, e incluso 
algunas mujeres podrían involucrar a 
sus hijos en actividades delictivas. En 
efecto, en algunas circunstancias lo me-
jor en el interés superior del menor es que 
sea separado de su madre porque se 
demuestra que lo ha involucrado en las 
actividades ilícitas. 

Sin embargo, en otros casos sería acon-
sejable que las mujeres permanezcan 
con sus familias para que puedan con-
tinuar con sus responsabilidades de 
cuidado. Teniendo en cuenta la diversi-
dad de casos, no se puede concluir ne-
cesariamente que no deban existir las 
alternativas a la prisión. Al contrario, 
esta objeción basada en los potenciales 
riesgos para los menores se puede aten-
der diseñando mecanismos que tengan 
en cuenta esta diversidad de situacio-
nes. Por ejemplo, se pueden establecer 
condiciones para acceder a los meca-
nismos, atribuir a los jueces facultades 
para analizar las circunstancias de cada 
caso particular con base en criterios es-

pecíficos, y crear mecanismos de segui-
miento y control79.
 
Otra posible objeción en contra de las 
alternativas a la prisión es que el encar-
celamiento masivo y las penas de pri-
sión altas, son necesarios para lograr 
la prevención especial (incapacitación 
del infractor) y la prevención general 
(disuasión de futuros delincuentes), y 
para garantizar los derechos de las víc-
timas y de las potenciales víctimas, la 
seguridad ciudadana y el control de la 
criminalidad. 

En esta línea, algunos jueces y fiscales 
consultados, indicaron que se requie-
ren penas de prisión altas para evi-
tar que las organizaciones criminales 
“usen” a las mujeres; señalaron que las 
alternativas a la prisión para las mu-
jeres infractoras, pueden generar in-
centivos para que las organizaciones 
criminales se dediquen a reclutar mu-
jeres que cumplan los requisitos, así 
como incentivos para que las mujeres 
acepten más fácilmente participar en 
actividades delictivas. Sin embargo, la 
idea de mantener penas de prisión al-
tas para proteger a las mujeres resulta 
problemática, en tanto la forma de pro-
tección implica su criminalización y en-
carcelamiento. Existen otras estrategias 
para evitar que las mujeres en condicio-
nes de vulnerabilidad sean reclutadas 

79	 Se planteó una discusión similar en relación 
con la prisión domiciliaria en: Corte Constitu-
cional, sentencia C-184 de 2003, M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa.
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por las organizaciones criminales; por 
ejemplo, acompañamiento psicosocial, 
programas de emprendimiento y forta-
lecimiento comunitario80.

Ante las objeciones que se basan en la ne-
cesidad de aumentar las penas y adoptar 
estrategias de control de criminalidad de 
mano dura, cabe resaltar que la eficacia 
de estas políticas es incierta, especialmen-
te en países con altos niveles de impuni-
dad como Colombia81. En nuestro país, 
no hay suficientes estudios empíricos que 
exploren los efectos de políticas de con-
trol de criminalidad en el país (Comisión 
Asesora de Política Criminal, 2012, p. 33).

Algunos estudios empíricos desarro-
llados en otros países, evidencian que 

80	 Como hemos mencionado, el Ministerio 
de Justicia y del Derecho ha desarrollado 
lineamientos de política y estrategias para el 
control del fenómeno del microtráfico desde 
un enfoque holístico. Este enfoque incluye 
medidas integrales para reducir las vulnera-
bilidades de los individuos en riesgo, y así, 
evitar que se vuelvan parte de las redes de 
tráfico de drogas. Por ejemplo, acompaña-
miento psicosocial, cursos de emprendimiento 
y programas de fortalecimiento comunitario 
(Ministerio de Justicia y del Derecho - Ob-
servatorio de Drogas de Colombia (ODC), 
Reporte de Drogas de Colombia, 2017). 

81	 En el Índice de Rule of Law del World Justice 
Project, el resultado de Colombia en el indica-
dor que analiza la efectividad del sistema de 
justicia penal es muy bajo (0.17—el puntaje va 
de 0 a 1) (World Justice Project, Rule of Law In-
dex, 2017). En el Índice Global de Impunidad, 
Colombia ocupa el séptimo lugar de mayor 
impunidad, entre 69 países analizados (Uni-
versidad de las Américas Puebla (UDLAP), 
Jenkins Graduate School, Centro de Estudios 
sobre Impunidad y Justicia, Índice Global de 
Impunidad, 2017). 

sanciones menores pueden disuadir 
más efectivamente que las sanciones 
muy severas (Kennedy, 2009). Otros 
argumentan que políticas basadas en 
la certeza del castigo son más efectivas 
que las políticas de mano dura (Dur-
lauf & Nagin, 2011); es de recordar que 
esta idea de que la certeza del castigo es 
más eficiente que las penas muy altas 
viene desde Beccaria (1994).

Otros estudios sobre la relación causal en-
tre las tasas de encarcelamiento y las tasas 
de criminalidad han demostrado que la 
prisión tiene un efecto limitado en el con-
trol de la criminalidad y la reducción del 
delito82; estos estudios han evidenciado 

82	 El National Research Council (2014) publicó 
un reporte en el que revisó investigaciones 
anteriores. La conclusión es que la mayoría de 
estudios sugieren que es probable que la pri-
sión haya contribuido a la reducción del delito 
entre 1970 y 2000 en Estados Unidos, pero es 
poco probable que su efecto haya sido grande. 

	 Un estudio del Hamilton Project de Brookings Ins-
titution (Raphael & Stoll, 2014) concluyó que la 
prisión tiene rendimientos marginales decrecien-
tes, se vuelve menos efectiva a medida que se usa 
más. Por ello, las tasas altas de encarcelamiento 
llegan a ser inefectivas. Un informe del Brennan 
Center for Justice concluyó que el aumento dra-
mático de la tasa de prisión en Estados Unidos 
ha tenido poco efecto en la reducción de delitos 
en los últimos 30 años, y a partir de la década 
de 2000 el efecto ha sido inexistente (Roeder, 
Eisen, & Bowling, 2015). Este informe evidencia 
que cuando la tasa de prisión es más baja hay 
efecto sobre el delito, pero cuando la tasa de 
prisión es más alta hay menos efectos sobre el 
delito (Roeder et al., 2015, p. 20). “Los beneficios 
se reducen cuando los niveles de encarcelamiento son 
altos, ya que son encarcelados individuos que generan 
una amenaza para la sociedad relativamente pequeña. 
Este efecto hace que cada persona adicional encarce-
lada ofrezca beneficios más reducidos de control de la 
criminalidad” (Roeder et al., 2015, p. 17). 
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que es posible implementar estrategias 
para reducir la tasa de encarcelamiento 
sin que aumenten las tasas de delitos83.

 Adicionalmente, algunas investigacio-
nes han mostrado que otros factores 
han jugado un rol más importante en 
la disminución del delito: i factores so-
ciales, económicos y ambientales (por 
ejemplo, aumento en los ingresos eco-
nómicos, disminución en el consumo 
de alcohol y una población que está en-
vejeciendo); ii la introducción de técni-
cas basadas en datos para la actividad 
de policía y el aumento en el número 
de policías (Roeder et al., 2015). 

Los hallazgos de estos estudios invitan a 
repensar la centralidad que se le está dan-
do a la medida de prisión en Colombia, 
como medio para enfrentar el delito. Te-
niendo en cuenta que es más probable que 
factores sociales, económicos y ambienta-
les contribuyan a la reducción del delito 
y al aumento de la seguridad ciudadana, 
sería importante que la política criminal: 
i incorpore estrategias de prevención 
orientadas a atacar las causas estructura-
les del delito, y ii desarrolle alternativas a 
la prisión que busquen enfrentar los fac-
tores que llevan a la comisión del delito. 

En esta línea, la Corte Constitucional 
ha señalado que es urgente y necesa-

83	 El Hamilton Project de Brookings Institution, 
con fundamento en la investigación sobre 
algunos estados en Estados Unidos y otros 
países, señaló que es posible reducir las tasas 
de prisión sin afectar negativamente las tasas 
de criminalidad (Raphael & Stoll, 2014). 

rio ampliar y potencializar las alterna-
tivas a la prisión.84 Asimismo, algunos 
JEPMS entrevistados manifestaron la 
necesidad de que el legislador incorpo-
re nuevas alternativas a la prisión para 
delitos de menor impacto social85. 
	

1.4.	 Diseño e implementación 	
	 de las alternativas
	 a la prisión para mujeres 	
	 infractoras con enfoque
	 de género y de justicia 		
	 restaurativa

En la sección anterior, se mostró la ne-
cesidad de ampliar y potencializar las 
alternativas a la prisión. A continua-
ción, se propondrá que el diseño e im-
plementación de las alternativas a la 
prisión incorporen una perspectiva de 
género y de justicia restaurativa. 

1.4.1. 	Alternativas a la prisión con 	
	 enfoque de género 

El encarcelamiento afecta de manera 
particular la vida y los derechos de las 
mujeres, debido a sus experiencias de 
vida, las violencias, desigualdades y 

84	 Corte Constitucional, sentencia T-762 de 2015, 
M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.

85	 Por ejemplo, un JEPMS señaló: “(...) tratándose 
de los delitos de menor impacto social, debería 
haber sanciones alternativas a la prisión, como 
prisión domiciliaria, de pronto prestar un 
servicio social a la comunidad, que le permita 
a la infractora reflexionar sobre su conducta 
y estar más pendiente de sus hijos y pensar 
la convivencia con ellos, pero tratándose de 
delitos de menor entidad que no sean de gran 
impacto social”.
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exclusiones que enfrentan, sus roles de 
cuidadoras y proveedoras, y sus nece-
sidades particulares86. Adicionalmente, 
la prisionalización de mujeres cabeza 
de familia con responsabilidades ex-
clusivas o principales de cuidado pue-
de afectar significativamente también a 
sus hijas e hijos o dependientes87. 

Teniendo en cuenta los impactos di-
ferenciados en la vida de las mujeres 
y sus familias, múltiples actores han 
hecho énfasis en la necesidad de in-
corporar una perspectiva de género 
en las políticas criminal, penitenciaria 
y carcelaria, con el fin de garantizar 
de manera efectiva los derechos de las 
mujeres infractoras y las mujeres priva-
das de la libertad88. 

86	 UNODC, Handbook of basic principles and 
promising practices on Alternatives to Impri-
sonment, 2007, p. 69 y ss.; CIDH, Guía práctica 
sobre medidas dirigidas a reducir la prisión 
preventiva, preparada por la Relatoría sobre 
los Derechos de las Personas Privadas de 
Libertad, 2017, p. 44.

87	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p.46.

88	 Ver por ejemplo, Reglas de las Naciones Unidas 
para el tratamiento de las reclusas y medidas no 
privativas de la libertad para las mujeres delin-
cuentes (Reglas de Bangkok), Adoptadas por la 
Asamblea General en su resolución 65/229, de 
16 de marzo de 2011; United Nations Special 
Rapporteur on Violence against Women, its 
causes and consequences, Rashida Manjoo, 
Pathways to, conditions and consequences 
of incarceration of women, 2013; UNODC, 
Handbook of basic principles and promising 
practices on Alternatives to Imprisonment, 
2007; CIDH, Guía práctica sobre medidas 
dirigidas a reducir la prisión preventiva, pre-
parada por la Relatoría sobre los Derechos de 

Siguiendo estos lineamientos, la Ley 
1709 de 2014 incluyó el enfoque di-
ferencial como uno de los principios 
rectores del Código Penitenciario y Car-
celario, haciendo referencia específica al 
género89. En desarrollo de dicha Ley se 
han expedido algunas normatividades 
específicas encaminadas a materializar 
el enfoque diferencial y los derechos 

las Personas Privadas de Libertad, 2017; Corte 
Constitucional, sentencia T-267 de 2018, M.P. 
Carlos Bernal Pulido, par. 40; Corte Consti-
tucional, sentencia T-388 de 2013, M.P. María 
Victoria Calle Correa; Comisión Asesora de 
Política Criminal, Informe Final: Diagnóstico y 
propuesta de lineamientos de política criminal 
para el Estado colombiano, 2012.

	 Existen algunas experiencias de reformas le-
gislativas sobre drogas con enfoque de género 
en países como Costa Rica. La Ley 9161 de 
2013 redujo la pena para mujeres infractoras 
en situación de vulnerabilidad que sean pro-
cesadas por ingresar drogas a prisión. 

	 “Artículo 77 bis.- (Adicionado por ley N° 9161 del 
13 de agosto del 2013, “Reforma Ley N° 8204”)

	 La pena prevista en el artículo anterior será de 
tres a ocho años de prisión, cuando una mujer 
sea autora o participe en la introducción en esta-
blecimientos penitenciarios de sustancias tóxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas y cumpla 
una o varias de las siguientes condiciones: 
a)	 Se encuentre en condición de pobreza. 
b)	 Sea jefa de hogar en condición de vulnerabi-

lidad. 
c)	 Tenga bajo su cargo personas menores de edad, 

adultas mayores o personas con cualquier tipo 
de discapacidad que amerite la dependencia de 
la persona que la tiene a su cargo. 

d)	 Sea una persona adulta mayor en condiciones 
de vulnerabilidad.

	 En caso de que se determine alguna de las 
condiciones anteriores, el juez competente o 
el juez de ejecución de la pena podrá dispo-
ner el cumplimiento de la pena impuesta, en 
modalidad de detención domiciliaria, liber-
tad asistida, centros de confianza, libertad 
restringida con dispositivos electrónicos no 
estigmatizantes o cualquier tipo de medida 
alternativa a la prisión”.

89	 Ley 1709 de 2014, artículo 2. 
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de las mujeres (por ejemplo, el Decreto 
2553 de 2014). A pesar de la existencia 
de estas normatividades, en algunos ca-
sos no se garantizan los mínimos consti-
tucionales asegurables para las mujeres 
reclusas establecidos por la Corte Cons-
titucional en el marco del ECI. La Corte 
ha resaltado que hay una “nula perspec-
tiva de género” en la política pública pe-
nitenciaria y carcelaria90.

Con el fin de garantizar los derechos 
de las mujeres infractoras e incorpo-
rar el enfoque diferencial con base en 
el género, se ha recomendado diseñar 
alternativas distintas a la prisión, es-
pecíficas para las mujeres. Las Reglas 
de Bangkok señalan que los Estados 
Miembros deben “elaborar medidas op-
cionales y alternativas a la prisión preventi-
va y la condena, concebidas específicamente 
para mujeres delincuentes, teniendo pre-
sente el historial de victimización de mu-
chas de ellas y sus responsabilidades de 
cuidado de otras personas” (Regla 57).

Las alternativas a la prisión con pers-
pectiva de género deben tener en cuen-
ta las experiencias de vida de las mujeres, 
las violencias, desigualdades y exclusiones 
que enfrentan y los efectos diferenciados 
del encarcelamiento en ellas y sus familias 
(Cruz et al., 2016; WOLA et al., 2016)91. 

90	 Corte Constitucional, sentencia T-267 de 2018, 
M.P. Carlos Bernal Pulido, par. 40.

91	 Ver por ejemplo, Reglas de las Naciones 
Unidas para el tratamiento de las reclusas y 
medidas no privativas de la libertad para las 
mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok), 
Adoptadas por la Asamblea General en su re-

Las alternativas deben incorporar in-
tervenciones orientadas a enfrentar 
los factores habituales por los que las 
mujeres entran en contacto con el sis-
tema penal; por ejemplo, cursos tera-
péuticos, tratamientos, programas de 
educación y capacitación para mejorar 
sus posibilidades laborales92. Este tipo 
de alternativas son más efectivas que la 
prisión para reducir el delito y minimi-
zar el costo para las mujeres, sus fami-
lias y la sociedad en general.

Una posible objeción frente a la nece-
sidad de alternativas a la prisión con 
enfoque de género es la aproximación 
del igualamiento basada en la igualdad 
formal, que promovería un trato igual 
para hombres y mujeres. Es de resaltar 
que el tratamiento igual no es necesa-
riamente justo, debido al contexto so-
cial de subordinación de las mujeres y 
los impactos diferenciados de la prisión 
en las mujeres y su entorno (Covington 
& Bloom, 2003). 

Los retos para el diseño de las alternati-
vas con enfoque de género son: atender 
las necesidades específicas de las mu-
jeres, enfrentar los factores que llevan 
a las mujeres a cometer los delitos, ser 
compatibles con las responsabilidades 
de cuidado, y respetar la dignidad hu-

solución 65/229, de 16 de marzo de 2011; Uni-
ted Nations Special Rapporteur on Violence 
against Women, its causes and consequences, 
Rashida Manjoo, Pathways to, conditions and 
consequences of incarceration of women, 2013.

92	 Regla 57, Reglas de Bangkok.
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mana de las infractoras. Asimismo, es 
clave tener en cuenta la visión de las 
víctimas y otros intereses de la sociedad, 
tales como ser eficientes para lograr los 
objetivos de controlar la criminalidad y 
garantizar la seguridad ciudadana93.

1.4.2.	 Alternativas a la prisión con 	
	 un enfoque de justicia
	 restaurativa

La reforma al proceso penal de co-
mienzos de la década de 2000 (Acto 
Legislativo 03 de 2002 y CPP de 2004), 
incorporó principios de justicia restau-
rativa en la normatividad colombiana 
(Sampedro Arrubla, 2003). Sin embar-
go, el Código no ofrece guías claras 
para los funcionarios encargados de 
aplicarlos. El CPP atribuyó al Fiscal 
General de la Nación la expedición de 
un manual de justicia restaurativa, que 
aún no ha sido expedido (art. 527). La 
ausencia de guías claras ha afectado 
seriamente la implementación de los 
principios de justicia restaurativa, por 
ello es urgente la adopción de un ma-
nual integral de justicia restaurativa.

Aunque es muy difícil encontrar un 
consenso claro sobre el significado de 
justicia restaurativa en la literatura, se 
pueden identificar algunos elementos 
comunes. La justicia restaurativa pro-
pone una transformación radical de la 
respuesta al delito y del rol de la justi-

93	 UNODC, Handbook of basic principles and 
promising practices on Alternatives to Impri-
sonment, 2007.

cia penal en las sociedades contempo-
ráneas. Esta aproximación formula una 
crítica al derecho penal moderno que 
sigue el argumento de Christie (1977), 
según el cual en las instituciones pena-
les la víctima es empujada fuera del es-
cenario, y pierde su caso en manos del 
Estado. En el derecho penal moderno, 
los delitos son violaciones de un inte-
rés legal abstracto o de una autoridad 
estatal y el Estado controla los sistemas 
de castigo; por ello, el conflicto entre 
las partes se convierte en un conflicto 
entre el agresor y el Estado (Beristain, 
2005, p. 467; Braithwaite, 1996; Sampe-
dro Arrubla, 2010, pp. 27, 32-34). 

Por el contrario, en la justicia restaurati-
va, el delito se concibe como un conflicto 
que involucra tres actores: la víctima, el 
agresor y la sociedad (Beristain, 2000, pp. 
49, 84; 2004, p. 50; 2005, p. 467). En con-
secuencia, la justicia restaurativa enfo-
ca su atención en los daños causados 
por un acto, haciendo énfasis en la víc-
tima, el agresor y la comunidad (Zehr, 
1990). Uno de los objetivos centrales es 
la restauración de todos los actores in-
volucrados (Braithwaite, 1999, p. 6). 

La justicia restaurativa propone un pro-
ceso participativo en el que se involucren 
todos los interesados: la víctima, el agre-
sor y la comunidad (Braithwaite, 2007, pp. 
148, 157; Dubber, 2006, p. 519). Es justicia 
deliberativa, ya que implica la delibera-
ción sobre las consecuencias de un deli-
to, cómo atenderlas y cómo prevenir su 
repetición. Esta idea de justicia es muy 
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diferente a la justicia profesional de los 
abogados que lo que busca es aplicar las 
reglas a un caso (Braithwaite, 1996).

En el caso de los delitos relacionados con 
estupefacientes surge la duda sobre si es 
posible aplicar los principios de justicia 
restaurativa, teniendo en cuenta que son 
delitos cuya víctima no es claramente 
identificable. Existen algunos ejemplos 
de programas que han incorporado exi-
tosamente el modelo de justicia restau-
rativa, para manejar casos de bajo nivel 
de distribución de marihuana. Teniendo 
en cuenta que las víctimas no son clara-
mente identificables, en estos programas 
invitan a miembros de la comunidad a 
participar en el proceso deliberativo so-
bre los daños a la misma, ocasionados 
con el tráfico de drogas; llegan a acuer-
dos que incluyen servicios comunitarios 
y cartas de reconocimiento de responsa-
bilidad y reflexión sobre la conducta y 
los daños causados (O’Hear, 2009, p. 490 
y s.s.). Un Juez de Ejecución de Penas en 
el grupo focal señaló que los servicios 
comunitarios en los casos relacionados 
con este tipo de delitos podrían prestar-
se en centros de tratamiento de personas 
con adicciones; esto permitiría que el in-
fractor vea los efectos ocasionados por 
las drogas y los delitos relacionados. 

Los programas de justicia restaurativa 
son un complemento a la justicia pe-
nal y pueden implementarse en cual-
quier etapa del proceso penal. Pueden 
ser alternativas a la prisión o pueden 
ser parte de una sentencia que tam-

bién impone una pena de prisión; en 
este último caso, la intervención res-
taurativa puede tener lugar durante el 
encarcelamiento o después de retornar 
a la comunidad94. Las alternativas a la 
prisión desde una perspectiva de jus-
ticia restaurativa, no solo son otro tipo 
de castigos, de un lado, o tratamientos 
poco severos, de otro lado. Tomarse en 
serio la justicia restaurativa implica una 
manera muy diferente de pensar sobre 
nociones tradicionales como disuasión, 
rehabilitación, incapacitación y preven-
ción del delito (Braithwaite, 1999, p. 2). 

Diseñar e implementar las alternativas 
a la prisión con enfoque de justicia res-
taurativa puede contribuir a restaurar 
el orden en la comunidad y reparar las 
relaciones que se dañaron; denunciar 
el comportamiento delictivo como in-
aceptable y reafirmar los valores de la 
comunidad; dar a las víctimas voz para 
expresar sus necesidades en el proceso 
de resolución del conflicto; promover 
reconocimientos de responsabilidad; 
identificar resultados restaurativos; 
prevenir la reincidencia a través de 
motivar la transformación de la perso-
na, enfrentar los factores que llevaron 
a la comisión de la conducta delictiva 
y facilitar su reintegración a la comu-
nidad95. Adicionalmente, podría evitar 

94	 UNODC, Handbook on restorative justice 
programmes, 2006, p. 13.

95	 UNODC, Handbook on restorative justice 
programmes, 2006, p. 10.

	 Existen estudios empíricos que concluyen que 
programas de justicia restaurativa pueden 
reducir significativamente la reincidencia, 
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que las alternativas se conviertan en 
una herramienta para aumentar las po-
sibilidades de control social mediante 
el uso excesivo de un castigo “más sua-
ve” (Zehr, 2001, pp. 331, 332).

1.5.	 Recomendaciones

Las Ramas Judicial, Legislativa y Ejecu-
tiva deben diseñar y fortalecer diferen-
tes tipos de alternativas a la prisión para 
las mujeres infractoras, que no repre-
sentan un riesgo alto para la seguridad 
ciudadana y tienen responsabilidades 
de cuidado. Dichas medidas también se 
podrían aplicar a hombres infractores 
que cumplan estas condiciones.

Algunas medidas podrían ser: i progra-
mas de intervención temprana y mecanis-
mos de desvío por parte de autoridades 
de policía y fiscales; ii mecanismos de 
justicia restaurativa; iii reparación a la 
víctima o técnicas de responsabilización 
para los delitos con víctimas difusas; iv 
centros comunitarios para las mujeres in-
fractoras; v estrategias para evitar el uso 
excesivo de la detención preventiva; vi 
sanciones que no impliquen prisión; vii 
mecanismos para la liberación anticipa-
da como los subrogados penales96.

ver por ejemplo, (Bonta, Wallace-Capretta, 
Rooney, & McAnoy, 2002).

96	 UNODC, Handbook of basic principles 
and promising practices on Alternatives to 
Imprisonment, 2007.

	 Ver alternativas a la prisión para mujeres 
propuestas en otros estudios (Cruz et al., 
2016; WOLA, 2016).

A continuación se presentan algunas 
recomendaciones de política pública 
que ampliarían y potencializarían las 
alternativas a la prisión para las muje-
res infractoras: 

i. 	 Alternativas con enfoque
	 de justicia restaurativa

•	 El Fiscal General de la Nación debe 
expedir el manual de justicia restau-
rativa incluyendo guías relaciona-
das con alternativas a la prisión.

•	 Los jueces y fiscales en las actuacio-
nes relacionadas con alternativas a 
la prisión deben incorporar un en-
foque de justicia restaurativa.

ii.	 Alternativas que limitan la
	 entrada al sistema judicial penal

•	 El Congreso de la República debe 
realizar las reformas legales necesa-
rias para establecer programas de in-
tervención temprana y mecanismos 
de desvío por parte de autoridades 
de policía y fiscales para casos espe-
cíficos, tales como delitos no violen-
tos, sin agravantes y para infractores 
de primera vez97. El infractor puede 
ser desviado hacia sistemas de asis-
tencia social o salud pública.

97	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p.46.
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iii.	 Alternativas al encarcelamiento 	
	 durante el proceso penal

Alternativas a la detención preventiva

•	 El Consejo Superior de Política 
Criminal, con la participación de 
la Fiscalía General de la Nación y 
el órgano de gobierno de la Rama 
Judicial, debe promover un debate 
interinstitucional sobre estrategias 
encaminadas a: i. reducir el uso de 
la detención preventiva, promo-
viendo las medidas no privativas de 
la libertad, y ii. incorporar un enfo-
que de género para la aplicación de 
las medidas de aseguramiento98.

•	 La Fiscalía General de la Nación y 
el órgano de gobierno judicial de-
ben adoptar las medidas necesarias 
para garantizar que la aplicación de 
la detención preventiva se ajuste a 
los principios de excepcionalidad, 
legalidad, necesidad y proporciona-
lidad99 y a los requisitos de las Leyes 
906 de 2004 y 1760 de 2015. 

•	 La Fiscalía General de la Nación, 
el órgano de gobierno judicial y el 
INPEC deben adoptar las medidas 
necesarias para garantizar que se 
cumplan los límites máximos de 

98	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 11.

99	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 11.

tiempo para la detención preventi-
va, establecidos por la legislación. 

•	 La Fiscalía General de la Nación y 
el órgano de gobierno judicial de-
ben enviar un mensaje de respaldo 
institucional frente al uso racional 
y excepcional de la detención pre-
ventiva100.

•	 El Congreso de la República debe 
derogar las reglas que prohíben la 
sustitución de la detención preven-
tiva por domiciliaria para cierto tipo 
de delitos101.

•	 El Consejo Superior de Política 
Criminal, la Fiscalía General de la 
Nación, el Consejo Superior de la 
Judicatura y el Congreso de la Re-
pública deben incorporar una pers-
pectiva de género en la creación, 
implementación y seguimiento de 
las estrategias para reducir el uso de 
la detención preventiva102.

•	 Los jueces y fiscales en los casos en 
que la mujer infractora tenga res-
ponsabilidades de cuidado deben: 

100	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 11.

101	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 14.

102	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 45.
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priorizar la aplicación de medidas 
no privativas de la libertad, y aplicar 
con mayor rigurosidad los criterios 
de necesidad y proporcionalidad 
frente a la detención preventiva103. 

Alternativas a la prisión para
las sentencias 

•	 El Consejo Superior de Política 
Criminal, la Fiscalía General de la 
Nación y el Consejo Superior de la 
Judicatura, deben fomentar la apli-
cación de alternativas a la prisión 
para las mujeres que tengan respon-
sabilidades de cuidado104.

•	 El Gobierno, tanto Nacional como 
las entidades territoriales, el órgano 
de gobierno de la Rama Judicial y la 
Fiscalía General de la Nación, deben 
priorizar la financiación y el estable-
cimiento de mecanismos para la im-
plementación y seguimiento de las 
alternativas a la prisión; esto último, 
en los casos en que sean aplicables 
según la legislación vigente105.

•	 La Rama Ejecutiva, incluidas las 
entidades territoriales, deben esta-

103	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 47.

104	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 46.

105	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 46.

blecer recursos para que las mujeres 
beneficiarias de alternativas se pue-
dan integrar a la comunidad106 .

•	 El Gobierno, tanto Nacional como 
las entidades territoriales, deben 
ofrecer servicios para resolver los 
problemas habituales que ocasiona-
ron que estas mujeres entraran en 
contacto con el sistema penal (por 
ejemplo tratamiento psicológico, 
programas de educación y capacita-
ción para aumentar oportunidades 
de acceso a un empleo).

•	 En sus actuaciones, los jueces y fis-
cales deben incorporar un enfoque 
de género que les permita tener en 
cuenta: la discriminación histórica 
frente a las mujeres, historial de victi-
mización, ausencia de circunstancias 
agravantes en la comisión del delito, y 
las responsabilidades de cuidado107.

•	 En los casos en que la mujer infrac-
tora tenga responsabilidades de 
cuidado, los jueces y fiscales deben 
priorizar la aplicación de medidas no 
privativas de la libertad, y considerar 
que el encarcelamiento es una medida 
de último recurso108. 

106	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 46.

107	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 46, 47.

108	 CIDH, Guía práctica sobre medidas dirigidas 
a reducir la prisión preventiva, preparada por 
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•	 El Congreso de la República debe de-
sarrollar en la legislación colombiana 
la figura de las órdenes comunita-
rias, a través de las que la persona es 
condenada a prestar un servicio en 
la comunidad, pero no es enviada a 
prisión. Estas órdenes comunitarias 
deben incorporar una perspectiva de 
género, buscando atender las nece-
sidades de las mujeres, enfrentar los 
factores que las llevaron a la comi-
sión del delito, y ser compatibles con 
el trabajo de cuidado y las activida-
des laborales de las mujeres. 

iv.	 Alternativas post procesales para 	
	 poblaciones carcelarias

•	 El Congreso de la República debe 
reformar las reglas sobre prisión do-
miciliaria para madres o padres ca-
beza de familia, aclarando que no es 
necesario acreditar que los menores 
se encuentren en situación de des-
protección y abandono.

•	 Los JEPMS, para la aplicación de 
la prisión domiciliaria para padres 
o madres cabeza de familia, no de-
ben exigir que se acredite que los 
menores se encuentran en situación 
de desprotección y abandono; en 
cambio se podrían aplicar los requi-
sitos probatorios desarrollados por 
la Corte Constitucional y adoptados 
por la Corte Suprema de Justicia109.

la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, 2017, p. 47.

109	 Corte Constitucional, sentencia SU – 389 de 
2005, M.P. Jaime Araújo Rentería.

•	 Los JEPMS deben facilitar la posi-
bilidad de prisión domiciliaria con 
permiso de trabajo, en particular 
para personas que tienen responsa-
bilidades como cuidadoras y pro-
veedoras (Cruz et al., 2016, p. 66).

•	 El Congreso de la República debe re-
visar el artículo 68A del Código Pe-
nal que establece un listado amplio 
de delitos frente a los que no se pue-
de conceder ni la suspensión con-
dicional de la ejecución de la pena, 
ni la prisión domiciliaria, ni ningún 
otro beneficio judicial o administra-
tivo, salvo los beneficios por cola-
boración. En esta revisión se debe 
considerar que este tipo de limitacio-
nes deberían ser excepcionales.

•	 Los jueces y el Gobierno Nacional 
deben ofrecer oportunidades de in-
tegración social y de inserción en el 
mercado laboral para las mujeres en 
el marco de la aplicación de subro-
gados penales, teniendo en cuenta 
la situación de discriminación de las 
mujeres en el contexto laboral.

v.	 Alternativas a la prisión frente a 	
	 delitos relacionados con drogas 

•	 Las Ramas Legislativa y Ejecutiva y 
la Fiscalía General de la Nación, en 
lo de su competencia, deben adoptar 
medidas para garantizar que muje-

	 Corte Suprema de Justicia, SP7752-2017, Radi-
cación n° 46277, mayo 31 de 2017, M.P. Patricia 
Salazar Cuéllar.
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res infractoras por primera vez de un 
delito menor de drogas, no violento 
puedan acceder a alternativas a la pri-
sión que incluyan programas para la 
prevención del delito a través de una 
aproximación integral y el apoyo de 
una red intersectorial (WOLA, 2016).

•	 El Congreso de la República y el 
Gobierno Nacional deben realizar 
las reformas normativas necesarias 
para racionalizar la política criminal 
en materia de delitos con las drogas, 
buscando que las penas sean propor-
cionales teniendo en cuenta la natu-
raleza y gravedad de la conducta, la 
pertenencia o no a una organización 
criminal, la posición de la infracto-
ra en la organización criminal, entre 
otros criterios (WOLA et al., 2016). 

•	 El Congreso de la República y el 
Gobierno Nacional deben realizar 
las reformas normativas necesarias 
para permitir que las personas que 
cometen delitos no violentos, rela-
cionados con la dependencia o abu-
so de sustancias, sean beneficiarios 
de mecanismos de desviación hacia 
servicios sociales y de salud110. 

vi.	 Implementación de las
	 alternativas a la prisión

•	 Las Ramas Judicial, Legislativa y 
Ejecutiva deben asegurar que las al-
ternativas a la prisión cuenten con 
respaldo institucional, adecuado 

110	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015.

seguimiento y evaluación, y recur-
sos económicos suficientes. Para el 
seguimiento y evaluación, deben es-
tablecer indicadores claros111.

•	 Las Ramas Judicial, Legislativa y 
Ejecutiva deben realizar esfuerzos 
de coordinación interinstitucional 
para la implementación de las alter-
nativas al encarcelamiento.

•	 Las Ramas Judicial, Legislativa y 
Ejecutiva deben adelantar esfuerzos 
para comprometer a las entidades, 
las comunidades y la sociedad civil 
para la implementación de las alter-
nativas a prisión112.

•	 El órgano de gobierno judicial y la 
Fiscalía General de la Nación deben 
establecer mecanismos de trans-
parencia y rendición de cuentas en 
relación con la aplicación de alter-
nativas a la prisión113.

•	 El Gobierno Nacional debe vincular 
la política criminal con las políticas 
de integración social y productiva, 
con el fin de ofrecer oportunidades 
de formación y empleo a las bene-
ficiarias de alternativas a la prisión 
(Cruz et al., 2016, p. 68).

111	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015, p. 42.

112	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015, p. 43.

113	 CICAD. Informe técnico sobre alternativas al 
encarcelamiento para los delitos relacionados 
con drogas, 2015, p. 44.
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2.	 Condiciones de la 		
	 vida en prisión e 		
	 impacto diferenciado 	
	 en las mujeres
A continuación se expone el análisis 
realizado a partir de los resultados más 
significativos respecto a las condicio-
nes de salud dentro de los centros de 
reclusión en Colombia, así como el fun-
cionamiento de los equipos interdisci-
plinarios psicosociales al servicio de las 
mujeres infractoras, y la infraestructura 
que presentan las diferentes cárceles a 
nivel nacional que se visitaron para la 
recolección de información cuantitati-
va y cualitativa de la investigación. Por 
último, se presentan alternativas de po-
lítica pública orientadas al mejoramien-
to de las condiciones en las que deben 
desenvolverse a diario las mujeres, 
mientras se encuentran en detención 
preventiva o cumpliendo su condena.

2.1.	 Condiciones de salud 

Según lo evidenciado a partir de los 
cuestionarios, las entrevistas realizadas a 
internas y a funcionarios del sistema ju-
dicial y penitenciario, y la revisión de la 
literatura, las condiciones de sanidad que 
se presentan al interior de las reclusiones 
son precarias, teniendo en cuenta la fal-
ta de asistencia médica y de acompaña-
miento psiquiátrico y psicológico, tanto 
para las internas como para los hijos que 
viven con ellas dentro de la cárcel. 

Especialmente, la USPEC, consideran-
do que es una entidad que tiene como 

“objetivo gestionar y operar el suministro 
de bienes y prestación de servicios y la in-
fraestructura, y brindar el apoyo logístico y 
administrativo requeridos para el adecuado 
funcionamiento de los servicios penitencia-
rios y carcelarios a cargo del INPEC”114, 
debería atender con mayor atención es-
tas situaciones problemáticas.

Representantes de la comunidad acadé-
mica afirmaron que la atención deficien-
te dentro de las cárceles puede deberse 
a la ausencia de personal médico, la de-
mora en la autorización de medicinas, 
la acumulación de solicitudes para pro-
cedimientos médicos o quirúrgicos y 
en general, los retrasos excesivos en la 
atención que requieren las internas115. 

Si bien el hacinamiento es uno de los 
principales problemas, según la sen-
tencia T-762/15, deben atenderse 
otros problemas con el fin de superar 
la violación masiva de derechos fun-
damentales, entre ellos la adecuada 
prestación de servicios de salud y la 
prevención de enfermedades al inte-
rior de los centros penitenciarios. Así 
pues, la política criminal debe proteger 
los derechos humanos de las personas 
que se encuentran recluidas, por lo que 
el sistema penitenciario y carcelario 

114	 USPEC, Objetivo-Misión-Visión. Gobierno de 
Colombia. En: http://www.uspec.gov.co.

115	 Ariza, L., Effer, K., Escobar, S. & Gutiérrez, 
M., Intervención ante la Corte Constitucional 
por parte de representantes de la comunidad 
académica, en respuesta al Auto 121 de 2018 
de la Corte Constitucional. Sala Especial de 
Seguimiento al Estado de Cosas Inconstitu-
cional en el Sistema Penitenciario.
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debería garantizar como mínimo unas 
condiciones de subsistencia digna a ni-
vel nacional como: 

•	 Los horarios de alimentación y du-
cha deben ajustarse a los del común 
de la sociedad. 

•	 Los alimentos deben estar en ópti-
mas condiciones de conservación, 
preparación y nutrición. 

•	 El sistema sanitario, las tuberías, 
baños y duchas, deben estar en con-
diciones adecuadas para atender al 
número de personas que se encuen-
tren recluidas.

•	 Los implementos de aseo necesa-
rios deben ser entregados mensual-
mente. 

•	 El servicio médico debe encontrar-
se disponible de manera continua y 
debe garantizar las medicinas, equi-
pos y personas idóneas según los 
requerimientos de la población. Ade-
más, deberá fortalecerse con el fin de 
prevenir el desarrollo de enfermeda-
des dentro de los centros de reclusión.

2.2.	 Equipos psicosociales 

Teniendo en cuenta el objetivo de com-
pletar un proceso de resocialización al 
final de la estancia de las mujeres en el 
centro penitenciario, se considera perti-
nente establecer unos lineamientos para 
lograr un acompañamiento psicosocial 
integral, que incluya la participación tan-

to de médicos, psicólogos, trabajadores 
sociales, psiquiatras, abogados, como 
educadores, que permitan el desarrollo 
de las diferentes áreas de las mujeres y, 
asimismo, les proporcionen herramien-
tas para la resolución de problemáticas 
personales, familiares y sociales comple-
jas que deben asumir en su cotidianidad.
De igual forma, algunos representantes 
de la comunidad académica en una in-
tervención ante la Corte Constitucional 
evidenciaron que “la falta de personal espe-
cializado ocasiona el indebido funcionamien-
to de la entidad, que no cuenta con el personal 
necesario para cumplir su fin misional”116.

Según la Defensoría del Pueblo, el servicio 
de salud debería garantizar las condicio-
nes mínimas, entre ellas personal médico 
multidisciplinario en salud (por lo menos 
médicos, enfermeros y psicólogos), lo que 
no se cumple en la mayoría de los estable-
cimientos de reclusión del país. 

El conjunto de intervenciones que for-
man parte del tratamiento deben enca-
minarse al sistema psicosocial integral 
que corresponde a las orientaciones pre-
ventivas, de evaluación e intervención. 
Desde la perspectiva de la evaluación se 
establece que las carencias que presenta 
el/la interno(a) deben ser evaluadas te-
niendo en cuenta los rasgos intrínsecos 

116	 Ariza, L., Effer, K., Escobar, S. & Gutiérrez, 
M., Intervención ante la Corte Constitucional 
por parte de representantes de la comunidad 
académica, en respuesta al Auto 121 de 2018 
de la Corte Constitucional. Sala Especial de 
Seguimiento al Estado de Cosas Inconstitu-
cional en el Sistema Penitenciario, p. 14.
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de la persona, sus circunstancias socia-
les, demográficas y ambientales (López 
Martín & Vela Rubio, 2001).

Es así como se establece que cuando el 
individuo ingresa al centro penitenciario, 
debe ser valorado por una junta de trata-
miento que ocupe el área laboral, de for-
mación cultural, formación profesional, 
y medidas requeridas para el desarrollo 
de la persona; lo anterior, con el objetivo 
de que sea proporcionado dentro de las 
posibilidades de la administración peni-
tenciaria, esto quedando plasmado en un 
“modelo individualizado de intervención” y 
desde la formulación de un “programa in-
dividualizado de tratamiento” (López Mar-
tín & Vela Rubio, 2001).

La delincuencia y las tasas de reinciden-
cia tienen un origen multicausal; por 
ende, la intervención con objetivos reha-
bilitadores requiere de la participación 
de distintas áreas del conocimiento en 
un trabajo estructurado y complemen-
tario, es decir, en un trabajo multidisci-
plinario e interdisciplinario que cumpla 
los objetivos de rehabilitar, reeducar y 
reincorporar al interno o a la interna a la 
sociedad (Pimentel Santiago, 2013). 

Se recomienda que para futuras in-
vestigaciones se aborde el tema de los 
equipos técnicos, profesionales, inter-
disciplinarios y multidisciplinarios en 
el contexto carcelario, con el fin de ga-
rantizar la eficacia y eficiencia de los 
programas de tratamiento penitenciario 
sugeridos a partir de un análisis exhaus-

tivo para determinar las medidas que se 
deben aplicar en cada uno de los casos.

2.3.	 Infraestructura carcelaria

A partir de lo evidenciado en las visi-
tas a los centros penitenciarios y car-
celarios, así como lo reportado tanto 
en la información cuantitativa como 
en la cualitativa, desde las diferentes 
perspectivas del sistema judicial y pe-
nitenciario, se hace énfasis en las fallas 
estructurales que tienen las cárceles, 
caracterizadas especialmente por el 
hacinamiento, malas condiciones de 
salubridad que generan plagas o hu-
medades, lo que afecta directamente la 
integridad de las internas y de manera 
más significativa a los menores en eta-
pa de desarrollo que conviven con ellas 
mientras cumplen su restricción.

La tendencia actual es que, por hacer 
un uso indebido de la cárcel, se han 
desbordado las cifras de hacinamiento, 
cuestión que adquiere más relevancia si 
se tiene en cuenta que la infraestructu-
ra de los establecimientos, debido a su 
antigüedad, tampoco permite mayor 
adaptación117.

De acuerdo con lo expuesto en la sen-
tencia T-267 de 2018, algunos estable-

117	 Ariza, L., Effer, K., Escobar, S. & Gutiérrez, 
M., Intervención ante la Corte Constitucional 
por parte de representantes de la comunidad 
académica, en respuesta al Auto 121 de 2018 
de la Corte Constitucional. Sala Especial de 
Seguimiento al Estado de Cosas Inconstitu-
cional en el Sistema Penitenciario.



156

Liliana Sánchez Mejía, Leonardo Rodríguez Cely, Gustavo Fondevila, Juliana Morad Acero

cimientos penitenciarios y carcelarios 
no cuentan con baterías sanitarias en el 
área de celdas y dormitorios, por lo que 
las internas deben realizar sus necesi-
dades fisiológicas en recipientes y a la 
vista de las demás internas, sobre todo 
en las noches cuando se encuentran 
bajo llave. En el día, teniendo en cuen-
ta que las celdas no cuentan con áreas 
sanitarias individuales, estas mujeres 
deben realizar sus necesidades fisioló-
gicas en el patio social, en donde hay 3 
baterías sanitarias118. 

En cuanto a las condiciones habitacio-
nales, se evidencia que en una sola cel-
da pueden dormir hasta siete personas 
en camas improvisadas o colchones 
que son apilados en el día. En este or-
den de ideas, no se cuenta con cuartos 
idóneos para mujeres embarazadas, 
con hijos pequeños o que se encuentren 
enfermas. Adicionalmente, se reportó 
que tampoco contaban con acceso al 
agua de manera permanente. 

De acuerdo con lo planteado por la 
Corte Constitucional, los mínimos 
asegurables deberían implicar las con-
diciones sanitarias adecuadas para 
mantener la higiene y salud, teniendo 
en cuenta las necesidades de higiene 
propias del género como las toallas hi-
giénicas, espacios de alojamiento y las 
condiciones apropiadas para quienes 
se encuentren en periodo de menstrua-

118	 Corte Constitucional, sentencia T-267 de 2018, 
M.P. Carlos Bernal Pulido, par. 31.

ción, embarazo, lactancia o acompaña-
das de sus hijos119. 

Según la sentencia T-388 de 2013, la baja 
participación de las mujeres en la po-
blación recluida, en comparación con la 
población masculina, ha influido nega-
tivamente puesto que sus necesidades 
son invisibilizadas por quienes diseñan 
las políticas públicas. De acuerdo con 
esto, las estrategias frente al hacina-
miento van dirigidas en su mayoría a 
la construcción de espacios penitencia-
rios para hombres, dejando a las muje-
res en segundo plano y causando que 
deban compartir sus espacios vitales 
no solo con otras mujeres, sino también 
con hombres, lo que implica riesgos 
adicionales para su integridad120. 

Por tal razón, se considera que el haci-
namiento genera también corrupción, 
extorsión y violencia, comprometiendo 
los derechos a la vida e integridad per-
sonal de quienes se encuentran reclui-
dos. Así pues, cuando la demanda por 
una habitación es mucho más alta que 
la oferta, solo cabe esperar que se im-
ponga la “ley del más fuerte”, con todo lo 
que esto implica121.

2.4.	 Impacto en los hijos

Los centros penitenciarios vistos como 
sistema intramural que funciona con 

119	 Corte Constitucional, sentencia T-267 de 2018, 
M.P. Carlos Bernal Pulido, par. 31.

120	 Corte Constitucional, sentencia T-388 de 2013, 
M.P. María Victoria Calle Correa.

121	 Corte Constitucional, sentencia T-388 de 2013, 
M.P. María Victoria Calle Correa.
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sus propias normas y de manera inde-
pendiente, resultan ser los lugares en el 
que las personas privadas de la libertad 
se ven inmersas en un cambio de con-
texto, donde deben asumir diversos ro-
les y esquemas de comportamiento, así 
como nuevos códigos de comunicación 
y cambios en todos sus ámbitos, aun-
que es relevante dilucidar que el pro-
ceso de adaptación varía dependiendo 
de los recursos que cada persona posee 
para afrontarlo. Esto exige un esfuerzo 
adaptativo progresivo a la soledad y al 
encierro, que genera en muchas ocasio-
nes alteraciones a nivel emocional, cog-
nitivo, familiar, laboral y social; donde 
el estrés, la depresión y la ansiedad 
son las circunstancias primarias para 
desarrollar los efectos por la prisiona-
lización (Cajamarca, Triana, & Jiménez, 
2015; Echeverri-Vera, 2010; Támara, Sil-
va, Padilla, & Ariza, 2013).

De igual forma, es pertinente mencionar 
que la dinámica en prisión no incluye 
exclusivamente a la mujer que está pri-
vada de la libertad sino también a sus 
familiares y dependientes, pues hay una 
serie de factores que influyen, como la 
pérdida de autonomía, derechos y opor-
tunidades. Según Añaños-Bedriñana y 
García-Vita (2017), la experiencia den-
tro de la reclusión tiene para cada per-
sona una perspectiva completamente 
diferente, la que se debería atender se-
gún sus factores protectores y de riesgo, 
así como sus habilidades, capacidades, 
competencias o herramientas, pues 
serán estas características las que se 

requieran para responder a las proble-
máticas de este contexto carcelario.

Es indispensable analizar la manera 
en la que factores como los educativos, 
sociales, relacionales, comportamen-
tales, sociodemográficos, culturales, 
socioeconómicos, de salud, penales y 
penitenciarios influyen para una mayor 
comprensión de las consecuencias que 
tiene la prisionalización (Añaños-Bedri-
ñana & García-Vita, 2017). Estos toman 
mayor relevancia cuando se tratan de 
variables que afectan tanto a las muje-
res como a sus hijos dentro de la prisión, 
pues se ven involucrados en el desarro-
llo de la dimensión humana en distintos 
niveles, para los que la infraestructura y 
servicios que prestan los centros de re-
clusión deberían estar en cada etapa del 
proceso, desde que se toma la decisión 
de quedarse con los menores mientras se 
cumple la condena, hasta que cumplen 
la edad permitida para permanecer con 
ellas y requieren de un acompañamien-
to psicosocial integral, que disminuya el 
impacto negativo de la separación.

Respecto a esto, Yagüe (2007) sugiere que 
los equipos de profesionales deben estar 
enfocados en la resolución de proble-
máticas socio-familiares que se generan 
a partir del ingreso a prisión, especial-
mente lo que respecta a los sentimientos 
de estrés y angustia, cuando se deben 
asumir procesos de asesoramiento legal 
para interponer medidas de protección 
para sus hijos. Además, un estudio reali-
zado en Bogotá D.C. determinó que “los 
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primeros meses de instancia en prisión se ven 
caracterizados por altos niveles de ansiedad y 
depresión, que generan alteraciones emocio-
nales y falta de recursos cognitivos” (Caja-
marca et al., 2015, p. 77), para asumir las 
consecuencias del encarcelamiento, que 
podría incidir en la experiencia de los 
menores dentro de la cárcel.

Es necesario tener en cuenta que el desa-
rrollo integral de los niños (adaptación 
social y emocional) depende en gran 
medida de la estabilidad y solidez del 
vínculo que se establece con sus madres, 
especialmente en los primeros años de la 
vida (Fernández Castro, 2016). Además, 
se enuncia que aunque el contexto peni-
tenciario no es el idóneo para los niños 
y niñas en desarrollo, “hay pruebas que 
demuestran que el crecimiento en estos am-
bientes no es algo que necesariamente tenga 
consecuencias negativas” (Fernández Cas-
tro, 2016, p. 23), pues suelen pertenecer 
a familias de bajos recursos y ambientes 
negativos, por lo que se benefician de 
cualquier oportunidad que les ofrece el 
espacio en donde se encuentran, en este 
caso, las cárceles.

Otros estudios sugieren que se debe 
analizar a profundidad los procesos de 
prisionalización en niños y niñas, ya sea 
cuando sus madres ingresan a prisión o 
nacen dentro de ellas (Gea Fernández, 
2017; Igareda, 2009). Diferentes estudios 
sobre las consecuencias de la prisionali-
zación hacen referencia a las dificultades 
que enfrentan los menores que nacen 
fuera de la cárcel. Una vez su madre in-

gresa a prisión, se observará su retroceso 
por ejemplo en términos de la pérdida 
de control de esfínteres, en la capacidad 
de hablar, impulsividad, agresividad, 
en la normalización del sueño, en la ali-
mentación, déficit de atención e hiperac-
tividad, episodios de estrés, entre otros. 
Cuando se trata de los nacidos en el cen-
tro penitenciario, se observó en ocasio-
nes un cierto retraso en la adquisición 
de algunas habilidades, especialmente 
el habla y la motricidad. En ambos casos 
puede darse una dificultad posterior al 
encierro, en la capacidad para exponer-
se a espacios abiertos, cuestión común 
también a las personas adultas una vez 
son liberadas de la cárcel.

Estos procesos de prisionalización tam-
bién pueden ocasionar la presencia de 
negligencia en la relación entre madre 
e hijo/a, es decir, la incapacidad que 
tienen los cuidadores de garantizar la 
salud, seguridad y bienestar del niño 
o niña, así como el abandono de sus 
necesidades evolutivas y la falta de es-
timulación cognitiva. Esta puede dar-
se de manera prenatal, por medio de 
acciones u omisiones nocivas para el 
desarrollo del feto; física, limitando los 
cuidados, la supervisión, atención y los 
elementos necesarios para un adecuado 
desarrollo; o emocional, privándolo de 
estimulación afectiva y prestando poca 
atención a sus necesidades. También 
se denomina como negligencia las res-
puestas inconsistentes por parte de los 
adultos cuidadores a las señales de in-
teracción que da el niño/a. La vivencia 
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de estas experiencias genera respuestas 
de estrés, afectando su desarrollo cog-
nitivo y afectivo (Amores-Villalba & 
Mateos-Mateos, 2017; Banqueri, Mén-
dez, & Arias, 2017).

De acuerdo con lo anterior, diversas 
investigaciones han encontrado que 
la presencia de estrés psicológico en la 
infancia temprana puede generar pro-
blemas de atención, memoria, poco ra-
zonamiento en la toma de decisiones, 
desarrollo intelectual y fracaso escolar. 
Cuando los cuidadores son negligen-
tes la comunicación e interacción entre 
este y el menor es escasa o inexistente, 
lo que genera que la habilidad comuni-
cativa interpersonal e intercontextual 
de los niños sea inferior a la espera-
da, de acuerdo a su edad cronológica 
(Amores-Villalba & Mateos-Mateos, 
2017).

Se ha evidenciado una elevada pre-
valencia de trastornos internalizantes 
(sintomatología ansiosa, depresiva, 
postraumática, apática) y externali-
zantes (comportamientos disruptivos, 
agresiones físicas y verbales, problemas 
con compañeros). La forma en la que el 
niño aprende a regular su comporta-
miento y sus emociones es a través de 
los modelos a los que está expuesto. En 
las situaciones de negligencia infantil, 
el cuidador frecuentemente responde 
con rechazo e ignorancia a la expresión 
emocional del niño, por lo que este no 
aprende a regular sus emociones ni a 
lidiar con las situaciones estresantes. 

Adicional a esto, es más probable que 
estos niños/as interpreten claves socia-
les como hostiles y tengan dificultades 
en el reconocimiento de expresiones 
faciales (Amores-Villalba & Mateos-
Mateos, 2017; Banqueri et al., 2017). 

Si bien el INPEC ha desarrollado estra-
tegias con el fin de mantener y fortale-
cer los vínculos entre madre e hijos, se 
observó la necesidad de considerar los 
efectos que tienen las experiencias tem-
pranas en el desarrollo de los niños/as 
que se encuentran dentro de los centros 
penitenciarios, al momento de cons-
truir y aplicar programas destinados a 
las mujeres privadas de la libertad. 
 
Si hay un evento puntual en la vida de 
estos niños y niñas como parte de su 
condición de “presos”, es el momento 
de la separación con su progenitora. 
En principio, se busca que dicha sepa-
ración se realice de forma gradual, a 
fin de favorecer las salidas al exterior 
con los familiares a cuyo cargo vayan 
a quedar y minimizar el tiempo que 
pasen en el centro penitenciario junto 
a su madre. Pero, ese escenario no es el 
más frecuente, puesto que el abandono, 
el rechazo por parte de la familia y la 
insuficiencia de recursos económicos, 
puede suponer una separación brusca 
que solamente es posible suavizar en 
caso de que el menor esté al cuidado de 
familiares, amigos o a través de un ho-
gar temporal, con el que pueden empe-
zar a adaptarse antes de la separación 
definitiva (Yagüe Olmos, 2007).
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Cabe mencionar, que la dureza de la se-
paración, la edad de los niños y niñas 
que precisan del cuidado materno y la 
condición de la madre, genera entre ellos 
un vínculo afectivo muy fuerte, fruto de 
la severidad del encierro y del miedo a la 
futura ausencia (Gea Fernández, 2017). 
Por ello, diversos estudios sugieren que 
se debe fortalecer continuamente el vín-
culo de los hijos con sus madres, a través 
de diferentes estrategias integrales (Del-
gado, González, Restrepo, Guerrero, & 
Corredor, 2010).  Por ejemplo, cuando 
los niños o niñas salen por haber cum-
plido la edad o se encuentran fuera de 
la prisión, las visitas de los menores son 
fundamentales para fomentar los lazos 
filiales. La Corte Constitucional ha seña-
lado al respecto:

“la presencia de los niños y niñas en nada 
compromete la seguridad del centro carce-
lario; todo lo contrario, de conformidad con 
las pruebas aportadas por el INPEC es evi-
dente, por diversos estudios psicológicos, 
que el contacto frecuente de las internas con 
sus familias, y en especial con sus hijos me-
nores, constituye un enorme aliciente, dis-
minuye los niveles de ansiedad, depresión, 
los riesgos de suicidio y de agresiones entre 
las personas privadas de la libertad”122.

Por lo anterior, la prisión teniendo la rein-
serción social como uno de los principa-
les pilares, debe contemplar la manera de 
reducir hasta eliminar las consecuencias 

122	 Corte Constitucional, sentencia T-1030 de 
2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.

negativas de la privación de libertad, tan-
to para la interna como para su familia, 
con el fin de enfocarse principalmente en 
la prevención de la reincidencia, del deli-
to y de la exclusión, logrando un proce-
so eficiente y eficaz de reinserción social 
(Añaños-Bedriñana & García-Vita, 2017). 
De acuerdo con un meta-análisis realiza-
do por Alvarado (2014), se observó que 
en países como Costa Rica123, Argentina124, 

123	 El Sistema de Niveles de Atención es una pro-
puesta costarricense que parte de una visión 
clínica y busca la rehabilitación de la persona 
privada de la libertad y su posterior adaptación 
a la sociedad. De acuerdo con esto, la atención 
se divide en distintos niveles y es concebida 
como “un proceso continuo, coherente, siste-
mático e individualizado de seguimiento” (Al-
varado Quesada, 2014, p. 55). En este proceso, 
el individuo siempre está bajo observación por 
parte de un equipo técnico y cada seis meses se 
le realiza una valoración con el fin de determi-
nar la respuesta que ha tenido ante las acciones 
que se han generado, para decidir continuarlas 
o reorientarlas desde cada una de las áreas que 
intervienen (Alvarado Quesada, 2014).

124	 Cada centro penitenciario en Argentina cuenta 
con una Dirección de Régimen Correlacional, la 
cual tiene entre sus funciones el área de Trato 
y tratamiento con el fin de asegurar atención 
médica integral, asistencia social, educación, 
cultura, y deporte. Adicionalmente, teniendo en 
cuenta un enfoque diferencial, se implementó el 
Consejo Ejecutivo de Políticas Penitenciarias de 
Género partiendo de un trabajo multidisciplinar 
para identificar necesidades, diseñar e imple-
mentar políticas bajo los siguientes parámetros: 
i Adecuación de los espacios carcelarios; ii Falta 
de conocimiento de las necesidades de género; 
iii Dificultades de aceptación de la condición que 
vive la interna; iv Programas de prevención ante 
situaciones relacionadas con la salud mental; v 
Mantenimiento de lazos familiares; vi Reconoci-
miento de derechos en igualdad de condiciones; 
vii Necesidades especiales; viii Relaciones dentro 
del centro penitenciario por medio de comités de 
convivencia; ix Programas para quienes ingresan 
por primera vez y para quienes se preparan para 
quedar en libertad; x Madres y menores en pri-
sión, llevando a cabo programas de promoción 
del rol de madres y el mejoramiento de las pautas 
de crianza (Alvarado Quesada, 2014).
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Chile125 y España126, se han desarrollado 
estrategias exitosas orientadas a atender 
la población femenina que se encuentra 
en las cárceles, no solo por ser de sexo 
femenino sino también teniendo en 
cuenta que la mayoría vive en condicio-
nes de pobreza. 

2.5.	 Recomendaciones

Teniendo en cuenta lo anteriormente 
expuesto, respecto a las condiciones de 
vida en la prisión y el impacto diferen-
ciado en las mujeres, se proponen las 
siguientes recomendaciones: 

El INPEC debe:

•	 Garantizar la gestión integral para 
atender las necesidades de la po-

125	 En Chile, como también ocurre en Costa Rica, 
se articula el sistema público con el privado con 
el fin de atender a esta población y garantizar 
una reincorporación exitosa por medio de la in-
tervención psicosocial, la cual incluye un diag-
nóstico integrado y un plan de intervención 
individualizado realizado por los profesionales 
y la persona privada de la libertad; programas 
de educación, actividad física, deporte y arte; 
procesos de terapia ocupacional y capacitacio-
nes. Adicionalmente, se cuenta con un Centro 
de Educación y Trabajo (CET) que opera como 
cualquier empresa privada, sin fines de lucro, 
en donde pueden reinsertar internos trabaja-
dores (Alvarado Quesada, 2014).

126	 En los centros carcelarios españoles además de 
contar con una Dirección, se distinguen cinco 
subdirecciones: de tratamiento, seguridad, 
régimen, médica y administrativa, además de 
un área encargada de la inserción laboral. Cada 
una de estas áreas se compone por un grupo de 
especialistas. Adicionalmente, se desarrollan 
diversos programas de tratamiento, entre los 
cuales se destacan: i Agresores en el ámbito 
familiar; ii Control de la agresión sexual; iii Para 
población extranjera; iv Prevención de suicidios; 
v Personas con discapacidad física, sensorial o 
intelectual; vi Terapia asistida con animales; vii 
Atención integral para la enfermedad mental.

blación reclusa en aspectos relacio-
nados con el suministro oportuno 
y suficiente de los implementos de 
aseo e higiene, especialmente los 
elementos de higiene necesarios 
para las mujeres. 

La USPEC debe: 

•	 Ampliar la cobertura en programas 
de atención, prevención y tratamiento 
en las mujeres privadas de la libertad 
en relación al consumo de sustancias 
psicoactivas, contando con un equipo 
interprofesional con suficiente capa-
citación para esta labor. 

•	 Fortalecer los convenios con insti-
tuciones especializadas en progra-
mas de salud sexual y reproductiva, 
con el fin de prevenir y tratar en-
fermedades de transmisión sexual 
(ETS). 

•	 Consolidar información detallada 
sobre la actual oferta y utilización 
de servicios de salud, mejorando 
los datos desarticulados sobre el 
volumen de oferta y demanda por 
servicios de salud o tratamientos 
médicos específicos.

•	 Mejorar la asistencia especializada a 
las personas privadas de la libertad 
con enfermedades mentales, espe-
cialmente en la adaptación a la vida 
penitenciaria con cuadros diagnós-
ticos asociados a estrés, ansiedad, 
depresión, entre otros. 
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•	 Gestionar el diagnóstico interpro-
fesional, la entrega de medicamen-
tos recetados oportunamente y la 
asignación de citas con especialistas 
dada la prevalencia de enfermeda-
des al existir una concentración en 
los riesgos de salud propiciados por 
el hacinamiento, la baja intervención 
sobre los determinantes prevenibles 
y las condiciones de higiene; mani-
pulación y provisión de alimentos; 
disponibilidad de servicios públicos 
especialmente con la cantidad y ca-
lidad del agua que se requiere en el 
sistema penitenciario.

•	 Asegurar la eficiencia en el servicio 
de salud prestado a la población fe-
menina privada de la libertad con 
mejor asistencia ginecológica, es-
pecialmente para madres gestantes 
y lactantes, previniendo formas de 
maltrato prenatal y post natal. 

•	 Fortalecer los equipos psicosociales 
(psicólogos, psiquiatras, médicos, 
trabajadores sociales, pedagogos, 
nutricionistas, odontólogos, tera-
peutas ocupacionales, entre otros) 
en formación, calidad y cantidad 
del personal que permitan promo-
ver una adecuada protección inte-
gral de la infancia y adolescencia, y 
las mujeres privadas de la libertad. 

•	 Generar estrategias de prevención 
frente a las diferentes formas de 
maltrato de los hijos (prenatal, peri-
natal y postnatal). 

•	 Desarrollar programas de pautas de 
crianza para fortalecer los vínculos 
entre las madres y sus hijos. 

•	 Capacitar al personal administrativo 
y al cuerpo de custodia del INPEC en 
la atención a las familias en el espa-
cio de las visitas, en la resolución de 
conflictos y programas de autocui-
dado en el estrés laboral, entre otros.

•	 Fortalecer la imagen de la institución 
frente a las mujeres privadas de la li-
bertad, las familias y la sociedad.

•	 Conformar un cuerpo técnico de in-
vestigación penitenciaria y carcela-
ria para revisar los protocolos, guías 
y programas relacionados con la 
resocialización y la integración a la 
familia y la sociedad. 

•	 Promover programas de preven-
ción, atención y evaluación basa-
dos en los principios de las buenas 
prácticas de la justicia restaurativa 
(conciliación, mediación, círculos 
de familia, círculo de sentencias y 
servicio a la comunidad). 

3.	 Perspectivas para la 		
	 vida de las mujeres en 	
	 libertad

3.1.	 Aspecto Laboral

A continuación, se resaltarán aque-
llos aspectos laborales de las reclusas 
anteriores a la privación de libertad, 
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aquellos otros que surgen durante la 
estancia en prisión y los que se han de 
considerar en un escenario de reinser-
ción laboral, con la intención de pro-
poner algunas recomendaciones que 
faciliten su reincorporación laboral. 

Antes de la prisión:

Como aspectos relevantes antes de in-
gresar a prisión, las mujeres privadas 
de la libertad en su mayoría se encon-
traban en una situación económica pre-
caria. Esto toda vez que provienen de 
un estrato socioeconómico bajo, tenían 
la responsabilidad económica exclu-
siva de su hogar y estaban a cargo de 
varios hijos, entre otros dependientes.

Otra situación que se ha de considerar 
es su bajo nivel educativo, en muchos 
casos por verse abocadas a abandonar 
sus estudios para conseguir un trabajo 
a una edad temprana.

De igual manera, un alto número de las 
encuestadas señaló que tenía un tra-
bajo por cuenta propia, muchos de los 
que están asociados con baja cobertura 
en el sistema de seguridad social inte-
gral. Esto supone entre otras, que estas 
mujeres seguramente no contarán con 
la posibilidad de acceder a una pensión 
de vejez en un futuro, estando expues-
tas a una creciente situación de preca-
riedad. Aunado al hecho de no existir 
claridad en torno a la cotización a la 
seguridad social durante su estancia en 
prisión cuando desarrollan un trabajo, 
pues el trabajo en prisión no se entien-

de como una relación laboral a la luz 
del Código Sustantivo del Trabajo.

De lo dicho, el número de hijos, el ser 
cabeza de familia y el bajo nivel de es-
colaridad, inciden en la necesidad de 
buscar varias alternativas laborales mu-
chas veces precarias o que están relacio-
nadas con la comisión de delitos como 
medio para suplir su necesidad de sub-
sistencia y de sus dependientes. Hecho 
este que se constata con la naturaleza de 
los delitos cometidos: hurto y tráfico de 
estupefacientes que tal vez les procuran 
ingresos fáciles. En efecto, si se contras-
ta el monto de los ingresos derivados 
de esta actividad frente al salario míni-
mo se desprende que, aislado de otros 
factores, lo que ganarían a través de un 
trabajo legal y estable no se equipara a 
lo que derivan de estas actividades.

“Los estudios internacionales comparados 
indican que las reclusas en su mayoría son 
pobres, jefas de hogar y que si participan 
del mercado de trabajo estaban desemplea-
das o en empleos con ingresos de salario 
mínimo”(Espinoza, 2016).

El que puedan entonces acceder a di-
ferentes ofertas laborales, no a las de 
oficios tradicionalmente mal remune-
rados que las ocupaban antes de su 
estancia en prisión, podría contribuir a 
evitar la comisión de nuevos actos de-
lictivos tras retornar a la libertad.

Durante su estancia en prisión

Durante su estancia en prisión, un aspec-
to que se debe destacar es que un gran 
porcentaje de las encuestadas se dedica 
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a actividades laborales que se podrían 
catalogar como feminizadas, poco pro-
ductivas, escasamente reconocidas y mal 
remuneradas, que no las preparan para 
encontrar mejores alternativas laborales 
al salir de los centros de reclusión; esto 
perpetúa la exclusión social y la vulnera-
bilidad económica en la que se encuen-
tran las mujeres privadas de la libertad.

Junto a ello ha de considerarse que en 
un porcentaje considerable no mejora su 
nivel de escolaridad; y con todo, el dé-
ficit en el personal, en las instalaciones 
y en otros factores afecta la calidad de 
los programas laborales y educativos, 
convirtiéndolos en meros medios para 
reducir penas antes que en mecanismos 
para facilitar la reincorporación social 
de las mujeres privadas de la libertad.

En efecto, la Misión Internacional De-
rechos Humanos y Situación Carcela-
ria de la Oficina en Colombia del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos “constató 
sin embargo que las cárceles y penitenciaría 
carecen, casi sin excepción, de programas, 
personal e infraestructura adecuados para 
ofrecer pleno acceso a la educación y al tra-
bajo a todos los internos que lo soliciten”127.
 
Lo anterior ocasiona que su situación 
económica no se vea modificada al salir 
de prisión, de tal suerte que se encon-

127	 Oficina en Colombia del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos. (2001). Misión Internacional Derechos 
Humanos y Situación Carcelaria.

trarán en una situación muy similar a 
la que se encontraban antes de cumplir 
la condena, incrementándose en últi-
mas las probabilidades de reincidencia.

De acuerdo con lo expuesto en el In-
forme Estadístico correspondiente al 
mes de julio de 2018, publicado por la 
Oficina de Planeación del INPEC, al 
finalizar dicho mes, el 54.3% (98.899) 
de las personas privadas de libertad 
a cargo de esa institución participa-
ban en las tres grandes modalidades 
de ocupación, así: 48.9% (48.328) rea-
lizaba trabajos en las áreas industrial, 
artesanal, agropecuaria y de servicios 
administrativos, al interior de los es-
tablecimientos de reclusión; el 49.3% 
(48.721) asistía a los programas edu-
cativos, construyendo la base funda-
mental para su resocialización y el 
1.9% (1.850) de ellos y ellas se desem-
peñaba como instructor(a) en las mo-
dalidades ya descritas. Finalmente, 
el 93.2% (92.135) de la población que 
participa en actividades ocupaciona-
les son hombres y el 6.8% (6.764) son 
mujeres.

Tal y como se describió en el capítulo 2, 
el 56.7% de las participantes manifesta-
ron que han participado en programas 
o actividades laborales en prisión. En 
cuanto a los programas en que han par-
ticipado, las respuestas más frecuentes 
fueron: programas artesanales (58.6%), 
de aseo (21.3%) y del área técnica 
(12.2%), que como se señaló pueden ca-
talogarse como femeninos. 
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El Decreto 1758 de 2015 “Por el cual se 
adiciona al Título 1 de la Parte 2 del Libro 
2 del Decreto 1069 de 2015, Decreto Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del De-
recho, un Capítulo 10 que regula las espe-
ciales condiciones de trabajo de las personas 
privadas de la libertad” establece:

“ARTÍCULO 2.2.1.10.1.2. Convenios 
para el trabajo penitenciario. El INPEC 
podrá celebrar convenios con personas pú-
blicas o privadas con el fin de habilitar las 
plazas de trabajo para las personas priva-
das de la libertad. Estos convenios deberán 
incluir las condiciones de afiliación de las 
personas privadas de la libertad al Sistema 
General de Riesgos Laborales”.
(…)

“ARTÍCULO 2.2.1.10.4.1. Formación 
para el trabajo. El INPEC celebrará los 
convenios que sean necesarios para que las 
personas privadas de la libertad puedan ac-
ceder a formación en habilidades, destrezas 
y conocimientos técnicos para el desempe-
ño del trabajo penitenciario”.

“PARÁGRAFO. El INPEC, en coordina-
ción con el Servicio Nacional de Aprendi-
zaje -SENA-, celebrará los convenios que 
se requieran para garantizar que en aque-
llos establecimientos en los cuales no exis-
ten convenios con otras entidades, exista 
por lo menos un programa de formación 
para el trabajo”.

Esta normatividad no promueve la sus-
cripción de convenios para el desarrollo 
de actividades laborales diferentes a las 
tradicionales, y además solo contempla 
la formación para el trabajo peniten-
ciario pero no pos penitenciario. Así, 
muchos de los programas laborales ofer-
tados no tienen continuidad una vez las 
reclusas retornan a la comunidad.

Sobre los ingresos percibidos durante su 
estancia en prisión muchos de ellos son 
inferiores al salario mínimo. Al respecto 
la Corte Constitucional en la sentencia 
T-429 de 2010, aclara que:

“(…) el trabajo penitenciario no tiene por 
finalidad satisfacer el mínimo vital del re-
cluso, sino que es eminentemente terapéu-
tico al igual que un medio para redimir la 
pena”, igualmente enfatizan en lo siguien-
te: “el trabajo penitenciario no deviene de 
un contrato laboral si no de una relación 
de derecho público que surge como conse-
cuencia de la pena (…)

Por lo tanto, su remuneración equitativa, 
salvo en el caso de los reclusos que trabajen 
para particulares –y que, como se verá, co-
rresponde a la administración indirecta– no 
tiene por qué ser igual a un salario mínimo”.

El ya citado Decreto 1758 de 2015 por 
su parte establece que:

“ARTÍCULO 2.2.1.10.1.4. Remunera-
ción. La remuneración percibida por las 
personas privadas de la libertad en razón 
a los convenios de resocialización y trabajo 
penitenciario, no constituye salario y no 
tiene los efectos prestacionales derivados 
del mismo (…)”

Sobre la protección en Seguridad Social, 
el Decreto contempla la vinculación al 
subsistema de riesgos laborales. Adicio-
nalmente, sobre la protección a la vejez 
indica lo siguiente:

“ARTÍCULO 2.2.1.10.2.2. Protección a la 
Vejez. Las personas privadas de la libertad 
menores de 65 años, que así lo soliciten, 
podrán ser afiliadas al Sistema Flexible de 
Protección para la Vejez constituido por 
los Beneficios Económicos Periódicos. El 
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Ministerio del Trabajo determinará anual-
mente el monto del aporte correspondiente, 
el cual deberá ser descontado de la remune-
ración percibida por la persona privada de 
la libertad. El INPEC coordinará el giro de 
los recursos a la entidad a la cual se afilie a 
la persona privada de la libertad.”

Así, no contempla la obligación de co-
tización al subsistema de seguridad 
social en pensiones, brindado una pro-
tección voluntaria a través de los Bene-
ficios Económicos Periódicos. 

Esta situación laboral y la falta de co-
bertura de seguridad social pueden 
incrementar las condiciones de vulnera-
bilidad de esta población. En efecto, estu-
dios latinoamericanos argumentan que:

“El acceso al trabajo y las condiciones labo-
rales en el Centro Penitenciario Femenino 
emergen entonces como problemáticas cen-
trales de y para las mujeres allí recluidas, 
puesto que sitúan o pueden ubicar a parte de 
esta población y sus familias en el presente 
o en el futuro bajo condiciones de vida que 
podrían favorecer o incrementar diversas for-
mas de vulnerabilidad social asociadas 1) al 
no acceso al empleo y por lo tanto, al capital 
físico asociado a éste y/o 2) a bajos salarios y 
al no acceso a la previsión social. Por lo tanto, 
parte de los esfuerzos que se hagan tanto en 
el Centro Penitenciario Femenino como en 
los restantes centros de detención femeninos 
deberían orientarse a mejorar tanto el acceso 
al empleo como a condiciones de trabajo que 
permitan mejorar el bienestar de esta pobla-
ción y sus familias en orden a disminuir y 
evitar las diversas situaciones de vulnerabi-
lidad social en las que han vivido antes y du-
rante su reclusión” (Cárdenas, 2011).

Con todo, ha de considerarse el Conve-
nio 29 de la Organización Internacional 

del Trabajo, relativo al trabajo forzoso u 
obligatorio, que fue aprobado por la Ley 
23 de 1967 en virtud del cual se establece 
que a los trabajadores recluidos en cen-
tros penitenciarios se les deben garantizar 
unas condiciones libres de trabajo y sus 
relaciones de trabajo deben abarcar los 
elementos fundamentales de una relación 
laboral, tales como: un salario normal y el 
suministro de la seguridad social.

“ (…) [N]o es forzoso u obligatorio aquel 
trabajo que se exija a un individuo en virtud 
de una condena penal impuesta mediante 
sentencia judicial, salvo que dicho servicio 
no se realice bajo la vigilancia y control de 
las autoridades públicas o que, en caso de 
que el trabajo sea cedido o puesto a disposi-
ción de particulares o personas jurídicas de 
carácter privado, no exista consentimiento 
voluntario del recluso para realizarlo y no 
se verifiquen otras garantías que hagan que 
los reclusos trabajen en condiciones compa-
rables a una relación de trabajo libre o que 
abarquen los elementos fundamentales de 
una relación laboral, tales como el pago de 
un salario normal y el suministro de segu-
ridad social”128.

Finalmente, que un porcentaje superior 
al 95% de las reincidentes indique no 
haber tenido contacto con fundación al-
guna cuando quedó en libertad en el pa-
sado, demuestra que las organizaciones 
orientadas a facilitar la reinserción so-
cial tienen dificultades para otorgar una 
mayor cobertura que impacte favorable-
mente en la reinserción social de las mu-
jeres que retornan a la comunidad.

128	 Corte Constitucional, sentencia T-756 de 2015, 
M.P. Luis Guillermo Guerrero.
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Tras salir de la prisión

Después de la prisión, de las encuestas 
realizadas se infiere que solo el 31.4% 
se procuró su ingreso y que de este por-
centaje la mayor proporción proviene 
de trabajos ocasionales sin estabilidad 
laboral, pues solo muy pocas alcanza-
ron un trabajo fijo. 

Teniendo en cuenta las posibles dificul-
tades que pueden enfrentar al quedar 
en libertad, la mayoría de mujeres en-
cuestadas privadas de la libertad, tanto 
primodelincuentes como reincidentes, 
reportan que los mayores retos van a 
ser encontrar un trabajo estable y man-
tener una estabilidad económica.

Así, un gran porcentaje de mujeres que 
ya habían estado detenidas en centros 
penitenciarios y que adquirieron habili-
dades durante la detención anterior in-
dican que las mismas no les sirvieron al 
momento de retornar a la libertad para 
proveerse ingresos. Esto sugiere que la 
adquisición de habilidades no ha sido 
funcional al momento de permitirles a 
las mujeres buscar nuevas alternativas 
de ingreso diferentes a la comisión de 
actos delictivos.

Finalmente, hay que considerar los 
antecedentes penales como uno de los 
principales obstáculos a la hora de en-
contrar oportunidades laborales tras 
salir de la prisión.

Si consideramos el trabajo como una 
herramienta de integración social, las 

dificultades para encontrar un trabajo 
estable y que les procuren ingresos su-
ficientes, por las razones previamente 
expuestas, afecta la adaptación social de 
las mujeres al tiempo de incrementar las 
posibilidades mismas de reincidencia.

En efecto, “la actividad laboral es recono-
cida como un elemento clave en el proceso 
de reinserción de una persona privada de 
libertad (Ministry of Justice, 2011), sien-
do para las mujeres un componente crucial 
por su responsabilidad en la mantención de 
su familia” (Espinoza, 2004).

3.2.	 Relación con los hijos

Como se explicó previamente, muchas 
de estas mujeres son cabezas de fami-
lia, al ser el soporte económico exclusi-
vo de su hogar, y tienen varios hijos a 
cargo. Cabe resaltar que en la EPMPC 
un alto porcentaje de mujeres señaló 
que el motivo principal para la comi-
sión del delito fue conseguir dinero.

Ahora bien, durante la prisión pueden 
quedar en estado de embarazo, convir-
tiéndose la maternidad en un signo de 
esperanza, así como en un incentivo 
para salir adelante ante circunstancias 
de creciente dificultad. Los menores no 
obstante solo pueden cohabitar con sus 
madres en el centro penitenciario hasta 
sus tres años de edad, momento en el 
que son separados de sus madres, sien-
do una situación traumática ya que no se 
les brinda el acompañamiento debido.
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Dentro del establecimiento penitencia-
rio las mujeres igualmente se convierten 
en depositarias de una mayor presión y 
reproches, pues en muchos casos siguen 
siendo el soporte de sus dependientes, 
sin poder asumir plenamente la respon-
sabilidad de cuidado, más aún cuando 
los ingresos derivados de actividades 
laborales desarrolladas dentro del cen-
tro penitenciario les procuran ingresos 
inferiores al salario mínimo. Al tiempo, 
sus hijos y familiares cercanos se ven 
abocados a sufrir diversas consecuen-
cias tales como tener que buscar traba-
jo a una temprana edad, o asumir una 
sobrecarga económica en el cuidado de 
estos menores, que en una gran propor-
ción recae en las abuelas maternas.

Esta carga que asumen las mujeres es 
una situación que las diferencia de los 
hombres. En efecto:

“La relación de las mujeres con los hijos es 
una de las condiciones que las diferencia de 
sus pares masculinos, pues al existir mayor 
riesgo de haberlos dejado en situación de 
vulnerabilidad (al tratarse de madres que 
han sido la única fuente de ingresos en su 
hogar, el encarcelamiento habría afectado 
gravemente las posibilidades de subsisten-
cia de esa familia), se incrementa la preocu-
pación, siendo una fuente permanente de 
estrés y ansiedad. Por ello, el vínculo fami-
liar es un valor social que debe ser manteni-
do y potenciado en la institución carcelaria, 
incluso con el apoyo de servicios médicos y 
psiquiátricos” (Espinoza, 2004).

Con todo, como las madres recluidas 
eran el bastión principal de sus fami-
lias, al ser privadas de su libertad, sus 

hijos son distribuidos en varios hoga-
res, agravándose la desvinculación re-
lacional y afectiva entre madres e hijos.

Sobre los efectos en los hijos, vale seña-
lar que la formación educativa cumple 
un papel indispensable en el desarro-
llo y crecimiento de los menores, el que 
puede verse afectado por la detención 
de las madres, generándose la deser-
ción escolar para trabajar y llevar el 
sustento económico del hogar o para 
cuidar de sus hermanos menores. Esto 
no hace sino multiplicar los factores de 
exclusión y vulnerabilidad en los hijos, 
toda vez que un alto nivel de escolari-
dad impacta en el acceso a trabajos es-
tables y bien remunerados.

Sobre la permanencia de vínculos, un 
gran porcentaje de las encuestadas ma-
nifestó no recibir visitas por parte de 
sus hijos, constituyendo este hecho, tal 
y como se expuso, una situación que ge-
nera efectos psicológicamente negativos 
para la mujer privada de la libertad. Esta 
falta de visitas, por su parte, responde, 
entre otras causas, a la distancia entre 
el centro de reclusión y el lugar donde 
vive. Se resalta, en efecto, que según lo 
manifestó uno de los jueces de ejecución 
de penas, en la zona sur de Bogotá no 
hay cárceles para mujeres, hecho que se 
convierte en una limitante para mante-
ner el contacto con sus familiares y es-
pecialmente sus hijos. De igual manera, 
el que existan pocas unidades penales 
para las mujeres generan su concentra-
ción en grandes ciudades y el abandono 
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por parte de sus familiares más cerca-
nos, dificultando en últimas el proceso 
de reinserción ya que no contarán con la 
seguridad y apoyo de sus seres más cer-
canos al retornar a la libertad.

Considerando a los hijos que se encuen-
tran bajo medida de protección en el 
ICBF, es significativo el impedimento 
que les ponen a sus madres para com-
partir con ellos, generándose desarraigo 
y una desestructuración de las relacio-
nes vinculares familiares e impactando 
negativamente a las reclusas, en térmi-
nos emocionales o afectivos.

El no tener contacto constante con sus 
hijos durante su estancia en prisión, el 
que los mismos sean distribuidos en 
diferentes hogares y el separarse final-
mente de sus familiares más cercanos, 
agravan la desvinculación social de la 
familia y promueven el abandono de 
las madres, dificultando la adaptación 
social de las mismas al no contar con el 
apoyo y seguridad que le puede brin-
dar su círculo más cercano, como fac-
tores indispensables para facilitar la 
reincorporación a la vida. Lo mismo 
puede además evitar que se fortalez-
can lazos relacionales que las podrían 
persuadir de cometer nuevamente con-
ductas delictivas.

3.3.	 Recomendaciones

Sobre el aspecto laboral es preciso pre-
sentar las siguientes recomendaciones:

•	 El INPEC debe fortalecer las alianzas 
con centros educativos para ampliar 
los programas de escolarización de 
las mujeres privadas de la libertad.

•	 El INPEC debe desarrollar políticas 
para controlar y hacer seguimiento 
a los programas de escolarización 
que se brindan, propendiendo por 
una mejora en su calidad.

•	 El Ministerio de Justicia y del Derecho 
debe adelantar una política nacional 
de sensibilización del sector empre-
sarial y su responsabilidad frente a la 
población penada y pospenada. Para 
ello se recomienda que se creen alian-
zas  con asociaciones empresariales, 
como la Asociación Nacional de Em-
presarios (ANDI), para lo que resulta 
conveniente desarrollar este proyecto 
junto al Ministerio de Trabajo.

•	 El Ministerio de Justicia y del Dere-
cho debe desarrollar una política na-
cional que defina que el sentido de 
la estancia en prisión, entre otros, es 
la reincorporación social de los pena-
dos, a efectos de combatir los niveles 
de reincidencia.

•	 El Congreso de la República debe 
generar desarrollos legislativos que 
le permitan a las mujeres que hayan 
cometido delitos no violentos y sean 
cuidadoras y proveedoras de sus ho-
gares, acceder a una prisión domici-
liaria con permiso para trabajar o a 
un régimen de libertad supervisada.
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•	 El INPEC debe crear convenios con 
Cajas de Compensación Familiar, 
como intermediadores laborales, 
para generar nuevas oportunidades 
laborales para las reclusas, incluido 
el emprendimiento durante y des-
pués de su estancia en prisión. So-
bre el emprendimiento, vale señalar, 
debe generarse una política especial 
que obligue a analizar las condicio-
nes particulares de las reclusas, así 
como la realidad misma del mercado.

•	 El INPEC debe celebrar convenios 
con empresas que les permitan ha-
cer una transición laboral para las 
mujeres que retornan a la libertad.

•	 El Ministerio de Justicia y del Dere-
cho y el INPEC deben identificar los 
mecanismos que usan las empresas 
para verificar los antecedentes pe-
nales de las mujeres, a efectos de 
evitar que se presenten eventos de 
discriminación.

•	 El Congreso de la República debe 
realizar desarrollos legislativos que 
prevean beneficios tributarios y la-
borales para las empresas que vin-
culen población pos penada.

•	 El Congreso de la República debe 
promover desarrollos legislativos 
en torno a vacantes mínimas esta-
tales exclusivamente para la pobla-
ción pos penada.

•	 Se debe modificar el Decreto 1758 de 
2015, indicándose que los ingresos 

que reciban las penadas por sus tra-
bajos sean iguales al menos al salario 
mínimo y sea obligatoria la cotiza-
ción al sistema de seguridad social en 
pensiones durante la prestación de 
estos servicios laborales. Sobre este 
aspecto, se ha de considerar un pago 
en especie que cubra las necesidades 
básicas de las reclusas en prisión y un 
pago dinerario que les permita a las 
reclusas participar en la atención de 
las necesidades de sus hogares, para 
que el pago del salario mínimo solo a 
través de un componente en dinero, 
no se convierta en un incentivo a la 
permanencia en la prisión. Sobre las 
cotizaciones a la Seguridad Social se 
puede replicar el tratamiento dado 
por el Decreto 2616 de 2013, en favor 
de los trabajadores que laboran por 
periodos inferiores a un mes.

•	 Se debe reformar el Decreto 1758 de 
2015 para incluir la formación para 
el trabajo pos penitenciario la forma-
ción para el trabajo pos penitenciario.

•	 El Congreso de la República debe 
estudiar una reforma legislativa 
que contemple eliminar los ante-
cedentes penales, considerando la 
duración de la sentencia, el delito 
cometido y la situación de vulnera-
bilidad de la infractora129. 

129	 Ver, por ejemplo, la experiencia de la Ley 
9361 de 2017 en Costa Rica. 

	 Para una explicación de esta ley, ver: Elimi-
nando las barreras para la reinserción: la 
reforma de antecedentes penales en Costa 
Rica, en: https://361kuf17tye423o8ui2qfv0h-
wpengine.netdna-ssl.com/wp-content/
uploads/2017/12/DONE-14-Criminal-Re-
cords-CR_SPA_FINAL-2.0.pdf 
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Sobre la relación con los hijos se propo-
nen las siguientes recomendaciones:

•	 El Congreso de la República debe 
promover desarrollos legislativos 
para que los hijos de las reclusas 
queden obligatoriamente en un 
solo hogar y solo excepcionalmente, 
atendiendo los intereses superiores 
del menor, en diferentes hogares.

•	 El Congreso de la República debe 
promover desarrollos legislativos 
para que se contemple la obliga-
ción de creación de vacantes en las 
entidades estatales exclusivas para 
madres de mujeres privadas de la 
libertad con nietos a cargo, cuando 
no gozan de ingresos pensionales.

•	 El INPEC debe garantizar un acom-
pañamiento psicológico a las ma-
dres que son separadas de sus hijos 
que vivieron en el centro peniten-
ciario hasta cumplir los tres años.

•	 El INPEC debe promover políticas 
que permitan visitas de las mujeres 
privadas de la libertad a sus casas, 
cuando tengan hijos menores a car-
go, contemplando factores como la 
distancia a sus hogares.

•	 El ICBF debe generar espacios de 
relación entre las madres y los hijos 
menores a cargo de esta entidad.
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Anexo
MetodologíA
y estrategia 

analítica

Este informe forma parte del proyecto 
Mujeres y Prisión en Colombia, que busca 
llevar a cabo un estudio sobre las prisio-
nes colombianas desde una perspectiva 
de género. Sus objetivos específicos son:

•	 Recolectar datos sobre las personas 
privadas de la libertad en Colombia, 
incluyendo: el perfil, los motivos por 
los que ingresan al sistema de justicia 
penal, sus experiencias en prisión, 
sus necesidades, los efectos que tiene 
su encarcelamiento en sus familias 
e hijos, y sus perspectivas laborales 
después de quedar en libertad.

•	 Identificar las necesidades diferencia-
les de las mujeres privadas de la li-
bertad y los efectos diferenciados por 
género de la aplicación de las normas 
y políticas penales y penitenciarias.

La encuesta está dirigida a la medición 
de los siguientes eventos factuales y 
opiniones:

•	 Características demográficas y so-
cioeconómicas 

•	 Contexto familiar en la infancia

•	 Experiencias de violencia basada en 
el género

•	 Perfiles delictivos

•	 Vida en prisión

•	 Posibles impactos en los hijos

•	 Perspectivas laborales para después 
de quedar en libertad.
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crimes, circunstâncias do processo 
penal e condições de vida na prisão” 
(2013) Bergman, M.; Filho, J.; 
Fondevila, G. y Vilalta, C. Fun-
dación Getúlio Vargas y Uni-
versidad Nacional 3 de Febrero. 
http://www.fgv.br/dcm/mkt/
mktg/2014/graduacao/presos_
em_sp/imagens/version18.pdf 

d.	 El Salvador: “Reporte de cárce-
les en El Salvador. Perfiles gene-
rales, contexto familiar, delitos, 
circunstancias del proceso penal y 
condiciones de vida en la cárcel” 
(2015) Bergman, M; Amaya, L.; 
Fondevila, G y Vilalta, C. Uni-
versidad Francisco Gavidia. 
http://redjusticiaprevia.com/
wp-content/uploads/2015/05/
reporte-de-c%c3%81rceles-en-
el-salvador-28-04-2015.pdf

e.	 México: las encuestas a pobla-
ción en reclusión realizadas 
por el Centro de Investigación 
y Docencia Económicas (CIDE) 
en 2002, 2006, 2009 y 2013 en 
Ciudad de México y Estado de 
México. “Encuesta a la Población 
en Reclusión en el Distrito Fede-
ral, Morelos y Estado de México 
(2002)” Bergman, M., Azaola, 
E. y Magaloni, A. “Encuesta a la 
Población en Reclusión en el Dis-
trito Federal y Estado de México 
(2006)” Bergman, M., Azaola, E. y 
Magaloni, A. “Encuesta a la Pobla-
ción en Reclusión en el Distrito Fe-

Antecedentes
El cuestionario tiene aproximadamen-
te 300 preguntas cerradas e intenta in-
dagar en asuntos sociodemográficos, 
criminales, institucionales, condiciones 
de vida y otras variables. El cuestiona-
rio, el diseño de la encuesta y la expe-
riencia del trabajo de campo (desafíos) 
tienen antecedentes importantes:

1.	 A nivel regional: 
a.	 Argentina: “Delito, marginalidad 

y desempeño institucional en la Ar-
gentina: Resultados de la encues-
ta de presos condenados” (2014) 
Bergman, M., Massello, D. y 
Arias, Ch. Centro de Estudios 
Latinoamericanos sobre Insegu-
ridad y Violencia (CELIV). Uni-
versidad Nacional 3 de Febrero 
http://celiv.untref.edu.ar/con-
tenidos.html

b.	 Chile: “Condiciones de vida en los 
centros de privación de libertad en 
Chile” (2015) Sánchez Cea, M. y 
Piñol Arriagada, D. Centro de 
estudios en Seguridad Ciudada-
na (CESC). Universidad de Chi-
le. https://www.cesc.uchile.cl/
docs/CESC_condiciones_cen-
tros_privacion.pdf

c.	 Brasil: “Crime, segurança públi-
ca e desempenho institucional em 
São Paulo. Relatório sobre unida-
des prisionais em São Paulo, Bra-
sil: perfis gerais, contexto familiar, 
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deral, Morelos y Estado de México 
(2009)” Bergman, M.; Azaola, E.; 
Magaloni, A. y Negrete, L. Deli-
to y Cárcel en México. Deterioro 
social y desemepño institucio-
nal (2013). Bergman, M.; Fon-
devila, G.; Vilalta, C. y Azaola, 
E. http://datos.cide.edu/hand-
le/10089/16195

f.	 Perú: “¿Quiénes son delincuentes 
en el Perú y por qué? Factores de 
riesgo social y delito en perspecti-
va comparada en América Latina”. 
Costa, G. y Romero, C. (2014) 
Ciudad Nuestra. http://www.
defensoria.gob.pe/blog/wp-
content/dp_uploads/quienes-
son-delincuentes-en-el-peru.
pdf

2. 	 En Estados Unidos:
a.	 National Inmate Survey (NIS) 

of the Bureau of Justice Statistics 
(BJS). https://bjs.gov/

3.	 A nivel comparativo (Latinoamérica):
a.	 “Informe Regional de Desarro-

llo Humano para América Latina 
2013-2014. Seguridad Ciudadana 
con Rostro Humano: Diagnostico y 
propuestas para América Latina”. 
(2014) Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo 
(PNUD). http://www.undp.
org/content/undp/es/home/
librarypage/hdr/human-deve-
lopment-report-for-latin-ameri-
ca-2013-2014.html 

Diseño de la muestra:
	 La muestra sumó un total de 1.123 

personas privadas de la libertad en-
trevistadas que se acumularon en 
todos los levantamientos (de cada 
centro penitenciario) y se distribu-
yeron del siguiente modo:

Tabla 1. Colombia: población encuestada
por centro penitenciario*
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Central Buen Pastor 0 205 205

Cómbita 216 0 216

Occidente Jamundí 115 101 216

Norte Montería 47 40 87

Oriente Cúcuta 56 50 106

Noroeste Pedregal 76 70 146

Viejo Caldas Picaleña 77 70 147

Total 587 536 1123

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta proyecto Mujeres 
y prisión en Colombia, 2017. *Frecuencias simples o no ponderadas.

El diseño muestral siguió un procedi-
miento sistemático de selección alea-
toria de las unidades de observación 
e información. Se trata de un procedi-
miento  complejo estratificado por con-
glomerados, polietápico, con selección 
sistemática de observaciones. Se uti-
lizaron dos marcos muestrales: 1. Los 
centros penitenciarios y 2. Las personas 
privadas de la libertad enlistadas o enu-
meradas en cada Centro. Cada marco 
muestral se utilizó en etapas diferentes 
del procedimiento de selección: a. En la 
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selección del Centro Penitenciario y b. 
La del encuestado/a. 

Para el cálculo del tamaño efectivo de 
la muestra en todas las regiones se asig-
nó la máxima variabilidad posible, un 
nivel de confianza del 95%  y un nivel 
de precisión teórico máximo del +- 5%  
de los estimados. Los resultados de la 
encuesta ofrecieron mayores o menores 
niveles de precisión para efectos de cal-
cular los intervalos de confianza según 
el reactivo y el efecto de diseño particu-
lar. El error estándar no fue constante a 
través de todos los reactivos.

Se realizaron dos muestras separadas 
de personas privadas de la libertad 
por sexo. En el caso de los hombres la 
muestra fue representativa, pero en el 
de mujeres, se eligió sobrerrepresen-
tarlas numéricamente (536 mujeres) 
para tener un número suficiente para 
contar con variabilidad y lograr una 
significancia estadística adecuada en 
posteriores pruebas de hipótesis en 
comparación con los hombres.

El diseño es polietápico: la primera etapa 
consistió en la selección de los centros 
penitenciarios para la aplicación de 
la encuesta. En este caso, los criterios 
para la selección de la cuota de estable-
cimientos penitenciarios por regional 
fueron los siguientes:

•	 Establecimiento penitenciario con 
mayor población de mujeres en la 
regional.

•	 Si el establecimiento que cumple 
con el primer criterio era mixto, se 
encuestaron a población masculina 
en la misma unidad. Si el estableci-
miento no era mixto, se escogió un 
centro masculino en la misma ciu-
dad. Se usaron las cifras del INPEC 
de población penitenciaria de sep-
tiembre de 2017.

En la segunda etapa se realizó la selec-
ción de las personas privadas de la li-
bertad, voluntarias para diligenciar la 
encuesta en cada Centro de Reclusión. 
Con base en un listado de personas pri-
vadas de la libertad en cada Centro, se 
seleccionó a las personas privadas de la 
libertad con un procedimiento de sal-
to sistemático en la lista con arranque 
aleatorio cada día de duración de la 
encuesta. Este procedimiento de salto 
sistemático se realizó en tres pasos: 

1.	 Se determinó el número de cuestio-
narios que se aplicarían en cada Cen-
tro con base en su porcentaje dentro 
del total (asignación proporcional). 

2.	 Posteriormente, se dividió el núme-
ro total de internos entre el número 
de internos a encuestar en cada Cen-
tro, para obtener el número de salto.

3.	 Se generó un número diario aleatorio 
que sirvió como arranque para selec-
cionar a los internos/as a entrevistar.

En caso de negarse a responder la en-
cuesta, se eligió a la persona privada 
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de la libertad siguiente del listado, con 
el procedimiento de salto sistemático 
elegido. El levantamiento se realizó por 
medio de entrevistas personales reali-
zadas a voluntarios/as con base en una 
selección aleatoria y sistemática de las 
personas privadas de la libertad. Cada 
entrevista duró alrededor de 45 minutos 
en promedio, se aplicaron en lugares es-
pecialmente designados por cada Cen-
tro penitenciario y tenían las siguientes 
características: 1. No había guardias y 2. 
Había espacio suficiente entre los distin-
tos entrevistadores/entrevistadas para 
que no se escuchara ninguna respuesta. 
El equipo entrevistador no permaneció 
más de dos días en cada establecimiento 
penitenciario y el promedio de rechazo 
de entrevistas fue de 0.4%. 

Las entrevistas fueron aplicadas por 
un grupo de entrevistadores; la mayo-
ría estudiantes de último semestre de 
psicología y psicólogos profesionales. 
Se eligieron personas con formación 
en psicología por su capacidad de in-
tervención en crisis, teniendo en cuenta 
los principios éticos de beneficiencia y 
no maleficiencia. Se capacitó a un gru-
po de 18 entrevistadores (4 hombres y 
14 mujeres) en dos sesiones de 4 horas 
cada una. 

La capacitación consistió en las técnicas 
convencionales de entrevista personal y 
en una explicación del cuestionario. De-
bido a restricciones del sistema peniten-
ciario, no se pudieron aplicar entrevistas 
asisitidas por computadora (computer-

assisted personal interviewing-CAPI) ni 
tampoco entrevistas autoaplicadas por 
computadora (computer-assisted selfin-
ter-viewing-CASI). Las entrevistas fue-
ron aplicadas cara-a-cara de manera 
individual con lápices y cuestionarios 
impresos en papel (paper-and-pencil in-
terviewing-PAPI). 

No se ofreció ningún incentivo a los en-
trevistados y todos los temas relaciona-
dos con la protección de seres humanos 
vinculados a encuestas a personas fue-
ron respetados (U.S. Department of Justi-
ce Bureau of Justice Statistics). Se aplicó la 
prueba  piloto de un (1) día en la Cárcel 
Distrital de Varones y Anexo de Mujeres 
de la ciudad de Bogotá para verificar la 
duración de la entrevista, y también va-
lidar las preguntas del cuestionario.

Adicionalmente, se realizaron 25 entre-
vistas semiestructuradas a actores clave 
involucrados en el sistema penal y en el 
sistema penitenciario -abogados, jueces, 
autoridades penitenciarias, mujeres 
privadas de la libertad, pospenadas- y 
a expertos en estos temas. También se 
llevó a cabo un grupo focal con cinco 
JEPMS en Bogotá. Los actores para las 
entrevistas y el grupo focal fueron ele-
gidos a través de muestreo estratégico/
intencional y el método “bola de nieve”: 

•	 Muestreo estratégico: se escogie-
ron actores que por su experiencia 
en temas de sistema penitenciario, 
justicia penal y mujeres o por su 
afiliación institucional eran fuente 
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de información importante (Patton 
2015, Trochim & Donnelly, 2008).

•	 Muestreo bola de nieve: primero se 
identificaba a alguien que cumplía 
los criterios para el muestreo es-
tratégico, y después se le solicitaba 
que recomendara a otras personas 
que deberían ser entrevistadas (Tro-
chim & Donnelly, 2008). 

Esta información cualitativa se usó 
para corroborar, reforzar, enriquecer y 
explicar en profundidad los datos re-

colectados en la encuesta. En cuanto 
a la estrategia analítica seguida para 
el reporte de resultados, se usaron bá-
sicamente estadísticos descriptivos: 
frecuencias, porcentajes, medias arit-
méticas, medianas y desvíos estándar. 
No se incluye la respuesta “no sabe/no 
responde” (NS/NR) cuando la frecuen-
cia es baja (menor de 2% del total de 
reportes). La NS/NR varía por reactivo 
en el cuestionario, por eso las cifras de 
totales pueden variar de forma mínima 
entre cuadros o secciones o partes del 
presente estudio. 
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